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POBREZA Y DESIGUALDAD 
SOCIOECONÓMICA EN COLOMBIA  
DESDE UNA PERSPECTIVA DE  
DERECHOS HUMANOS

COLECCIÓN DEJUSTICIA 2021

Vivian Newman Pont1

Diana E. Guzmán Rodríguez2

“La gente se cansó de morirse de hambre”, “porque en estos barrios la gen-
te almuerza, pero no cena”, por eso, hoy salen a protestar como un ejer-
cicio de dignidad y solidaridad… Así describen Efraín y Julián las mo-
vilizaciones de Puerto Resistencia, ese espacio entre barrios en Cali en 
el que convergen personas diversas, especialmente jóvenes, en una lucha 
colectiva contra las injusticias que perciben. María Camila, otra de las ma-
nifestantes, habla además de la falta de oportunidades, de educación de 
calidad y de empleo como factores fundamentales para entender las mo-
vilizaciones (Caracol Radio, 2021). Estos son algunos de los elementos 
comunes a las protestas que se tomaron Colombia desde el 28 de abril 
de 2021 y que a junio de 2021, cuando esta colección entró a imprenta, 
se convirtieron en un escenario de represión policial, que creó una crisis 
caracterizada por violaciones graves de los derechos humanos, decenas de 
muertos, más de cien desaparecidos y miles de heridos (Defensoría del 
Pueblo, 2021). Los reclamos de quienes protestan son múltiples, pero la 
pobreza y la desigualdad socioeconómica son protagonistas ineludibles 
del descontento social de la gente en las calles.

La pobreza y la desigualdad no son fenómenos nuevos en el país. Por 
el contrario, son problemas estructurales. En los últimos 30 años, Colom-
bia ha sido uno de los países más desiguales de América Latina y el mundo 

	 1.	 Directora de Dejusticia.
	 2.	 Subdirectora de Dejusticia y Profesora Asociada de la Universidad Nacio-

nal de Colombia.
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(Cepal, 2019, p. 22). Esto se ve reflejado, entre otros, en que el ingreso per 
capita promedio en el decil más pobre de la población es de 54 mil pesos 
(15 dólares aprox.) y en el decil más rico es de 2.6 millones de pesos (694 
dólares aprox). Esta desigualdad, como desarrollaremos más adelante, 
tiene consecuencias negativas en múltiples niveles. Por ejemplo, genera 
mayor polarización y afecta tanto la cohesión social como las tasas de cre-
cimiento (Ostry y Berg, 2011). Esta enorme desigualdad resulta aún más 
problemática en un contexto como el colombiano, en el que los índices 
de pobreza son muy elevados. A 2019, el 35,7 % de la población se en-
contraba por debajo de la línea de pobreza, de los cuales 9,6 % estaban en 
la extrema pobreza (DANE, 2021), es decir, que no podían, entre otros, 
consumir las calorías necesarias para tener buenas condiciones de salud.

La crisis generada por el coronavirus en 2020-21 ha expuesto e in-
cluso profundizado estos dos fenómenos. A pesar de los programas socia-
les desarrollados por el gobierno para enfrentar la emergencia sanitaria del 
covid-19, en 2020 la pobreza monetaria aumentó 6,8 puntos porcentua-
les en relación con el año anterior, llegando al 42,5% de los colombianos 
(DANE, 2021). Además, un 30 % está en riesgo de caer en la pobreza. 
Hoy, 21,02 millones de personas viven en condiciones de pobreza y de 
ellas 7,47 en extrema pobreza. Además, Colombia aumentó su coeficiente 
de Gini para el total nacional de 0,526 en 2019 a 0,544 en el 2020 (DANE, 
2021).

Las razones que han llevado a la profundización de la pobreza y la 
desigualdad durante la pandemia son múltiples. Medidas de confinamien-
to y otras restricciones a la movilidad hicieron que los hogares que de-
pendían de la economía informal (que representaban más del 60 % de los 
trabajadores) enfrentaran profundas restricciones para salir a trabajar, y 
que la clase vulnerable, es decir, aquella en riesgo de caer en pobreza mo-
netaria, perdiera el empleo (DANE, 2021). En contraste, mientras miles 
de negocios cierran y se empobrecen, sin ahorros ni acceso a crédito o a 
capital humano, el proceso de acumulación de riqueza en las manos de 
una pequeña élite económica parece haberse fortalecido (World Econo-
mic Forum, 2020). Más allá de estas razones coyunturales, de fondo sub-
yace la incapacidad que ha tenido nuestro Estado para redistribuir la ri-
queza. Esto se debe, entre otros factores, a la ausencia de suficientes redes 
de protección social del Estado central (v. gr. pensiones y prestaciones por 
desempleo) en una economía de altísima informalidad laboral, bajos nive-
les de gasto social, en especial en las regiones apartadas, y un gran fracaso 
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en la recolección y la distribución de impuestos (Busso y Messina, 2020). 
De hecho, las políticas del Estado no han permitido lograr caídas en la 
desigualdad, pues se han basado principalmente en impuestos indirectos, 
que son regresivos, y menos en un gasto social que permita redistribuir la 
riqueza (Monitor Fiscal, 2017).

¿Pueden los derechos humanos ayudar a enfrentar la pobreza y la 
desigualdad socioeconómica y mitigar sus efectos? Esta colección de tex-
tos, diversos tanto en sus temáticas como en sus metodologías, se articula 
en torno a la idea de que los derechos humanos tienen un potencial impor-
tante para pensar la transformación de una realidad social profundamente 
marcada por la pobreza y la desigualdad. Además de ofrecer una poderosa 
narrativa que contribuye a que distintos grupos sociales se articulen en 
torno al cambio y la justicia social, los derechos humanos brindan una 
perspectiva analítica que permite profundizar diversas dimensiones de 
estos fenómenos que suelen ser ignoradas en los análisis economicistas 
que dominan las políticas públicas en estos temas. Además, esperamos 
que estas reflexiones contribuyan a la transformación y la ampliación de 
las herramientas de derechos humanos para enfrentar la pobreza y la des-
igualdad de manera integral y efectiva.

En este prólogo explicamos algunos de los presupuestos concep-
tuales que orientan los distintos estudios de esta colección. Así, luego de 
introducir brevemente cómo entendemos la pobreza y la desigualdad so-
cioeconómica en la primera parte, en la segunda sección nos concentra-
mos en la pregunta sobre por qué resulta importante para una sociedad 
enfrentar estos dos fenómenos. En la tercera parte explicamos por qué 
abordarlos desde los derechos humanos. Finalmente, la cuarta sección 
presenta los estudios que conforman la colección.

1.  ¿A qué nos referimos cuando hablamos  
de pobreza y desigualdad socioeconómica?
La pobreza y la desigualdad socioeconómica son fenómenos complejos 
y profundamente relacionados, aunque conceptualmente diferenciables. 
La aproximación tradicional a la pobreza la entiende y mide a partir del 
nivel de ingresos. Sin embargo, aunque la dimensión monetaria de la po-
breza es necesaria para entender el fenómeno, resulta insuficiente, pues 
“diferentes personas pueden tener muy diferentes oportunidades de con-
vertir el ingreso y otros bienes primarios en característica de la buena vida 



12 Renta básica feminista

y en el tipo de libertad valorada en la vida humana” (Sen, 2010). En los 
últimos años se ha introducido la noción de pobreza multidimensional, la 
cual permite dar cuenta de las múltiples desventajas que enfrentan quie-
nes viven en la pobreza (Red de Pobreza Multidimensional, 2021) y que 
impiden que puedan satisfacer sus necesidades humanas básicas.

La desigualdad, por su parte, es un concepto fundamentalmente re-
lacional, pues parte de la comparación de los niveles de acceso a la sa-
tisfacción de necesidades, así como a bienes y servicios, entre dos o más 
personas o grupos de personas. En Colombia, siguiendo la tendencia in-
ternacional, la desigualdad socioeconómica ha sido analizada a través de 
la desigualdad en el ingreso, la concentración de la riqueza y activos como 
la tierra, y se ha medido a través del coeficiente de Gini (DANE, 2019; 
Ibáñez y Muñoz, 2011; Bonet y Meisel, 2009). Estos estudios, aunque cla-
ves para entender la extensión y las dinámicas de la desigualdad socioeco-
nómica, suelen desconocer otras de sus dimensiones.

Esta colección entiende pobreza y desigualdad socioeconómica 
como fenómenos multidimensionales. Siguiendo al nobel de economía 
Amartya Sen, sostenemos que los estudios tanto de la pobreza (Sen, 
2010) como de la desigualdad socioeconómica deben ir más allá de la ca-
rencia de y de las disparidades en el ingreso, pues concentrarse solo en su 
dimensión monetaria omite las diferencias estructurales que puede haber 
por las características propias de cada individuo. Por ejemplo, no tiene 
sentido luchar por que dos personas tengan el mismo ingreso si una de 
ellas tiene una enfermedad que le representa un gasto superior.

Así, entendemos pobreza como la “privación de capacidades bási-
cas”, no solo como privación relativa de ingresos (Sen, 2000), y asumimos 
la desigualdad socioeconómica como las disparidades entre individuos (o 
grupos) en lo que respecta a las oportunidades de vida, la cobertura de 
las necesidades básicas, los mínimos recursos para acceder a bienes y ser-
vicios deseables y las capacidades y poder (Sen, 1997). Este concepto de 
desigualdad socioeconómica incluye disparidades de ingreso, consumo, 
riqueza, educación, salud, poder económico, entre otros (Sen, 1997). Se 
trata, entonces, de dos conceptos multidimensionales y diferenciables que 
parten de la ausencia de oportunidades o de acceso a unos mínimos de 
“capacidades” necesarios para el desarrollo de cada persona.

Con el fin de profundizar nuestros análisis sobre la desigualdad so-
cioeconómica, incluimos una perspectiva adicional, que es la diferencia 
entre la desigualdad vertical y la horizontal. Mientras que la vertical se 
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refiere a la desigualdad entre individuos u hogares (Steward et al., 2009), 
como la distribución de riqueza o ingresos, la horizontal consiste en dis-
paridades severas entre grupos culturalmente diferenciados (Stewart, 
2005). Aunque la mayoría de los estudios en esta colección analizan po-
breza y desigualdades verticales, en algunos casos exploran también la 
horizontal. Algunas de nuestras investigaciones incluyen, además, una 
perspectiva interseccional. Así, estos estudios exploran las profundas y 
complejas interrelaciones que existen entre la desigualdad económica y 
otras desigualdades sociales y culturales como las de género, etnia y raza, 
por ejemplo.

2.  ¿Por qué nos concentramos en  
pobreza y desigualdad socioeconómica?
La pobreza es identificada como un problema central de la agenda de la 
mayoría de los países alrededor del mundo. De hecho, el primero de los 
objetivos del desarrollo del milenio (ODM) es erradicar la pobreza extre-
ma y el hambre (PNUD, 2021). Esto no es menor, pues los ODM fueron 
acordados por los 192 miembros de Naciones Unidas y algunas organi-
zaciones internacionales, lo cual refleja la existencia de cierto consenso 
global en torno a la importancia de reducir la pobreza. Este consenso ha 
sido posible en virtud del reconocimiento de los efectos devastadores que 
esta tiene tanto para las personas que la padecen de manera directa, como 
para las sociedades y economías nacionales. La pobreza está asociada a 
una experiencia de profundo sufrimiento humano (Farmer, 1996) y a la 
imposibilidad de gozar de las libertades que permitan la realización de las 
personas (Sen, 2000). La pobreza, entonces, imposibilita la vida digna y 
el desarrollo de las capacidades humanas, lo cual justifica por qué es fun-
damental entenderla, enfrentarla y eliminarla.

En contraste con el consenso en torno a la erradicación de la pobre-
za, al menos la extrema, la desigualdad socioeconómica suele ser asumida 
en debates públicos como el resultado de decisiones individuales o de ca-
pacidades diferenciadas. Sin embargo, esta colección parte de la idea de 
que la desigualdad socioeconómica debe ser también enfrentada y reduci-
da, pues se trata de un fenómeno con impactos negativos en la economía, 
las sociedades e incluso en el sistema político. De hecho, la desigualdad 
económica es, junto con el cambio climático, uno de los grandes proble-
mas sociales de nuestra época (Wilkinson y Pickett, 2010).
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Primero, la desigualdad socioeconómica tiene un efecto negativo en 
el crecimiento económico. La relación entre desigualdad y crecimiento ha 
sido tema ampliamente analizado en la economía del desarrollo, con con-
clusiones divergentes. Mientras que la perspectiva clásica sostenía que la 
desigualdad era positiva para el crecimiento (Kaldor, 1955) y la neoclásica 
la consideraba irrelevante para producir o inhibir el crecimiento (Kuznets, 
1955), la perspectiva moderna resalta el efecto adverso de la desigualdad 
sobre el proceso de desarrollo (Barro, 1999). Múltiples estudios que ha-
cen parte de esta perspectiva moderna han desafiado los postulados de 
Kuznets que influenciaron de manera significativa el debate económico 
desde mediados del siglo XX. La curva de Kuznets sugería que la relación 
entre desigualdad y desarrollo podría ser descrita con una U inversa, pues 
a medida que los países se desarrollan se profundiza la desigualdad, pero 
una vez el desarrollo avanza la desigualdad se nivela. Acemoglu y Robin-
son (2002), por ejemplo, sostienen que esta curva no permite describir 
procesos de desarrollo más allá de Europa (como en el desastre autocrá-
tico de América Latina y el milagro asiático) y que, por el contrario, lo 
que realmente determina la relación entre desigualdad y desarrollo son 
factores políticos. Aunque los estudios que hacen parte de esta perspecti-
va moderna no coinciden con cuál es el mecanismo que explica el efecto 
negativo de la desigualdad en el crecimiento, sí han producido evidencia 
empírica que enfatiza dicho efecto negativo.3

Segundo, la desigualdad socioeconómica tiene profundos efectos 
en el bienestar común e individual. Por ejemplo, genera menos movili-
dad social (Krueger, 2012), lo cual puede crear frustración y problemas 
sociales posteriores. Además, de acuerdo con el análisis de Wilkinson y 
Pickett (2010), la desigualdad socioeconómica genera resultados que ha-
cen a los países socialmente disfuncionales. Por ejemplo, las sociedades 

	 3.	 Al respecto, Stiglitz identifica tres mecanismos: primero, las personas que 
se encuentran en la parte baja de la distribución de ingresos no pueden ex-
plotar todo su potencial producto de la falta de acceso a oportunidades, lo 
que no permite maximizar el desarrollo de su capital humano, lo cual afec-
ta el crecimiento económico futuro. Segundo, los Estados muy desiguales 
suelen invertir menos en bienes públicos que estimulan la productividad, 
tales como educación, infraestructura, transporte público o tecnología. 
Tercero, la desigualdad, junto a una política monetaria relajada y una re-
gulación débil, se convierten en burbujas en mercados las cuales resultan 
en recesiones (Stiglitz, 2016). Una revisión de los distintos mecanismos 
identificados en la literatura se puede encontrar en Galdor (2009).
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más desiguales tienen peores índices de salud y mayores tasas de deser-
ción escolar. Asimismo, la desigualdad socioeconómica debilita el capital 
humano, fomenta la desconfianza social, menoscaba la solidaridad entre 
los ciudadanos, aumenta los niveles de violencia y genera mayor encarce-
lamiento. Al comparar los niveles de bienestar entre los países más ricos 
(y entre los cincuenta estados de Estados Unidos), los autores encuentran 
que los países más desiguales tienen peores indicadores de bienestar so-
cial, por lo cual, el gran problema contemporáneo de nuestras sociedades 
(y economías) no sería asegurar el crecimiento económico, sino reducir 
las brechas materiales entre las personas. Contrario a la creencia de que 
una mayor igualdad beneficiaría solamente a las personas más pobres 
dentro de una sociedad, este estudio asegura que beneficiaría a toda la 
sociedad, por ejemplo, a través de menores índices de violencia y mayor 
confianza social.

Finalmente, la desigualdad socioeconómica puede afectar el Esta-
do de derecho y la estabilidad del régimen político. Análisis conceptua-
les han sugerido, por ejemplo, que la desigualdad es un obstáculo para la 
consolidación del Estado de derecho y que, incluso, puede erosionar su 
integridad. Esto debido a que la desigualdad tiende a crear la invisibilidad 
del sufrimiento de amplios sectores de la sociedad, mientras promueve 
la inmunidad de quienes son privilegiados frente a la ley, lo cual rompe 
los lazos sociales y afecta el cumplimiento de las normas (Vilhena, 2015). 
Otros autores resaltan que, en la medida en que el aumento de la des-
igualdad afecta negativamente el crecimiento económico (creando otros 
problemas económicos), genera riesgos para la democracia. Estos riesgos 
estarían relacionados tanto con el descontento social como con la descon-
fianza en un sistema democrático que no refleja el interés general, sino el 
interés de una élite económica con suficiente poder para manipular la ley 
a su favor (Stiglitz, 2012).

3.  Desigualdad socioeconómica, 
pobreza y derechos humanos
Si la desigualdad socioeconómica tiene efectos tan problemáticos como 
los descritos, ¿cómo enfrentarla y reducirla? Hasta ahora, las aproxima-
ciones de política pública prevalecientes en Colombia y otros países han 
tendido a asumir la desigualdad como un asunto macroeconómico cu-
yas implicaciones sociales y políticas tienden a ser minimizadas. Así, las 
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conexiones entre desigualdad y derechos humanos se pierden del debate 
público y de los abordajes de política pública.

A pesar del escepticismo de algunos autores frente a las potencialida-
des del discurso y los mecanismos de derechos humanos para enfrentar la 
desigualdad económica (Moyn, 2018; Hopgood, 2014), los vínculos teó-
ricos y empíricos entre los derechos humanos y la desigualdad son inne-
gables. Aunque la desigualdad socioeconómica no implica una violación 
directa de los derechos humanos, sí reduce los niveles de satisfacción de 
los derechos (Uprimny y Chaparro, 2019). Por ejemplo, países desarro-
llados pero desiguales como Portugal, Estados Unidos o el Reino Unido 
tienen peores resultados en la garantía de derechos que países desarrolla-
dos como Japón, Suecia o Noruega (Wilkinson y Pickett, 2010).  Esto se 
manifiesta en mayores problemas en salud y deficiencias educativas que 
constituyen afectaciones a derechos económicos, sociales y culturales 
(DESC). Igualmente, en la medida en que crea mayores niveles de vio-
lencia, reducción de la expectativa de vida y mayores tasas de encarcela-
miento, genera violaciones de derechos civiles y políticos como la vida, la 
libertad y la dignidad humana.

La concentración de ingresos y riqueza afecta las posibilidades de 
que los Estados cuenten con sistemas de tributación robustos que permi-
tan desarrollar las condiciones institucionales para la garantía de los dere-
chos humanos. Los ricos pueden manipular los sistemas legales a su favor 
y afectar la necesaria progresividad tributaria (Piketty, 2014), fundamen-
tal para la garantía de derechos, lo cual refleja problemas tanto de justicia 
distributiva como de justicia procedimental. Una extrema concentración 
de recursos es tan mala para la garantía de los DESC, como una extrema 
concentración de poder es dañina para el ejercicio de los derechos civiles 
y políticos, y peor aún si la concentración de recursos y de poder se re-
fuerzan mutuamente (Uprimny y Chaparro, 2019). Además, como señala 
Philip Alston (2015), hay límites al grado de desigualdad que puede ser 
reconciliado con las nociones de dignidad, igualdad y compromiso con 
los derechos humanos para todas las personas, por lo cual la desigualdad, 
además de ser un asunto económico, es un tema central de tales derechos. 
De acuerdo con esta perspectiva, además de dar voz a quienes padecen 
de manera directa la desigualdad y servir de herramienta de exigibilidad 
a los movimientos sociales comprometidos con la lucha contra esta y por 
la justicia social, los derechos humanos pueden desarrollar herramientas 
para repensar los problemas de desigualdad del país.
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En el caso de la pobreza, las conexiones con los derechos humanos 
son aún más evidentes. Desde el punto de vista conceptual, la pobreza ha 
sido reconocida como causa y consecuencia de violaciones de los dere-
chos humanos, así como una condición que conduce a nuevas violaciones 
(OACNUDH, 2012). La pobreza vulnera el derecho a la vida digna y, a 
la vez, se convierte en un obstáculo para la realización efectiva de otros 
derechos, con lo cual profundiza la injusticia social. De allí la importancia 
de pensarla desde los derechos humanos y en clave de identificar mecanis-
mos destinados a erradicarla y, por esa vía, avanzar en la garantía efectiva 
de derechos.

4.  El contenido de la colección
Esta colección está compuesta por una serie de estudios que abordan tres 
preguntas fundamentales: ¿cómo experimentan diversas comunidades la 
pobreza y la desigualdad socioeconómica en Colombia?, ¿cuáles son los 
efectos de la pobreza y la desigualdad socioeconómica en el goce efectivo 
de derechos por parte de dichas comunidades? y ¿qué pueden hacer los de-
rechos humanos para enfrentar y reducir la desigualdad socioeconómica?

Aunque estas son las preguntas orientadoras generales de los estu-
dios, cada texto aborda preguntas específicas que concretan nuestra apro-
ximación conceptual. Algunas de estas aproximaciones son de carácter 
empírico y localizado. Por ejemplo, ¿cómo se ven reflejadas las diferencias 
de ingreso en la calidad del aire que respiran los habitantes de Bogotá?, 
¿cómo la desigualdad alimentaria afecta los derechos de los niños y las 
niñas de La Guajira?, o ¿existe desigualdad hídrica en sí misma o solo en 
contextos específicos de escasez? Otras preguntas son normativas. Por 
ejemplo, ¿debería haber un derecho fundamental de acceso a internet o 
a un servicio público esencial, incluso si son las dos caras de una misma 
moneda?, o ¿cómo y por qué implementar una renta básica feminista?

A partir del análisis de dichas preguntas, esta colección pretende 
ofrecer un marco de derechos humanos para atender el llamado urgen-
te de la pobreza y la desigualdad socioeconómica en Colombia. A la vez, 
nuestra aproximación reconoce que se requieren transformaciones en los 
mecanismos y las prácticas de los derechos humanos para lograr políti-
cas públicas que resulten apropiadas para enfrentar estos fenómenos. Al 
respecto, algunos estudios enfatizan la importancia del principio de no 
discriminación y la obligación de cumplir con el estándar del máximo 
de los recursos disponibles, siguiendo la propuesta de Saíz y Oré Aguilar 
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(2016), mientras que otros formulan propuestas de política que incor-
poren indicadores de derechos humanos para que el seguimiento de las 
políticas permita poner la garantía efectiva de derechos en el centro del 
debate.

Usando metodologías principalmente cualitativas, estos estudios 
aportan nueva evidencia empírica al debate sobre la pobreza y la desigual-
dad socioeconómica en el país. Esto nos permite explorar y caracterizar 
otras dimensiones como la desigualdad en el acceso a servicios como la 
educación, y la satisfacción de necesidades básicas como la alimentación. 
Además, los estudios de esta colección hacen una apuesta por entender 
y profundizar la relación entre derechos humanos y desigualdad, ampli-
ando y profundizando la literatura nacional en la materia.

Agradecimientos de las editoras
Desde finales del año 2019 empezamos a discutir en Dejusticia la im-
portancia de trabajar un eje transversal temático asociado a la desigual-
dad socioeconómica en Colombia. Desde entonces, toda la comunidad 
de Dejusticia ha respondido con entusiasmo y dedicación, así como con 
aportes cruciales bajo diversas modalidades para poder concretar la idea 
de esta colección de Derechos Humanos por la Igualdad Socioeconómica 
que hoy presentamos.

Fueron fundamentales los aportes de muchos de nuestros aliados y 
aliadas en las investigaciones de campo, los comentarios de todo el equi-
po de investigación de Dejusticia en los diferentes seminarios y cursos de 
discusión de los textos que componen la serie, así como el engranaje del 
equipo institucional. En especial, queremos agradecer a Diana León, Va-
lentina Rozo y Alejandro Rodríguez, quienes nos brindaron su asesoría 
económica en diferentes momentos de avance de estas ideas; a Claudia 
Luque y al equipo editorial, encargados de la edición detallada de la colec-
ción y a The Ford Foundation, a The Foundation to Promote Open Society y al 
Tang Prize, con cuyo apoyo y fortalecimiento hemos logrado materializar 
la serie que hoy presentamos.

Referencias
Acemoglu, D. y Robinson, J. A. (2002). The political economy of the Kuznets cur-

ve. Review of Development Economics, 6(2), 183-203. https://doi.
org/10.1111/1467-9361.00149



19 Documentos Dejusticia 78

Alston, P. (2015). Extreme inequality as the antithesis of human rights. OpenGLo-
balRights debate: “Economic Inequality: can human rights make a 
difference?”. https://www.opendemocracy.net/openglobalrights/
philip-alston/extreme-inequality-as-antithesis-of-human-rights

Barro, R. (1999). Inequality, growth and investment. Working Paper 7038. National 
Bureau of Economic Research. https://www.nber.org/system/fi-
les/working_papers/w7038/w7038.pdf

Bonet, J. y Meisel, A. (2009). Regional economic disparities in Colombia. Investiga-
ciones Regionales, 14, 61-80.

Busso, M. y Messina, J. (Eds.) (2020). La crisis de la desigualdad: América Latina 
y el Caribe en la encrucijada. Monografía del Banco Interameri-
cano de Desarrollo. https://publications.iadb.org/publications/
spanish/document/La-crisis-de-la-desigualdad-America-Latina-
y-el-Caribe-en-la-encrucijada.pdf

Caracol Radio (2021). La vida en ‘Puerto Resistencia’: la primera línea y más. 
https://caracol.com.co/programa/2021/05/13/hoy_por_
hoy/1620934065_538710.html

Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) (2019). Panorama 
social de América Latina. Cepal. https://www.cepal.org/es/publi-
caciones/ps

Corak, M. (2013). Income inequality, equality of opportunity, and intergenerational 
mobility. Journal of Economic Perspectives, 27(3), 79-102. https://
doi.org/10.1257/jep.27.3.79

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) (2019). Pobreza 
monetaria y multidimensional. https://www.dane.gov.co/files/
investigaciones/condiciones_vida/pobreza/2018/pres_pobre-
za_2018.pdf

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) (2021) Pobreza 
monetaria y multidimensional. https://www.dane.gov.co/files/
investigaciones/condiciones_vida/pobreza/2020/Presentacion-
pobreza-monetaria_2020.pdf

Defensoría del Pueblo (2021.) Defensoría del Pueblo entrega a la CIDH balance so-
bre la situación de derechos humanos en el marco de la protesta. 
https://www.defensoria.gov.co/es/nube/comunicados/10172/
Defensor%C3%ADa-del-Pueblo-entrega-a-la-CIDH-balance-so-
bre-la-situación-de-derechos-humanos-en-el-marco-de-la-protes-
ta-CIDH-Defensor%C3%ADa.htm



20 Renta básica feminista

Farmer, P. (1996). On suffering and structural violence: A view from below. Daeda-
lus, 125(1), 261-283. http://www.jstor.org/stable/20027362

Galor, O. (2009). Inequality and Economic Development: An Overview. Brown Uni-
versity. https://econpapers.repec.org/paper/broeconwp/2009-3.
htm

Hopgood, S. (2014). Challenges to the global human rights regime: Are human 
rights still an effective language for social change? (march 20). 
Sur–International Journal on Human Rights, 11 (20). https://ssrn.
com/abstract=2550279

Ibáñez, A. M. y Muñoz, J. C. (2011). La persistencia de la concentración de la tierra en 
Colombia: ¿Qué pasó entre 2000 y 2010? Uniandes. https://reposi-
torio.uniandes.edu.co/handle/1992/8812

Jenkins, S. y Philippe, V. K. (2009). The measurement of economic inequality. En 
The Oxford Handbook of Economic Inequality (pp. 40-70). Oxford 
University Press.

Kaldor, N. (1955). Alternative theories of distribution. The Review of Economic Stu-
dies, 23(2), 83-100.

Krueger, A. (2012). The Rise and Consequences of Inequality in the United States. 
Alan B. Krueger, Council of Economic Advisors. https://pages.
wustl.edu/files/pages/imce/fazz/ad_10_1_krueger.pdf

Kuznets, S. (1955). Economic growth and income inequality. The American Economic 
Review, 45(1), 1-28.

Millett, G. A., Jones, A. T., Benkeser, D., Baral, S., Mercer, L., Beyrer, C… Sullivan, 
P. S. (2020). Assessing differential impacts of COVID-19 on black 
communities. Annals of Epidemiology, 47, 37-44. https://doi.
org/10.1016/j.annepidem.2020.05.003

Monitor Fiscal (2017). Tackling inequality. Fondo Monetario Internacional.

Moyn, S. (2018). Not Enough: Human Rights in an Unequal World. The Belknap Press 
of Harvard University Press.

Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(OACNUDH) (2012). Principios rectores sobre la extrema po-
breza y los derechos humanos, aprobados por el Consejo de De-
rechos Humanos por consenso el 27 de septiembre de 2012, en la 
Resolución 21/11. https://www.ohchr.org/Documents/Publica-
tions/OHCHR_ExtremePovertyandHumanRights_SP.pdf

Ostry, J. y Berg, A. (2011). Inequality and Unsustainable Growth: Two Sides of the 
Same Coin? Fondo Monetario Internacional



21 Documentos Dejusticia 78

Piketty, T. (2014). Capital in The Twenty-First Century. The Belknap Press of Harvard 
University Press. Translated by Arthur Goldhammer

Piketty, T. (2020). Capital and Ideology (Translated by Arthur Goldhammer). Har-
vard University Press.

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) (2021). Objetivos de 
Desarrollo del Milenio. https://www1.undp.org/content/undp/
es/home/sdgoverview/mdg_goals.html

Red de Pobreza Multidimensional (2021). ¿Qué es pobreza multidimensional? 
https://mppn.org/es/pobreza-multidimensional/que-es-el-ipm/

Rodríguez Garavito, C. (Ed.) (2016). Law and Society in Latin America: A New Map. 
Routledge.

Saíz, I. y Ore Aguilar, G. (2016). Tackling inequality as injustice: Four challenges for 
the human rights agenda. OpenGLobalRights debate: “Economic 
Inequality: can human rights make a difference?”

Salverda, W., Nolan, B. y Smeeding, T. M. (Eds.) (2009). The Oxford Handbook of 
Economic Inequality. Oxford University Press.

Sen, A. (1997). From income inequality to economic inequality. Southern Economic 
Journal, 64(2), 383. https://doi.org/10.2307/1060857

Sen, A. (2000). Development as Freedom. Anchor books.

Sen, A. (2004). Inequality Reexamined. Oxford University Press.

Sen, A. (2010). The Idea of Justice. Penguin Books Ltd.

Sen, A. y Foster, J. E. (1997). On Economic Inequality. Clarendon Press y Oxford Uni-
versity Press.

Stewart, F. (2005). Horizontal inequalities: A neglected dimension of develop-
ment. En UNU-WIDER, A. B. Atkinson, K. Basu, J. N. Bhagwa-
ti, D. C. … J. G. Williamson, Wider Perspectives on Global Deve-
lopment (pp. 101-135). Palgrave Macmillan UK. https://doi.
org/10.1057/9780230501850_5

Steward, F., Brown, G. y Cobham, A. (2009). The Implications of Horizontal and Verti-
cal Inequalities for Tax and Expenditure Policies. Crise: Center for Re-
search on Inequality, Human Security and Ethnicity. https://assets.
publishing.service.gov.uk/media/57a08b7ae5274a31e0000ba0/
wp65.pdf

Stiglitz, J. E. (2012). The Price of Inequality: How Today’s Divided Society Endangers our 
Future. W.W. Norton & Co.

Stiglitz, J. E. (2016). Inequality and economic growth. https://doi.org/10.7916/D8-
GJPW-1V31



22 Renta básica feminista

Uniandes (2020a). Covid-19: sus efectos de pobreza y desigualdad en Colombia. 
https://uniandes.edu.co/es/noticias/desarrollo-regional/co-
vid19-sus-efectos-de-pobreza-y-desigualdad-en-colombia

Uniandes (2020b). Efectos en pobreza y desigualdad del Covid-19 en Colombia: 
un retroceso de dos décadas. Nota macroeconómica 20. https://re-
positorio.uniandes.edu.co/flexpaper/handle/1992/41160/nota-
macroeconomica-20.pdf?sequence=1&isAllowed=y#page=1

Uprimny, R. y Hernández, S. C. (2019). Inequality, human rights, and social rights: 
Tensions and complementarities. Humanity: An International Jour-
nal of Human Rights, Humanitarianism, and Development 10(3), 
376-394. doi:10.1353/hum.2019.0028.

Vilhena, O. (2015). Inequality and the subversion of the rule of law. En Law and So-
ciety in Latin America. A New Map (pp. 23-42). Routledge.

Wilkinson, R. G. y Pickett, K. (2010). The Spirit Level: Why Greater Equality Makes 
Societies Stronger. Bloomsbury Press.

World Economic Forum (2020). COVID-19 is Increasing Multiple Kinds of Inequality. 
Here’s What we Can do About it. World Economic Forum.



23 Documentos Dejusticia 78

AGRADECIMIENTOS DE LOS AUTORES
La investigación contenida en este libro contó con la ayuda invaluable 
del equipo de Dejusticia. En particular de Vivian Newman, Diana Esther 
Guzmán, Rodrigo Uprimny y Diana Guarnizo, su directora, subdirecto-
ra e investigadores, quienes nos prestaron su enorme apoyo intelectual. 
También les agradecemos profundamente a William Morales, Andrés 
Castañeda, Luis Daza, Jazmín Mejía, Elvia Sáenz, Claudia Luque, Adyluz 
Ruiz, Sandra Forero, Lucía Albarracín y Alexander Rojas, quienes nos 
ayudaron en la parte logística y administrativa.

Adicionalmente, fueron muchas las personas que participaron en la 
discusión y el análisis de los capítulos de este documento. Agradecemos a 
nuestras amigas, amigos y colegas en Dejusticia, especialmente a Santiago 
Carvajal, Paula Angarita, Isabel Pereira, Natalia Daza, César Valderrama, 
Daniel Ospina, Cristina Annear, Victor Práxedes, Mauricio Albarracín, 
Ana Malagón y Aaron Acosta por sus comentarios, ideas y sugerencias 
a los textos. Finalmente, extendemos este agradecimiento a Camilo Sán-
chez, profesor de la Universidad de Virginia e investigador asociado de 
Dejusticia, por su invitación a escribir un primer borrador de este docu-
mento. 





25 Documentos Dejusticia 78

INTRODUCCIÓN1

Duré meses tratando de conseguir trabajo y no, nada, no me daban 
trabajo en ningún lado. Después de buscar mucho, estuve trabajando en 
un taller de motos, vendiendo repuestos y como vendedora de mostra-
dor. Tuve una mala experiencia con mi jefe, porque mi jefe era un señor 
de esos a los que les gusta aprovecharse de las empleadas. Entonces me 
salí de ahí. De ahí salí a trabajar en una casa de familia y duré como 
seis meses trabajando en esa casa de familia. Duré mucho tiempo sin 
trabajar, trabajaba de a ratos, como mesera… lo que me saliera. 

Así explica Flor Angélica, una mujer de 22 años, las complicaciones de 
transitar el mundo laboral: escasez, falta de oportunidades, jefes violen-
tos. Hace algún tiempo, después de terminar el colegio, se graduó de un 
programa técnico en Neiva, la ciudad en la que ha vivido siempre, en la 
que conoció a su esposo y en la que tuvo a su hijo en mayo de 2020, dos 
meses después de que el virus Sars-CoV-2, causante de la enfermedad que 
después conoceríamos como Covid-19, llegara a Colombia. 

Tener un ingreso, en los últimos años, se ha convertido en una nece-
sidad más urgente que nunca. Necesita dinero para poder cuidar de su hijo 

	 1.	 Los relatos que se presentan al comienzo de esta introducción están ba-
sados en el trabajo de reportería realizado por Mariana Escobar y Mar-
cela Madrid para el especial “Cuidadoras Excluidas”. En este especial 
contamos la historia de varias mujeres, algunas trabajadoras domésticas 
y otras migrantes, cuya vida cotidiana sufrió un gran golpe debido a la 
pandemia. Además, exponemos los argumentos de la acción de tutela que 
presentamos en 2020 para que estas mujeres pudieran acceder a los 
alivios económicos que ofrece el gobierno. Para consultar el especial, los 
relatos completos de estas mujeres, y de muchas otras, y la acción de 
tutela, se puede visitar la página web de Dejusticia o acceder al siguiente 
enlace: https://www.dejusticia.org/especiales/cuidadoras-excluidas/ 

https://www.dejusticia.org/especiales/cuidadoras-excluidas/
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recién nacido como ella quisiera, pero precisamente por la necesidad y el 
deseo de cuidarlo, de estar ahí para él, no puede trabajar. En un país donde 
no hay ingreso sin trabajo y este, a su vez, es precario y escaso, personas 
como Flor Angélica tienen pocos caminos para vivir dignamente. Depen-
den, casi siempre, de sus familiares o de redes de solidaridad, a veces fuer-
tes y abundantes, a veces débiles y fracturadas. 

El trabajo ha estado súper escaso acá en Neiva. A mi esposo le salen 
trabajos a veces, pero no le pagan bien. Yo no puedo trabajar porque es-
toy cuidando a mi bebé. Con lo que él puede hacer, algunos días, es con 
lo que compramos algo de comida. Nosotros pagamos arriendo, aparte 
de eso yo tengo a mi mamá que ya es una señora de edad y tengo a mi 
abuela que también es una señora de edad. Mi abuela tiene cáncer en la 
piel y a ella toca estarla cuidando con el tema de vitaminas y eso porque 
no las da el seguro social. 

***

Haileen es una mujer que hace casi cuatro años migró desde Venezuela 
hacia Colombia con su esposo y una hija muy pequeña. En el ir y venir de 
la migración ha crecido su hija y también nació su segundo hijo, que ahora 
tiene un poco más de un año. Hoy ella, su esposo y sus dos hijos, duermen 
en una de las varias habitaciones que han ocupado desde que llegaron a 
Colombia. Esa habitación de ladrillo es el lugar de refugio, pero también 
de ahogo, de Haileen; es donde está su familia y lo poco que pudo traer de 
Venezuela, pero también donde las paredes parecen hacerse cada vez más 
chicas y quitarle la vida y la energía. Allí gasta casi todo su tiempo, en ese 
lugar poblado por una colchoneta, donde duerme su hija, y una cama aje-
na que comparte con su esposo y su hijo. “Ahorita el bebé duerme con no-
sotros porque no tenemos para comprarle una cuna o algo para dormir”. 

Incluso desde antes de migrar, la estrechez económica y la pobreza 
han marcado su vida y la de su familia. El retraso en el pago del arriendo 
y el constante nudo en el estómago por tener que buscar dónde dormir 
la han perseguido hasta Bogotá, la ciudad donde vive ahora y en la que, 
también, ha tenido que atravesar el rito del éxodo: Haileen no solo ha te-
nido que migrar forzosamente entre países, sino también entre techos. La 
imposibilidad práctica de pagar un arriendo ha hecho que los dueños de 
las habitaciones donde ha vivido con su esposo y sus hijos los desalojen 
más de una vez. 
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En este momento nos hemos visto bastante complicados con el pago de 
los servicios y el arriendo. De hecho, debemos casi 900.000 de servicios 
y los dueños de la casa nos pidieron el desalojo de la casa para finales 
de este mes. No tenemos a dónde irnos ni mucho menos la estabilidad 
económica para empezar en otro lado. 

Para describir su situación, Haileen dice: “honestamente, estamos en un 
limbo, estamos en el aire”. Ese aire, esa falta de piso material, se acentúa no 
solo por esa migración infinita que parece definir su vida, sino también, y 
sobre todo, por la falta de ayudas del Estado a mujeres como ella. A octu-
bre del año pasado, Heileen y su familia solo habían recibido una ayuda 
alimentaria por parte de la Alcaldía. Fue de las pocas veces que vieron al 
Estado hacer algo, por mínimo que fuese, a su favor. 

Cuidar y ser cuidada se ha convertido en el mayor reto para Haileen. 
Todo el día está intentando conseguir, junto a su marido, un sustento que 
les haga llegar al otro día, una ayuda económica de alguno de sus vecinos, 
un plazo para pagar los servicios o las fuerzas para poder cuidar de sus 
hijos. 

Gracias a Dios tenemos pañales y toallitas que personas cercanas nos 
han regalado. Nos han dado ropita usada para los niños, pañales y toa-
llitas. Unos vecinos nos dan ropa de recién nacido usada y eso es lo que 
le estoy colocando a mi bebé. Que yo te diga que hemos podido nosotros 
comprarle algo a mi bebé, no, nada.

***

Con la pandemia, la situación de Haileen y Flor Angélica empeoró. Sin 
embargo, eso no quiere decir que quieran retornar a lo vivido antes. En el 
antes también había pobreza, falta de trabajo, desilusión y destierro. Había 
cuidados que brindar y pocas manos y recursos para hacerlo. Había ausen-
cia de posibilidades y de porvenires justos. La crisis que aqueja a Haileen 
y Flor Angélica no llegó con la pandemia, es una crisis que ya existía en su 
vida cotidiana y que responde a un sistema económico injusto, a ciclos de 
violencias y a un Estado que no responde con suficiencia ante sus urgen-
cias vitales. 

El antes y el ahora de Flor Angélica y Haileen es el de millones de 
personas que engrosan las cifras de pobreza en Colombia. La realidad es 
que no solo los más ricos acaparan la mayor cantidad de dinero, sino que 
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los más pobres ni siquiera cuentan con un ingreso mínimo para suplir sus 
necesidades. Para 2019, el 35,7 % de la población colombiana se encon-
traba en situación de pobreza, con un ingreso mensual promedio por per-
sona de 190.951 pesos; el siguiente 32 %, la población vulnerable, tenía 
un ingreso de 434.834 pesos; la clase media, el siguiente 30,1 %, tenía un 
ingreso disponible de 1’178.958 pesos, y el último 2,2 %, la clase alta, tenía 
un ingreso promedio de 5’455.010 pesos. Para 2020, después de los estra-
gos que dejó la pandemia de covid-19, la situación empeoró. Tanto así que 
el 42,5 % de la población del país no tenía lo suficiente para suplir la canas-
ta básica de bienes alimentarios y no alimentarios. Estos números van en 
la misma línea de un estudio de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) de 2017, según el cual un colombiano 
pobre necesitaba de 11 generaciones para llegar al ingreso medio de la 
sociedad.

Las anteriores cifras, que ya muestran un panorama alarmante y de-
solador, no terminan ahí. La desigualdad socioeconómica y la pobreza 
colombiana, que afectan a una gran mayoría, también tiene impactos dife-
renciados que golpean aún con más fuerza a grupos vulnerables como las 
mujeres pobres. Solo por mostrar algunos datos, en el año 2019, mientras 
que 7 de cada 10 hombres hacían parte del mercado laboral, solo 4 de cada 
10 mujeres de los ingresos más bajos participaban en este. Con la llegada 
de la crisis de la pandemia y las medidas de cuarentena obligatoria, 2020 
se convirtió para muchas mujeres pobres en un escenario de superviven-
cia al hambre, sin ingresos, sin ahorros, con varias personas a su cargo y, 
además, en contextos de violencia creciente. Por ejemplo, durante dichas 
cuarentenas, en Bogotá, la Secretaría Distrital de la Mujer reportó que, 
durante el primer periodo de aislamiento, las denuncias de violencia de 
género aumentaron en un 200 %. Así mismo, con respecto al desempleo, 
en 2020 se registró la tasa más alta de desempleo de los últimos años, con 
un total de 15,9 %: para las mujeres aumentó del 13,6 al 20,7 % (7,1 p.p.) 
entre 2019 y 2020, mientras que para los hombres el cambio fue del 8,2 a 
12,8 % (4,6 p.p.). La crisis laboral y la sobrecarga de cuidado se tornó aún 
más grave para las mujeres solteras jefes de hogar que hay en el país, que 
según cifras el censo de Población y Familia del DANE, constituyen el 
86 % de los hogares nucleares monoparentales (que son un 19 % de los ho-
gares del país) (DANE, 2020a, p. 14). Así mismo, este censo muestra que 
existe una mayor participación de la jefatura femenina en hogares exten-
sos monoparentales y en los hogares compuestos monoparentales (p. 14).
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Este contexto ha servido de escenario para el resurgimiento del de-
bate sobre la necesidad de contar con una renta básica. Es decir, de contar 
con una transferencia monetaria, periódica y no condicional para toda la 
población (en el caso de la renta básica universal) o para un segmento 
priorizado (en el caso de un ingreso mínimo garantizado). Como lo ex-
plicamos en este texto, las propuestas de renta básica, sin embargo, pocas 
veces han estado acompañadas de una reflexión y crítica feministas, que 
permita ver su potencia y sus límites para proteger a las mujeres. Por esa 
razón, es crucial tener en cuenta los aportes y las enseñanzas feministas 
para pensar en una política social que ponga en el centro de la discusión 
las desigualdades que sufren las mujeres, así como la necesidad de guiar 
cualquier intervención bajo los imperativos del cuidado y el sostenimien-
to de la vida. 

Los feminismos, como apuestas epistemológicas y metodológicas, 
nos ayudan a ver que la renta básica debe ir más allá de un estipendio ín-
fimo y, por el contrario, debe ser suficiente y digna; debe ser sensible a 
la división sexual del trabajo y crítica del sistema económico que premia 
unas actividades y desaira otras; debe evitar enfoques familistas que solo 
tengan en cuenta a las mujeres en cuanto son madres o cuidadoras; y debe 
tener vocación de permanencia y no agotarse en los momentos que enten-
demos como crisis. 

Una renta básica con corazón feminista pasó de ser una proclama 
utópica, una discusión de nicho, a convertirse en uno de los clamores más 
recurrentes para paliar las desigualdades acentuadas por la crisis de la pan-
demia. En este libro tenemos tres propósitos: primero, mostrar cómo an-
tes y durante la pandemia de covid-19, la pobreza, la falta de empleo y la 
sobrecarga de cuidados han afectado a una gran mayoría de la población 
y, de forma aún más grave, a las mujeres. Segundo, queremos plantear la 
renta básica feminista como una medida adecuada para mejorar la vida 
cotidiana de los ciudadanos y las ciudadanas más vulnerables. Tercero, 
desarrollamos una propuesta para el corto plazo, a partir de la cual podría 
construirse, en el mediano y largo plazo, una renta básica que se tome en 
serio los postulados feministas. La propuesta que desarrollamos es una 
manera de mediar entre lo ideal y lo posible, entre lo que quisiéramos ver 
reflejado en las acciones del Estado y lo que realmente permite la situa-
ción actual de ese Estado. Con esto nos gustaría, también, sugerir una re-
flexión sobre las contradicciones inherentes a pensar políticas feministas 
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transformadoras, radicales y accionables en un contexto precario, de Esta-
dos inmersos en escenarios de gobernanza neoliberal. 

En el capítulo 1 mostramos, desde un enfoque cuantitativo, las bre-
chas socioeconómicas entre hombres y mujeres, las cuales ya venían de 
tiempo atrás y se acentuaron. Nos concentramos en mostrar las brechas 
relativas al trabajo de cuidado no remunerado, la feminización de la po-
breza, y la intersección entre desigualdades de género y desigualdad so-
cioeconómica en el mercado laboral colombiano. En el capítulo 2 intro-
ducimos las líneas teóricas que sustentan las propuestas de renta básica 
feminista, así como la relevancia que tiene en contextos de crisis como 
el actual. Alimentamos esta discusión con las perspectivas, críticas y las 
reflexiones del feminismo, y proponemos algunas vías para entender la 
renta básica desde un enfoque feminista. En el capítulo 3 ofrecemos dos 
propuestas de esquemas de renta básica para Colombia. Estas propuestas 
buscan dar herramientas a la población para salir de la pobreza y para par-
ticipar en el mercado laboral, en particular a las mujeres que están en la 
situación económica más desventajosa. Así mismo, señalamos que estas 
propuestas deben estar acompañadas de políticas complementarias que 
mejoren el recaudo tributario y contribuyan a reducir las brechas econó-
micas y sociales de las mujeres. En este capítulo, así como en la conclu-
sión, brindamos una breve discusión sobre la necesidad de una renta bási-
ca que esté guiada por los postulados del feminismo, así como los retos y 
las barreras que pueden existir en su implementación práctica.
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CAPÍTULO 1

EL PANORAMA SOCIOECONÓMICO DE LAS 
MUJERES EN COLOMBIA: UNA MIRADA 
A LAS BRECHAS DE GÉNERO
Tras vivir y seguir viviendo la crisis colectiva desatada por una pandemia, 
sabemos que sus terribles consecuencias no nacieron con ella, sino que 
vienen de atrás, de crisis previas, habituales, durables y persistentes. En 
el caso de las desigualdades socioeconómicas que aquejan a las mujeres, 
esto es claro: antes de la llegada de la pandemia de covid-19, las mujeres ya 
se encontraban en una situación de vulnerabilidad material evidente. En 
comparación con los hombres, las mujeres tenían altas cargas de trabajo 
de cuidado no remunerado, estaban sobrerrepresentadas en empleos pre-
carizados, tenían mayores tasas de desempleo y recibían menores ingresos 
laborales cuando tenían un empleo. La llegada de la pandemia reforzó estas 
desigualdades y representó un choque más profundo en los niveles de vida 
de las mujeres, en especial de aquellas que perdieron su sustento vital. 

En este primer capítulo nos preocupamos por esas desigualdades 
que ya venían de antes, pero se intensificaron y desbordaron con los gol-
pes socioeconómicos de la pandemia. En primer lugar, nos ocupamos de 
hacer un análisis sobre las brechas relativas al trabajo de cuidado no re-
munerado (TDCNR) que realizan, en su mayoría, las mujeres. Fijarnos 
en este tipo de trabajo es resaltar su importancia en la construcción de la 
vida diaria, así como los efectos adversos de su falta de reconocimiento y 
redistribución por parte del Estado, las comunidades y los miembros del 
hogar. En este punto, hacemos especial énfasis en el cuidado de la primera 
infancia que está principalmente a cargo de las mujeres. En segundo lugar, 
acercamos la mirada a la forma en que las mujeres sufren, de manera parti-
cular, el empobrecimiento. Bajo el entendimiento de que tanto las causas 
como las consecuencias de la pobreza están feminizadas, mostramos algu-
nos datos que dejan ver que las mujeres, en especial aquellas que tienen 
altas cargas de TDCNR o son jefas de hogar, son más propensas a caer y 
permanecer en situaciones de pobreza o vulnerabilidad socioeconómica. 
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Sumado a esto, enfatizamos en la precarización de los trabajos feminiza-
dos –como los sectores de servicios, cuidados y trabajo doméstico–, un 
fenómeno que se ha hecho aún más dramático en los últimos años. 

En tercer lugar, nos preocupamos por la intersección entre desigual-
dades de género (desigualdad horizontal1) y desigualdad socioeconómica 
(desigualdad vertical2) en el mercado laboral colombiano, y, así mismo, 
analizamos los impactos derivados de la crisis de covid-19 en estas bre-
chas. En la literatura se han estudiado las brechas entre hombres y muje-
res, al igual que la desigualdad socioeconómica de Colombia. Sin embar-
go, este es uno de los primeros documentos en observar la desigualdad 
horizontal en conjunto con la vertical, y en trazar la variación de las bre-
chas de género en cada nivel socioeconómico. 

El análisis de los datos que presentamos en este capítulo evidencia 
que, si bien la desigualdad de género es prevalente en todos los niveles de 
ingreso, esta es mucho peor en los sectores con ingresos bajos. Las mu-
jeres pobres no solo participan menos que sus pares hombres en el mer-
cado laboral, sino que las brechas de género son mucho más amplias en 
ingresos bajos que en altos. Como veremos, una de las razones que puede 
explicar la baja participación de las mujeres en el mercado laboral es la 
gran sobrecarga de TDCNR que deben ejercer en el ámbito doméstico, 
familiar o comunitario. Además, las mujeres que participan en el mercado 
laboral (es decir, aquellas que están en edad de trabajar y que son activas 
en este mercado ya sea al trabajar o al estar buscando empleo) tienen una 
alta tasa de desempleo o, en caso de estar ocupadas en trabajos remunera-
dos, ganan mucho menos que los hombres, especialmente en los niveles 
de menores ingresos. Todas estas desventajas en materia laboral devienen 
en menor capacidad de generar ingresos propios y en menores oportuni-
dades para las mujeres de superar la pobreza (Cepal, 2016, pp. 40-43) y 
poder alcanzar así el goce efectivo y digno de sus derechos. 

	 1.	 La desigualdad horizontal observa las diferencias en dimensiones eco-
nómicas, sociales o políticas entre grupos definidos culturalmente como 
son la religión, el grupo étnico, el género, la orientación sexual, entre otros 
(Puyana Mutis, 2018, p. 48). 

	 2.	 La desigualdad vertical observa las diferencias entre personas u hogares 
en el acceso a recursos tangibles o intangibles que están relacionados 
con aspectos socioeconómicos, como el ingreso, la educación, la salud, 
entre otros, sin tener en cuenta el lugar donde viven o el grupo social al 
que pertenecen (OEA, s. f., p. 37).
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Para lograr mitigar la pobreza, reconocer y redistribuir los trabajos 
de cuidado y alcanzar una inclusión social efectiva, son necesarias polí-
ticas públicas que contemplen, de manera conjunta, un enfoque socioe-
conómico y un enfoque de género. El contexto que presentamos en este 
capítulo nos permite, entonces, introducir la necesidad de implementar 
políticas sociales con visiones feministas, entre las cuales se destaca la que 
proponemos en este libro: la renta básica. 

Antes de reseñar el panorama socioeconómico de las mujeres en Co-
lombia es pertinente dar una mirada al contexto general de desigualdad y 
pobreza en el país, pues esto permite ubicar la situación de las mujeres en 
un entorno de precariedad e injusticia social general. Después, nos con-
centramos en exponer algunas de las condiciones de desigualdad de géne-
ro y socioeconómicas que se encuentran fuertemente ligadas a la pobreza 
y a las necesidades básicas insatisfechas (NBI).

DESIGUALDAD Y POBREZA EN COLOMBIA
Colombia es uno de los países con mayores niveles de desigualdad en la 
región y en el mundo. La medición del coeficiente de Gini,3 indicador que 
refleja en parte4 la concentración de ingresos en una sociedad, muestra 
que Colombia, al tener un coeficiente de 0,52, cuenta con una desigual-
dad de ingresos mayor al promedio de América Latina y a la mayoría de 
países de la región, con excepción de Brasil y Guatemala (gráfica 1).

	 3.	 El índice de Gini arroja valores entre 0 y 1, siendo 0 una sociedad total-
mente igualitaria y 1, una sociedad en donde una persona acumula todos 
los ingresos. Así, entre más alto es este coeficiente, más desigual es una 
sociedad. 

	 4.	 Si bien el índice de Gini es uno de los indicadores de medición más utili-
zados, este indicador puede no reflejar fielmente en qué segmento de la 
población se concentra la desigualdad. Es decir, es un indicador general 
que no permite identificar cuánto concentran los más ricos y a qué respon-
den los cambios en el indicador, si a disminución de los ingresos de los 
más pobres o a una mayor concentración de los más ricos. Por lo anterior, 
en los últimos años se han empezado a utilizar otros indicadores como el 
índice de Palma, que por metodología confronta los ingresos del 10 % más 
rico con el ingreso del 40 % más pobre, u otras medidas como concentra-
ción del ingreso nacional del 10 y 1 % más rico, como lo hace actualmente 
la World Inequality Database.
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Gráfica 1
América Latina (15 países) coeficiente de Gini 2019

FUENTE: elaboración propia (Cepal, 2021).

La desigualdad en Colombia ha aumentado desde el año 2017, des-
pués de un periodo de reducción sostenida (gráfica 2). Estas cifras guar-
dan una relación estrecha con la movilidad social en el país –aunque otros 
factores también influyen, como acceso a educación, empleos formales, 
etc.–; así, según un estudio de la OCDE de 2017, un colombiano pobre 
necesitaba de 11 generaciones para llegar al ingreso medio de la sociedad 
(OECD, 2018). Una sociedad con tales niveles de desigualdad tiene im-
pactos económicos, sociales y políticos considerables que afectan el cre-
cimiento económico (Urrutia y Robles, 2021); la calidad de los sistemas 
de bienes y servicios públicos como la salud, la educación, la democracia 
representativa (Milanovic, 2019); la cohesión social (Kawachi y Kenne-
dy, 1997), y la estabilidad política (Alesina y Perotti, 1993). 

Este aumento sostenido de la desigualdad no fue inmune a la pande-
mia. Para 2020, durante el inicio de la crisis por covid-19, la porción del 
ingreso total que se quedó en manos del 10 % más rico aumentó a 42,4 % 
(42,4 de cada 100 pesos). Por su parte, la porción del ingreso total que 
quedó en manos del 40 % más pobre del país se redujo a 10 % (10 de cada 
100 pesos) (DANE; 2020b), lo que evidencia cómo esta crisis aumentó la 
desigualdad del país.
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Gráfica 2
Coeficiente de Gini. Total nacional, cabeceras, y centros 
poblados y rural disperso, 2012-2020

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

Por su parte, entre 2012 y 2014, la incidencia de la pobreza5 cayó en 
casi 4,9 puntos porcentuales (p.p.). Así mismo, la población vulnerable6 
empezó a aumentar a partir de 2014, pero el aumento más grande se dio a 
partir de 2016. La clase media solo tuvo un cambio entre 2012 y 2013. En 
ese sentido, la caída en la desigualdad hasta 2017 se dio en parte por una 
recomposición de la población pobre,7 vulnerable y clase media, mientras 
que la clase alta no tuvo cambios significativos (gráfica 3). 

	 5.	 La incidencia de pobreza mide el porcentaje de la población que tiene 
ingresos per cápita corrientes por debajo de la línea de pobreza del lugar 
que habita.

	 6.	 La población vulnerable es aquel grupo de personas que están en riesgo 
de caer en pobreza.

	 7.	 La población pobre es aquel grupo de personas que no cuentan con los 
ingresos mínimos disponibles para la adquisición de bienes y servicios 
alimentarios y no alimentarios.
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Gráfica 3
Población según clases sociales (%).  
Total nacional, 2012-2020

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

Para 2020, la población vulnerable y la clase media cayeron (1,6 
p.p. y 4,7 p.p. respectivamente), mientras que la población en pobreza 
aumentó de manera sustancial (un aumento de 6,8 p.p.). Esto quiere de-
cir que 3,5 millones de personas cayeron en la pobreza en 2020. Según 
estas cifras, el 72,9 % de la población colombiana era pobre o vulnerable 
en 2020, es decir, tenían como máximo un ingreso de 633.000 pesos al 
mes, lo que representa aproximadamente 20.500 pesos al día (unos 5,2 
dólares8) (gráfica 4). 

	 8.	 Para hacer la conversión se utilizó como referencia la tasa representativa 
del mercado (TRM) del 18 de noviembre de 2021.
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Gráfica 4
Distribución de los ingresos per cápita en el país,  
2019 y 2020*

* Los ingresos per cápita de 2020 fueron deflactados para que pueda hacerse la 
comparación en precios de 2019.

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

El contexto de desigualdad socioeconómica en el que se encuentra 
el país tiene un agravante si se toman en cuenta los altos niveles de inci-
dencia de la pobreza. No solo la población más rica acapara gran parte de 
los ingresos totales de los hogares, sino que los más pobres, quienes ni 
siquiera cuentan con un ingreso mínimo para suplir sus necesidades, son 
una porción significativa de la población. Hoy, más del 40 % de las perso-
nas del país se encuentran en condición de pobreza. En la última década, 
además, esta proporción ha sido sustancialmente alta: al menos un tercio 
de la población ha estado en pobreza monetaria, incluso en años previos a 
la crisis de la pandemia (gráfica 5). De la misma manera, las brechas entre 
las zonas rurales y urbanas han llevado a que el campo del país, pese a la 
recuperación evidenciada en 2020, sea más pobre. 
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Gráfica 5
Incidencia de la pobreza (a) y pobreza extrema (b) (%). Total 
nacional, cabeceras, y centros poblados y rural disperso, 2012-2020
a) Pobreza9

b) Pobreza extrema10

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020b).

	 9.	 Se considera que una persona se encuentra en situación de pobreza mo-
derada cuando sus ingresos mensuales son inferiores a 331.688 pesos 
(línea de pobreza para el año 2020).

	 10.	 Se considera que una persona se encuentra en situación de pobreza ex-
trema cuando sus ingresos mensuales son inferiores a 145.004 pesos 
(línea de pobreza extrema para 2020).
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Además de los indicadores de pobreza monetaria,11 hay otros indica-
dores de pobreza que se pueden analizar y que van más allá de los ingresos 
disponibles. El índice de pobreza multidimensional (IPM),12 por ejemplo, 
muestra que en 2018 la proporción de personas que vivían en condición 
de pobreza por este indicador era del 19,1 %. En 2019, este indicador se 
redujo en 1,6 p.p., es decir, 615 mil personas salieron de la pobreza multi-
dimensional. Las dimensiones que contribuyeron a esta reducción fueron 
principalmente la disminución de privaciones de rezago escolar, el analfa-
betismo y las barreras de acceso a servicios de salud. Por su parte, las pri-
vaciones que aumentaron entre 2018 y 2019 fueron el desempleo de larga 
duración, el hacinamiento crítico en la vivienda y el no aseguramiento en 
salud (DANE, 2019a).

Así, a pesar de jactarse de ser miembro de la OCDE, y de ser catego-
rizado como un país de ingresos medios altos, Colombia es desigual y po-
bre. Casi tres cuartas partes de su población están en situación de pobreza 
o en riesgo de caer en ella. Más aun, el 10 % más rico tiene el 42,4 % de los 
ingresos totales y el 40 más pobre solo el 10 %. 

TRABAJO DE CUIDADO NO REMUNERADO13

El trabajo de cuidado no remunerado (TDCNR) alude a todas aquellas 
labores que están orientadas a mantener la vida cotidiana, cuidar de otros 
y otras, así como satisfacer necesidades básicas de los miembros del ho-
gar. Según la caracterización hecha por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE) para medir este tipo de actividades, pue-
de decirse que hay al menos tres formas de TDCNR: i) cuidados directos, 
los cuales incluyen actos como “ayudar a comer, bañarse, vestirse o lle-
var a algún lugar a las personas que lo requieren” (DANE y ONU Muje-
res, 2020a, p. 3); ii) cuidados indirectos, que implican actividades como 

	 11.	 Pobreza medida exclusivamente a partir de los ingresos disponibles de la 
persona o del hogar.

	 12.	 El IPM es un indicador que busca medir la pobreza más allá de la pobre-
za monetaria. Así, el indicador está compuesto por distintas dimensiones 
que incluyen privaciones relacionadas con educación, salud, vivienda y 
nutrición que, en su conjunto, dan un puntaje final al índice que permite 
evidenciar si la persona u hogar se encuentra en situación de pobreza 
multidimensional y la intensidad de esta.

	 13.	 La mayoría de la información presentada en esta sección tiene en cuenta 
los datos de la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (ENUT) en los perio-
dos 2016-2017 y 2020-2021 (DANE, 2020j). 
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“cocinar, limpiar o hacer las compras para satisfacer las necesidades de los 
integrantes del hogar” (p. 3) y iii) cuidados pasivos, los cuales se refieren 
a “vigilar o estar pendiente de personas que requieren atención (niñas, 
niños, adolescentes, personas adultas mayores, enfermas o con discapaci-
dad)” (p. 3). 

Todas y todos necesitamos de esta clase de cuidados para poder so-
brevivir y garantizar nuestro bienestar, razón por la cual han sido entendi-
dos derechos “de quienes los reciben y también de quienes los proveen” 
(DANE y ONU Mujeres, 2020a, p. 1). Además de su innegable necesi-
dad, la producción del TDCNR tiene un enorme impacto económico: en 
Colombia, el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado equivale al 
20 % del producto interno bruto (PIB). Como lo muestran las cifras, “si 
este trabajo se pagara, sería el sector más importante de la economía, por 
encima del sector del comercio (18 % del PIB), el sector de la administra-
ción pública (15 %) y el de la industria manufacturera (12 %)” (p. 3). 

Sin embargo, pese a su centralidad en nuestra vida diaria y en la eco-
nomía nacional, es un trabajo que históricamente ha estado desvalorizado 
en la esfera pública y se ha adjudicado en mayor medida a las mujeres, en 
respuesta a ideas sobre los roles de género y la división falsa e inocua entre 
lo público y lo privado. Esta división sexual del trabajo tiene consecuen-
cias graves y particulares en términos de desigualdad. En Colombia hay al 
menos 30 millones de personas que ejercen labores de cuidado no remu-
neradas y el 78 % de horas anuales que se invierten en este tipo de trabajo 
son ejercidas por mujeres (DANE y ONU Mujeres, 2020a, p. 4). Además, 
el 90 % de las mujeres ejercen labores domésticas no remuneradas y brin-
dan cuidados a otros, mientras que en el caso de los hombres esta cifra cae 
a un 61 % (p. 4) (gráfica 6). 

Además de estar sobrerrepresentadas en el ejercicio de estas acti-
vidades, las mujeres también son quienes más tiempo gastan a diario en 
TDCNR. En promedio, dedican a este trabajo 8 horas al día, mientras que 
los hombres dedican 3 horas y 7 minutos. Es decir, las mujeres invierten 
aproximadamente 4 horas y 53 minutos más que los hombres en labores 
de cuidado no remuneradas. Esta brecha, debe decirse, aumentó durante 
2020 ante la crisis de covid-19, pues en la última medición hecha por el 
DANE antes de la pandemia (periodo 2016-2017), las mujeres ejercían 3 
horas y 37 minutos más que los hombres en estas labores. En otras pala-
bras, desde el año 2020, la brecha aumentó en 1 hora y 16 minutos diarios 
(DANE, s. f.a, p. 5) (gráfica 7). 
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Gráfica 7
Tiempo invertido por hombres y mujeres al día en TDCNR

Gráfica 6
Distribución porcentual de los trabajos de cuidados no 
remunerados que realizan mujeres y hombres

FUENTE: elaboración propia con base en DANE y ONU Mujeres (2020a).

FUENTE: elaboración propia con base en DANE y ONU Mujeres (2020a).

Así, uno de los factores que más afecta a las mujeres es la sobrecarga 
de TDCNR que deben cumplir en sus hogares, ya sea de manera exclu-
siva o conjugándola con trabajos remunerados o quehaceres políticos. 
En estos casos, a diferencia de la mayoría de hombres, las mujeres están 
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expuestas a dobles y hasta triples jornadas. De hecho, según datos recien-
tes del DANE, su carga total de trabajo (incluyendo labores remuneradas 
y no remuneradas) es mucho más alta que la de los hombres. En prome-
dio, las mujeres tienen jornadas de trabajo de 14-15 horas, mientras que 
las de los hombres son de 12 horas (DANE y ONU Mujeres, 2020a, p. 4). 

La disparidad también es evidente si nos fijamos en el porcentaje 
de cuidadoras no remuneradas que pueden acceder al mercado laboral. 
Como lo muestra un boletín del DANE publicado en 2020,

… más de la mitad de las personas cuidadoras entre 20 y 54 años 
trabajan de manera remunerada, con una gran brecha de género: 
90 % de los hombres que cuidan están ocupados en el mercado 
laboral, casi el doble comparado con las mujeres. De las mujeres 
que realizan este trabajo de cuidado, solo el 47 % trabaja también 
para el mercado laboral. (DANE y ONU Mujeres, 2020a, p. 5)

El TDCNR, en ese sentido, tiene relación con la baja participación 
de las mujeres en el mercado laboral, pero, al mismo tiempo, representa 
una carga extra sobre las mujeres que hacen parte de ese mercado y de-
ben duplicar su jornada de trabajo para cumplir con sus obligaciones de 
cuidado. Esto las afecta de manera desproporcionada, pues son a quie-
nes históricamente se les ha asignado este trabajo (OIT, s. f.). Las mujeres 
que brindan cuidados, por ejemplo, tienen un 9 % menos tiempo para po-
der participar en el mercado laboral que las mujeres que no realizan este 
tipo de trabajo. Por fuera de lo laboral, estas también tienen 15 % menos 
tiempo para actividades de ocio y 11 % menos para actividades educativas 
(DANE y ONU Mujeres, 2020b, 21).

Sobre el cuidado de la primera infancia
Un aspecto relacionado con el TDCNR –y sobre el que queremos hacer 
especial énfasis–, es la importancia del cuidado y la educación de la pri-
mera infancia. Según estudios de neurología y de psicología del desarrollo 
humano, los primeros cinco años de vida de un niño son decisivos para su 
desarrollo físico, cognitivo y emocional. Expertos en esta materia como 
Diana E. Papalia, señalan que el cerebro de un recién nacido empieza a de-
sarrollarse de forma muy rápida hasta aproximadamente los cinco años de 
vida debido a que es el momento en donde existe mayor plasticidad para 
el desarrollo físico, emocional y cognitivo. En consecuencia, la experien-
cia temprana de los seres humanos va a tener efectos duraderos sobre la 
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capacidad de aprendizaje y almacenamiento del sistema nervioso central 
(Papalia et al., 2019, p. 163). Incluso, afirma que las diferencias individua-
les de todos los tipos de inteligencias en la adultez pueden reflejar la capa-
cidad de desarrollo y de conexiones neuronales que tuvo el cerebro en su 
desarrollo durante la primera infancia (p. 163).

James J. Heckman, Premio Nobel de Economía y experto en desa-
rrollo humano, en la misma línea de Papalia, explica que el cerebro del 
niño construye “las bases de las habilidades cognitivas y conductuales ne-
cesarias para alcanzar el éxito en la escuela, la salud, la profesión y la vida” 
(La ecuación de Heckman, s. f.). En consecuencia, un adecuado cuidado 
y educación durante estos primeros cinco años de vida, fomenta “las ha-
bilidades cognitivas junto con la atención, la motivación, el autocontrol y 
la sociabilidad, que representan las habilidades conductuales que convier-
ten el conocimiento en experiencia y a las personas en ciudadanos pro-
ductivos” (La ecuación de Heckman, s. f.). 

En esta misma vertiente, distintos estudios han demostrado que la 
educación y el cuidado en la primera infancia van a tener consecuencias 
duraderas y decisivas para toda la vida. Por ejemplo, el estudio longitudi-
nal elaborado por el Institute of Child Health and Human Development 
Eunice Kennedy Shriver (NICHD), que recopila información de 1364 
niños en 10 centros universitarios de Estados Unidos desde 1991, señala 
que el cuidado infantil de alta calidad tiene un impacto positivo en el de-
sarrollo cognitivo y de interacción con otros pares, y que este tipo de ha-
llazgos debería incentivar la creación de políticas que tiendan a mejorar la 
calidad de los cuidados sobre esta población (Papalia et al., 2019, p. 252).

Por esa razón es que autores como Heckman resaltan la importancia 
de que los Estados inviertan de forma prioritaria en el cuidado y la educa-
ción de la primera infancia, pues esto influiría directamente en el progreso 
de la economía, la salud y en el desarrollo de los individuos y de la socie-
dad (La ecuación de Heckman, s. f.). Señala que la inversión debe apoyar, 
principalmente, a niños y niñas de bajos recursos que no tienen acceso a 
este tipo de educación con el fin de reducir los problemas en salud, la de-
serción escolar, la pobreza y la delincuencia, factores que benefician tanto 
al desarrollo exitoso del niño o la niña como a la sociedad en su conjunto. 

En Colombia, desde el año 2016 se creó la política de Desarrollo In-
tegral de la Primera Infancia de Cero a Siempre, la cual tiene el propósito 
de garantizar el desarrollo integral de las mujeres gestantes y de los niños 
y las niñas de cero a seis años de edad (Ley 1804 de 2016). Sin embargo, 
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hoy existen varias críticas sobre su financiación (Semana, 2018) e imple-
mentación que vuelven a hacer relevante el debate planteado por Papalia y 
Heckman sobre tomarse en serio la financiación de la educación y el cui-
dado de la primera infancia. Por ejemplo, en territorios como La Guajira, 
departamento colombiano ubicado en el mar Caribe, la financiación no es 
suficiente o no cumple con el propósito de la política. Por un lado, a pesar 
de que este departamento tiene un programa específico de unidades co-
munitarias de atención para la primera infancia, diversas fuentes señalan 
que las instalaciones son en su mayoría precarias, inestables e inseguras, 
y que el programa no cumple con su propósito mínimo de lidiar con la 
desnutrición infantil (Martínez, 2021). Por esa razón, no resulta extraño 
que la tasa oficial de muertes por desnutrición entre niños menores de 
5 años en este territorio haya sido, en el año 2019, casi seis veces la tasa 
nacional (Human Rights Watch, 2020). En el mismo sentido, al inicio del 
año 2020, la pandemia obligó al cierre de estos centros de atención en 
la mayoría del territorio nacional, sin embargo, en la actualidad, un gran 
número de estos centros siguen cerrados por razones aparentemente dis-
tintas a la pandemia (Segovia, 2021).

En síntesis, este tipo de políticas, además de favorecer a niños y niñas 
para que tengan mejores vidas en el futuro, así como al desarrollo de una 
sociedad más productiva, tienen un impacto importante en la equidad de 
género. La educación de primera infancia gratuita, obligatoria y de cali-
dad otorgada por el Estado aliviaría esta importante carga de cuidado que 
usualmente recae sobre las mujeres, dejándoles más tiempo para ejercer 
otros derechos, como estudiar, cuidar de ellas mismas, tener tiempo de 
descanso y recreación, o ejercer labores políticas y de liderazgo.

FEMINIZACIÓN DE LA POBREZA Y 
TRABAJOS PRECARIZADOS
Cuando hablamos de feminización de la pobreza, siguiendo la conceptuali-
zación del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
nos referimos, al menos, a cuatro elementos: 

… a) un predominio de mujeres entre los pobres; b) el impac-
to no fortuito, con sesgo de género, de las causas de la pobreza; 
c) el reconocimiento de una tendencia direccional en la cual 
la representación desproporcionada de las mujeres entre los 
pobres está aumentando progresivamente (en este sentido, la 
feminización de la pobreza es un proceso, no simplemente un 



45 Documentos Dejusticia 78

estado de cosas en una coyuntura particular); d) el grado de vi-
sibilidad de la pobreza femenina. (Aguilar, 2011, p. 129)

En Colombia, por cada 100 hombres en situación de pobreza, hay 
104 mujeres en la misma situación. Aunque este dato puede responder 
principalmente a la distribución de hombres y mujeres en la población 
total (51,2 % vs. 48,8 %), lo cierto es que la feminización de la pobreza es 
una realidad bastante palpable cuando nos detenemos a ver el escenario 
de poblaciones específicas. Por ejemplo, los datos muestran que la pobre-
za afecta en mayor medida a las mujeres jóvenes: para la población entre 
20 y 28 años, por cada 100 hombres en situación de pobreza, hay 127 mu-
jeres (DANE y ONU Mujeres, 2020c, p. 45). Aquí se hace más evidente 
la sobrerrepresentación de las mujeres jóvenes en la población pobre de 
este grupo, aun cuando la proporción de mujeres y hombres jóvenes se 
mantiene igual a la proporción nacional. 

Para algunas personas, estas cifras no serían suficientes para decir 
con toda seguridad que la pobreza está feminizada. Sin embargo, la femi-
nización de la pobreza no solo implica que haya más mujeres que hombres 
en esta situación. Implica, sobre todo, tener en cuenta que las causas y 
los efectos de la pobreza son diferentes cuando se trata de las mujeres, 
en especial de aquellas particularmente vulnerables. Como lo muestran 
las cifras, las mujeres son más propensas a caer en la pobreza, pues tie-
nen un 27,5 % de probabilidad de no contar con un sustento económico 
propio, mientras que en el caso de los hombres esta cifra es casi tres veces 
menor (10 %) (DANE y ONU Mujeres, 2020c, p. 42). En zonas rurales, 
esta diferencia se hace más grande y la probabilidad de no tener ingresos 
propios es cinco veces mayor para las mujeres rurales en comparación con 
los hombres (p. 42). 

A su vez, cuando una mujer cae en la pobreza tiene menos posibi-
lidades de superarla, más aún si tiene obligaciones de cuidado que no le 
permitan salir al mercado laboral en igualdad de condiciones (DANE y 
ONU Mujeres, 2020c, p. 47). Incluso para las mujeres que son cuidadoras 
y que están en el mercado laboral, el escenario en términos de pobreza es 
peor que el de los hombres en su misma situación: según cifras del DANE, 
las mujeres cuidadoras cuentan en promedio con un 27 % menos de in-
gresos en comparación con los hombres que ejercen estas labores. Ade-
más, solo un 22 % de las mujeres cuidadoras cuenta con seguridad social, 
en comparación con el 40 % de los hombres cuidadores (DANE y ONU 
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Mujeres, 2020a, p. 4), lo que muestra el panorama de desprotección al que 
están sometidas. 

La mayor dificultad de las mujeres para salir de la pobreza, así como 
los impactos diferenciados que tiene esta situación en sus vidas, pueden 
nombrarse bajo lo que varias expertas han llamado los pisos pegajosos 
(DANE y ONU Mujeres, 2020c, p. 46). Este concepto intenta describir 
la situación de las mujeres que enfrentan grandes barreras para salir de la 
pobreza, pues

… son mujeres con bajos niveles de escolaridad, su participa-
ción laboral es escasa y cuando se insertan en el mercado labo-
ral, a menudo se encuentran atrapadas en ocupaciones precarias 
[…] y tienen que lidiar con una pesada carga de trabajo no re-
munerado, que se recrudece con altas tasas de maternidad ado-
lescente. En su caso, ante la falta de políticas públicas adecuadas, 
seguirán en rezago y su empoderamiento económico se vislum-
bra inalcanzable. (p. 46) 

Este escenario se conjuga, además, con el hecho de que los sectores 
históricamente feminizados, como el trabajo doméstico, están profunda-
mente precarizados y cruzados por la violencia. El trabajo doméstico se 
ha caracterizado por ser una labor que representa una salida económica 
para muchas mujeres que viven en contextos de pobreza. Aunque hay dis-
puta sobre el número de personas que se dedican al trabajo doméstico, 
y se predice un alto nivel de subregistro, las cifras del DANE muestran 
que cerca de 800.000 personas se dedican a este tipo de trabajo, 96 % de 
las cuales son mujeres (Esguerra et al., 2019, p. 22). Se calcula, además, 
que al menos 1 de cada 13 mujeres desempeñan el trabajo doméstico en 
Colombia, lo que permite concluir que es el “rol ocupacional con más alta 
participación femenina” (ENS, 2017, p. 15) y “la primera fuente laboral 
femenina urbana” (p. 15) en el país. Estos números son consecuentes con 
las estimaciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), se-
gún las cuales 1 de cada 7 mujeres de América Latina se dedican al trabajo 
doméstico remunerado. 

Además de ser un trabajo feminizado, el doméstico es un trabajo 
marcado por condiciones de vulnerabilidad, violencia y precariedad. Esta 
labor es una de las pocas alternativas de las mujeres pobres, racializadas 
(Osorio y Jiménez, 2019), migrantes (Esguerra et al., 2018, p. 22) o víc-
timas de violencia (p. 22) para insertarse en el mercado laboral y acceder 
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a un ingreso. Las cifras de la Encuesta Nacional de Hogares indican que 
aproximadamente el 4,9 % de las mujeres que ejercen trabajo doméstico 
no tiene ningún nivel educativo, el 38,6 % solo terminó la primaria y el 
22,5 % terminó el bachillerato (Escobar, 2019). Además, la mayoría perte-
nece a estratos bajos o medios: el 73 % es de estrato bajo (1-2) y 20 % es de 
estrato medio (3) (ENS, 2017, p. 15). Adicionalmente, la mayoría de las 
que ejercen este empleo “son mujeres afrodescendientes que comienzan a 
trabajar muy temprano desde la adolescencia o la niñez” (Escuela Nacio-
nal Sindical et al., 2020, p. 5), mujeres desplazadas por el conflicto armado 
o mujeres que tuvieron que migrar debido a amenazas, acontecimientos 
de despojo o violencia armada o doméstica (p. 5). 

Las condiciones de vulnerabilidad de las trabajadoras domésticas las 
encierran en ciclos de violencia y marginalidad que se perpetúan debido a 
las condiciones laborales que enfrentan. Lamentablemente, aún perviven 
situaciones de explotación y violencia en el contexto laboral, su trabajo es 
uno de los más precarizados y la informalidad todavía domina el panora-
ma de estas mujeres (Osorio y Jiménez, 2019). A pesar de que en la última 
década los sindicatos de trabajadoras domésticas han luchado por el reco-
nocimiento de sus derechos y sus luchas se han materializado en la expe-
dición de la Ley 1595 de 2012 y la Ley 1788 de 2016, los datos muestran 
que sus derechos laborales siguen sin garantizarse. Según la investigación 
de la Escuela Nacional Sindical (ENS) titulada Historias tras las cortinas, 
el 61 % de las trabajadoras domésticas gana menos de un salario mínimo 
legal mensual vigente, el 77 % recibe alimentos como parte del pago en 
especie y el 99 % no recibe pago por horas extras (Pérez y Torrado, 2019, 
p. 133). Así mismo, en 2016 se calculó que el 88,6 % de las relaciones la-
borales de servicio doméstico aún se realizaban mediante contrato verbal 
y únicamente alrededor de 66.000 trabajadoras contaban con un contrato 
escrito (ENS et al., 2020, p. 5). Además, solo el 13 % de las trabajadoras 
domésticas en Colombia cotizan al sistema de salud y solo el 12 % cotizan 
al sistema de pensión (Escobar, 2019). 

Las trabajadoras domésticas, además, son uno de los grupos que más 
ha cargado las consecuencias negativas de la pandemia y de la crisis so-
cioeconómica que vino con ella. Como lo muestran los resultados de la 
Gran Encuesta Nacional de Hogares de 2020, entre julio de 2019 y julio 
de 2020 la ocupación en el sector de trabajo doméstico tuvo una caída del 
46,2 % (DANE, 2020d). Es decir, cerca del 46 % de las trabajadoras que se 
dedicaban a esta actividad perdieron su trabajo. Según el DANE, esta cifra 
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equivale aproximadamente a 350.000 trabajadoras del servicio doméstico 
que habían perdido su trabajo en ese año, sobre todo a causa de la pande-
mia (DANE, 2020d). Esto se constata al mirar detalladamente la encuesta 
realizada por la ENS a 678 trabajadoras domésticas en los primeros meses 
de la emergencia sanitaria. La ENS encontró que cerca del 90 % de las mu-
jeres encuestadas fueron enviadas a sus hogares por parte de los emplea-
dores, algo que en sí mismo no es negativo, pues puede entenderse como 
una forma de protegerlas del contagio. Sin embargo, de ese 90 %, el 50 % 
no estaba recibiendo salario ni “ayudas que les permitan paliar el efecto de 
confinamiento y sus precarias condiciones laborales” (ENS et al., 2020, p. 
14). Además, de las mujeres que seguían trabajando (es decir, un escaso 
10 %), cerca del 68 % no estaban afiliadas a la EPS. Es decir, el 52 % seguía 
trabajando sin contar con ningún tipo de garantía social en caso de conta-
gio de covid-19 o de alguna emergencia de salud (p. 11). Sumado a esto 
está el hecho de que el 86 % de estas mujeres no solo se encarga del trabajo 
doméstico en las casas, sino que también tiene funciones relacionadas con 
el cuidado de personas mayores, niños y niñas, personas con discapacidad 
y enfermas, lo que implica que tienen contacto directo y constante con 
personas con alto riesgo de contagio.

En síntesis, en Colombia existe lo que llamamos feminización de la 
pobreza, la cual se desprende de las causas y los efectos diferenciados que 
esta tiene, especialmente sobre las mujeres vulnerables. Así, tal como lo 
mostramos, las mujeres vulnerables están más propensas a caer en la po-
breza –especialmente en las zonas rurales– y, además, son quienes cuen-
tan con menos posibilidades de superar esta situación, debido a distintos 
obstáculos relacionados con la baja escolaridad, escasa participación labo-
ral y exceso de trabajo no remunerado. 

BRECHAS LABORALES CON ENFOQUE DE GÉNERO
Los indicadores que nos hablan de ingresos y empleo de manera agregada 
invisibilizan las diferencias que existen en ciertos grupos poblacionales 
históricamente marginados, como lo son las mujeres. Por esa razón, ahora 
queremos analizar las barreras que enfrentan las mujeres para superar la 
pobreza y generar ingresos a partir de las brechas de género en el mercado 
laboral. Presentaremos indicadores relacionados con el mercado laboral 
desagregados por sexo y deciles de ingreso14 durante los últimos años, al 

	 14.	 Los deciles de ingreso se crean a partir de ordenar la población colombia-
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igual que indicadores para el año 2020, de forma que nos permitan mos-
trar cómo la crisis derivada de la actual pandemia profundizó las asime-
trías de género ya existentes. Analizar las diferencias en el mercado laboral 
entre hombres y mujeres nos ayuda a entender las barreras históricas que 
han enfrentado estas últimas a la hora de conseguir un empleo que les 
permita generar ingresos propios y autonomía económica, barreras que 
además se materializan en un mayor rezago económico, social y político. 

En esta sección buscamos evidenciar que, si bien la pandemia tuvo 
impactos diferenciados en las poblaciones marginadas, como las mujeres 
más pobres, su situación socioeconómica obedece a una tendencia que 
viene de tiempo atrás y que constituye una de las más grandes brechas 
del país. Un esquema de renta básica es una de las políticas públicas que, 
debidamente formulada, puede apaciguar estas desigualdades. 

Participación en el mercado laboral, 
desempleo y brecha salarial
En Colombia, solo la mitad de las mujeres en edad de trabajar15 participa 
en el mercado laboral; si bien en los últimos años dicha participación au-
mentó en 4 p.p., esta sigue siendo muy baja. En las próximas líneas anali-
zamos el comportamiento de la tasa global de participación (TGP) entre 
hombres y mujeres y por decil de ingreso. La TGP, en términos simples, 
se refiere al porcentaje de la población en edad de trabajar que se encuen-
tra económicamente activa, esto es, que está empleada o en búsqueda de 
empleo. 

La gráfica 8 muestra las TGP desagregadas por sexo en los últimos 
doce años del mercado laboral colombiano. Si bien se aprecia que a partir 
de 2010 más del 50 % de las mujeres en edad de trabajar eran parte del 
mercado laboral del país, después de ese año el indicador no ha superado 
el 55 %. Si se contrasta esta cifra con la correspondiente a los hombres, es 
claro que estos han tenido una mayor participación en el mercado laboral; 
de hecho, más del 70 % de los hombres en edad de trabajar eran población 

na según su ingreso (de menor a mayor) y después separarla en 10 par-
tes iguales. El decil es una estadística descriptiva que ayuda a observar 
grupos poblacionales según cierta característica. En este caso, según su 
ingreso. En ese sentido, el decil 1 es el 10 % de la población que menos 
ingresos genera, mientras que el decil 10 es el 10 % de la población que 
más ingresos genera. 

	 15.	 En Colombia, se considera que la población en edad de trabajar son todas 
las personas mayores de 12 años y si vive en la zona rural, mayor 10 años. 
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económicamente activa en 2019. Antes de la pandemia en Colombia, 
mientras que 7 de cada 10 hombres hacían parte del mercado laboral, solo 
1 de cada 2 mujeres participaban en este.

Gráfica 8
Tasa global de participación (TGP) según sexo, 2008-2020

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020e).

Al desagregar la TGP por deciles de ingreso, para el año 2019 obser-
vamos que las brechas entre hombres y mujeres no son las mismas a lo lar-
go de la distribución del ingreso. Es decir, sin importar el nivel de ingreso 
per cápita del hogar, la participación de las mujeres en el mercado laboral 
siempre fue menor que la de sus pares hombres. No obstante, la desigual-
dad entre hombres y mujeres aumenta a medida que el ingreso cae. 

Como se observa en la gráfica 9, en los ingresos más bajos la brecha 
de género en la TGP superó los 20 p.p., mientras que en los ingresos más 
altos esta fue cercana a los 15 p.p. En el 10 % más pobre, solo el 37,6 % de 
mujeres en edad de trabajar participaron en el mercado laboral. En con-
traste, en el 10 % más rico, el 63,6 % de las mujeres en edad de trabajar 
participó del mercado laboral, lo que da como resultado una brecha de 26 
p.p. entre mujeres del decil más rico y el más pobre. 
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Así las cosas, la desigualdad, medida a través de la participación en 
el mercado laboral, es manifiesta: para 2019, en Colombia, la superación 
de las brechas de género en la participación en el mercado laboral16 no 
se había dado de manera homogénea. Mientras las mujeres más ricas es-
tán más cerca de sus pares hombres, la brecha en los ingresos más bajos 
es demasiado amplia. La participación de las mujeres más pobres tiene 
consecuencias drásticas en la generación de ingresos y en la superación 
de la pobreza, pues una proporción no despreciable es económicamente 
inactiva. Esto no solo tiene efectos peligrosos en el empobrecimiento de 
las mujeres, sino también en el de sus hogares. Como se ha demostrado, 
el aumento de la participación laboral femenina puede llevar a que los 

	 16.	 Para afirmar que existen brechas estadísticamente significativas diferen-
tes de 0, hacemos pruebas de diferencias de medias entre hombres y 
mujeres en un mismo decil. En caso de existir estas diferencias, son se-
ñaladas explícitamente en el texto. La brecha de género es la diferencia 
vertical (línea en azul) y la desigualdad en ingresos sobre el coeficiente 
de la línea de cada sexo. Los resultados de todas las pruebas se pueden 
consultar en el anexo 1.

Gráfica 9
Tasa global de participación (TGP) según sexo y decil de 
ingreso per cápita en el hogar en que habita durante 2019

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020e).
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hogares incrementen sus ingresos y sus ahorros gracias a la nueva fuente 
ingresos que perciben (Liu et al., 2021). Con tantas mujeres, especialmen-
te de ingresos bajos, sumidas en la inactividad económica, sus hogares y 
economías familiares también se ven afectados. 

Nada de esto es neutral a lo que ya nombramos como la sobrecar-
ga de TDCNR. De las mujeres que no se encontraban participando en 
el mercado laboral en 2019, la gran mayoría (más de cinco millones) se 
dedicaban principalmente a labores de cuidado, mientras que el núme-
ro de hombres económicamente inactivos que realizaban estos oficios no 
llegó al millón de personas (ver gráfica 10 y Anexos). Si bien la cantidad 
de hombres y mujeres que son económicamente inactivos porque están 
estudiando es similar (2,8 millones y 2,6 millones respectivamente), el 
peso del TDCNR recayó en las mujeres, truncando tanto su participación 
en el mercado laboral como su camino hacia la educación, la recreación o 
el ocio. 

Gráfica 10
Población económicamente inactiva según decil de ingreso 
per cápita en el hogar en que habita, sexo y actividad 
principal durante 2019

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020e).
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estas quienes en efecto enfrentan tasas más altas de desempleo.17 La tasa 
de desempleo (TD) puede entenderse como la proporción de la pobla-
ción económicamente activa que está buscando empleo. La gráfica 11 
muestra la TD por sexo entre 2008 y 2020. Durante estos años, el desem-
pleo en mujeres ha sido consistente y considerablemente mayor que en 
hombres. Aun cuando a inicios de la década hubo una fase en la que es-
tas tasas cayeron en toda la economía, la brecha entre hombres y mujeres 
siempre se mantuvo amplia (alrededor de 5 p.p.). Esto quiere decir que, 
así las mujeres estén participando en el mercado laboral, la probabilidad 
de que encuentren un trabajo frente a los hombres es mucho más baja.

Gráfica 11
Tasa de desempleo según sexo, 2008-2020

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (s. f.b).

Ahora, igual a lo que sucede con la TGP, al examinar el desempleo 
según los niveles de ingreso se observan diferencias abismales en la brecha 
entre hombres y mujeres. Si bien en el año 2019 la TD de las mujeres fue 
más o menos 5 p.p. más alta que la de los hombres, al mirar en detalle qué 

	 17.	 Es importante recordar que la definición de participación en el mercado 
laboral quiere decir que son personas en edad de trabajar que se encuen-
tran trabajando (ocupados) o en búsqueda de empleo (desocupados).
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sucede en cada uno de los deciles de ingreso es evidente que la asimetría 
se expande en los sectores más pobres (gráfica 12). En los hogares perte-
necientes al 10 % más pobre, 1 de cada 3 mujeres económicamente activas 
estaba desempleada y la brecha frente a los hombres fue de 12,1 p.p. En 
los siguientes tres deciles (II, III, IV), el desempleo aquejaba a 1 de cada 
5 mujeres, y la brecha frente a los hombres se encontraba alrededor de los 
10 p.p. A partir del decil VIII esta brecha fue menor a los 2 p.p. y en el 10 % 
más rico ya no hay una brecha estadísticamente significativa (ver tablas de 
Anexos para las diferencias estadísticas). 

Gráfica 12
Tasa de desempleo por sexo y decil de ingreso per cápita en 
el hogar en que habita, en 2019

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020e).

Estos datos nos confirman que la brecha de género en el mercado 
laboral18, esta vez en el desempleo, no solo es un asunto de género, tam-
bién lo es de clase. Incluso, antes de la pandemia eran las mujeres pobres 
quienes se veían más afectadas por el desempleo. Si miramos las cifras con 

	 18.	 Teniendo en cuenta que la GEIH no diferencia entre el mercado formal e 
informal, cuando nos referimos al mercado laboral incluimos ambos sec-
tores.
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más detalle, veremos que las capas de vulnerabilidad siguen traslapándose 
unas a otras. Para 2019, las mujeres no solo pobres, sino también jóvenes, 
eran la población con la mayor tasa de desempleo de todo el país. 

La gráfica 13 muestra cómo el problema del desempleo se acentuaba 
más en las mujeres jóvenes de ingresos bajos. Aunque los hombres jóve-
nes en esta misma condición también tenían una alta TD, la de las mujeres 
revelaba datos más alarmantes: al menos 2 de cada 5 mujeres jóvenes de 
ingresos bajos estaba desempleada, frente a 1 de cada 4 hombres jóvenes 
del mismo ingreso. Si bien la gráfica muestra cómo la TD disminuye a 
medida que aumenta el rango de edad, la brecha entre hombres y mujeres 
pobres sigue siendo evidente. Todo esto nos habla de cómo los jóvenes –y 
en especial las jóvenes– son uno de los grupos más afectados por la pobre-
za, la vulnerabilidad socioeconómica y la falta de posibilidades.19 

En 2019 también existía una brecha salarial entre hombres y muje-
res. Las mujeres recibieron por su trabajo, en promedio, un 12,9 % menos 
que los hombres (DANE 2020f). Esto quiere decir que por cada 100 pe-
sos que recibieron los hombres por ingresos laborales totales, las mujeres 
recibieron 87,1 pesos por el mismo motivo. Esta brecha, además, fue casi 
el doble en las zonas rurales que en las cabeceras (DANE y ONU Mujeres, 
2020c). 

Teniendo en cuenta la población ocupada en cada decil del ingreso, 
la tabla 1 muestra la brecha salarial promedio de los ingresos laborales to-
tales entre hombres y mujeres para el año 2019. En todos los deciles, a ex-
cepción del IX, la brecha salarial fue superior al promedio a nivel nacional. 
En los cuatro deciles más bajos –la población en situación de pobreza–, la 
brecha salarial fue incluso más del doble del promedio nacional. Además 
de que en estos deciles las mujeres tuvieron una baja participación en el 
mercado laboral, y quienes participaron estuvieron en su mayoría desem-
pleadas, las que estaban ocupadas tuvieron ingresos menores a los de sus 
pares hombres. De hecho, en los deciles I, II y III, por cada 100 pesos que 
los hombres ganaron por ingresos laborales, las mujeres ganaron menos 
de 60 pesos por el mismo motivo. 

	 19.	 Para profundizar, ver Jackson (2020). 
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Tabla 1
Brecha promedio en ingresos laborales totales según el decil 
de ingreso per cápita del hogar en que habita, 2019

Decil del ingreso
Ingresos totales laborales promedio Brecha promedio 

en cada decil del 
ingreso (%)Hombres Mujeres

Más pobre 199.773,70 109.938,50 44,97 

II 398.611,80 230.538,20 42,16

III 574.831,70 306.474,60 46,68 

IV 681.155,10 419.580,20 38,40 

V 775.284,80 515.829,80 33,47 

VI 894.649,10 654.944,20 26,79 

VII 964.349,20 782.039,60 18,90 

VIII 1’126.128,00 914.093,80 18,83 

IX 1’380.577,00 1’214.808,00 12,01 

Más rico 3’481.065,00 2’792.968,00 19,77 

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020e).

Además de la desigualdad evidente en los ingresos laborales, en el 
caso de las mujeres de los deciles más bajos estos ingresos pueden llegar a 
ser tan bajos que no cubren los costos asociados a salir a trabajar. Sabiendo 
que las mujeres tienen sobrecargas en las labores de cuidado, ir a trabajar 
implica que estas labores deben tercerizarse, usualmente mediante servi-
cios públicos o privados (como guarderías, contratación de trabajo domés-
tico remunerado, entre otros), pero también mediante acuerdos informa-
les y comunitarios (al encomendar cuidados con miembros de la familia 
o vecinos, por ejemplo). La remuneración laboral esperada por una mujer 
pobre podría no ser suficiente para cubrir los costos de estos servicios, lo 
que imposibilita en muchos casos que pueda salir al mercado laboral o, si 
decide hacerlo, se somete a jornadas dobles y hasta triples de trabajo, lo 
que profundiza su pobreza de tiempo.20 A menudo la solución a esto es 
acudir a familiares, vecinos o la comunidad barrial para tercerizar el trabajo 

	 20.	 La pobreza de tiempo puede ser entendida como la insuficiencia o es-
casez de tiempo disponible por parte de las personas para descansar o 
disfrutar del ocio debido a una carga excesiva de trabajo, sea remunerado 
o doméstico.
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de cuidado de forma gratuita. Sin embargo, en muchos casos estas redes 
de apoyo no existen y, cuando las hay, se generan cadenas de cuidado que 
terminan sobrecargando a otras mujeres (Esguerra Muelle, 2018, p. 22). 

Finalmente, es importante resaltar que para 2019, el 27,5 % de las 
mujeres no tenía ingresos propios, una cifra casi tres veces mayor a la de 
los hombres (10,2 %). Esta brecha, además, fue casi cinco veces más gran-
de en la ruralidad, donde el 35,9 % de las mujeres adultas no contaban con 
ingresos propios frente a un 7,8 % de los hombres en la misma situación 
(DANE y ONU Mujeres, 2020c). Todo esto alude a una realidad que ya 
debería ser apabullante en este punto del texto: la poca participación y 
ocupación de las mujeres preocupa sobre todo en los hogares pobres. La 
pobreza, así como la falta de participación y oportunidades en el mercado 
laboral son temas con un componente de género central, que ineludible-
mente deben estar en el núcleo de la agenda feminista. 

Brecha de género en tiempos de agudización 
de las crisis: la pandemia de covid-19
Es innegable, ante la evidencia y la experiencia, que las crisis afectan a las 
mujeres de formas particulares. Durante 2020, cuando la pandemia de 
covid-19 emergió en todos los rincones del mundo, las primeras planas 
se llenaron de titulares sobre la violencia, las cargas de cuidado y los im-
pactos económicos que la crisis estaba potenciando sobre las mujeres. La 
pérdida del empleo y las consecuencias para las mujeres en el mercado 
laboral no fueron la excepción. 

Ante la pérdida de empleo de algún miembro del hogar, las mujeres 
con alta dependencia económica pueden salir al mercado laboral a bus-
car otra fuente de ingresos. Sin embargo, en épocas de crisis, los trabajos 
escasean y la participación laboral de las mujeres, que tiende a aumentar 
principalmente en los periodos de bonanza económica, responde a estos 
choques negativos con un efecto de “trabajador desalentado”.21 Un análisis 
de los impactos en el mercado laboral de la crisis permite ilustrar el golpe 
que sufrieron las mujeres en Colombia, y cómo esto puede afectar, aún 
más, la autonomía de los ingresos de esta población. Si bien las desigual-
dades de género que justifican la adopción de una renta básica feminista 

	 21.	 El efecto de trabajador desalentado sucede cuando una persona que se 
encuentra dentro del mercado laboral deja de participar en este, tanto 
por la pérdida del empleo como por la dificultad de encontrar uno nuevo. 
Estas personas se convierten en inactivas.
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se encontraban presentes antes de la crisis generada por la pandemia, es 
importante conocer cuáles han sido los impactos de esta crisis en algunas 
dimensiones en las que las mujeres están en una situación de desventaja, 
con el fin de diseñar políticas que tengan en cuenta este choque diferen-
ciado. En estas páginas nos concentramos en observar los cambios que 
produjo la pandemia en la posibilidad de las mujeres de insertarse en el 
mercado laboral y tener ingresos propios. Sin embargo, reiteramos que 
esta no es la única faceta en la que suceden los colapsos para las mujeres: 
en las crisis, la mayoría de las vulnerabilidades ya presentes en la vida coti-
diana crecen, las violencias se hacen más frecuentes y el goce de derechos 
queda en inminente peligro.

Como ya lo hemos reiterado, aunque la situación sobre las brechas 
estructurales en la TGP viene de tiempo atrás, el choque ocasionado por 
la pandemia profundizó rápidamente esta brecha de participación, pa-
sando de un 20,8 p.p. en 2019 a 22,7 p.p. a finales de 2020. La situación 
empeora al analizar el caso de las mujeres rurales, quienes para 2019 se 
enfrentaron a una TGP del 39,1 %, y quedaron rezagadas en 17,6 p.p. con 
respecto a las mujeres urbanas, y en 35,9 p.p. respecto a los hombres rura-
les (DANE, 2020g). Los datos del trimestre de abril-junio de 2020, que 
ilustran el impacto inmediato de la crisis inducida por la pandemia, mues-
tran que la TGP en las mujeres rurales se redujo en 8,8 con respecto al 
mismo trimestre del año anterior, mientras que la TGP en los hombres 
rurales en el mismo periodo se redujo en 5,6 p.p. Aunque toda la econo-
mía colombiana parece haber sufrido el efecto del trabajador desalentado, 
el impacto en la participación laboral de las mujeres (tanto urbanas como 
rurales) fue mayor. 

Cuando se analiza el impacto en la TGP por decil de ingreso, es claro 
que la participación de las mujeres se redujo más (a excepción del decil 
I) que la de los hombres. Como lo muestran las barras de la gráfica 14, 
el cambio más significativo ocurrió entre los deciles IV y VII, correspon-
dientes a la clase económicamente vulnerable del país, en donde las bre-
chas entre hombres y mujeres se ampliaron de manera significativa (las 
variaciones negativas en estos grupos oscilan entre los 5 p.p. y los 8 p.p.). 
El hecho de que la TGP no haya disminuido significativamente en los ho-
gares más pobres (e incluso haya aumentado, como sucedió en el decil 
más pobre) se podría explicar al menos por dos razones. Por un lado, el 
Programa Ingreso Solidario (PIS) –implementado por el gobierno colom-
biano en la pandemia y que explicaremos en detalle más adelante– pudo 
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haber tenido efectos en la participación laboral de los hogares beneficia-
rios del programa, los cuales se concentran en los deciles más pobres. Los 
ingresos extra de estas transferencias pudieron significar mayores oportu-
nidades para tercerizar el trabajo de cuidado y así poder salir a participar 
en el mercado laboral. Por otro lado, puede que otros miembros del hogar 
hayan perdido su empleo debido a la crisis, lo que llevaría a las mujeres 
a salir al mercado laboral en búsqueda de generar parte de los ingresos 
perdidos. En todo caso, es importante tener en cuenta que debido a la 
muy baja participación de las mujeres en el mercado laboral previa a la 
pandemia en estos deciles, cualquier cambio en la participación va a ser 
evidente, así en magnitudes no lo sea tanto. 

Gráfica 14
Cambio en la tasa global de participación entre 2019 y 2020, 
según el nivel de ingreso per cápita del hogar en que habita

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020b, 2020e, 2020h).

Otro elemento importante por señalar es que, de las mujeres que sa-
lieron del mercado laboral en 2020, un poco más de un millón se dedica-
ron exclusivamente a TDCNR, como se muestra en la gráfica 15b. Si bien 
no se observan grandes diferencias entre deciles de ingreso (salvo para 
los deciles I y II), es evidente la diferencia entre hombres y mujeres (re-
presentados por las barras verdes y rojas de la gráfica ). Esta salida masiva 
del mercado laboral contribuyó a que, para 2020, más de 700 mil mujeres 
en cada uno de los cuatro deciles de ingreso más bajos no fueran parte del 
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Gráfica 15
Cambio absoluto en personas dedicadas a los oficios del hogar 
entre 2019 y 2020 (a) y población económicamente inactiva según 
decil del ingreso, sexo y actividad principal durante 2020 (b)

a) Población económicamente inactiva según decil del 
ingreso, sexo y actividad principal durante 2020

b) Cambio absoluto en personas dedicadas a los oficios del 
hogar entre 2019 y 2020

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020b, 2020e, 2020h). 
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mercado laboral, y, por el contrario, se dedicaran exclusivamente a acti-
vidades de cuidado no remuneradas. Esto aumentó aún más la pobreza y 
la brecha existente frente a los hombres que realizan estos oficios en es-
tos deciles de ingreso (gráfica 15a). El fenómeno observado responde, en 
parte, a la asignación de responsabilidades de cuidado al interior del ho-
gar, la cual no solo recae principalmente en las mujeres, sino que, además, 
aumentó en el último año debido al cierre de las actividades presenciales 
en colegios, lugares de trabajo e instituciones de cuidado infantil durante 
la pandemia (Universidad de los Andes, 2020). 

Gráfica 16
Cambio en la tasa de desempleo por decil y sexo  
entre 2020 y 2019

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020b, 2020e, 2020h).

Frente a la TD en medio de la pandemia, 2020 registra la tasa más 
alta de los últimos años (para el mes de diciembre de 2020 el desempleo 
total fue del 15,9 %, mientras que en 2019 fue de 10,5 % y en 2018 de 
9,7 %). Los cambios en la TD desagregados por sexo entre 2019 y 2020 
en cada decil de ingreso muestran la clara vulnerabilidad de las mujeres 
ante la crisis: al igual que con la participación laboral, los incrementos en 
el desempleo se concentraron en mayor medida en la población femenina. 
El desempleo para las mujeres aumentó del 13,6 al 20,7 % (7,1 p.p.) entre 
2019 y 2020, mientras que para los hombres el cambio fue del 8,2 a 12,8 % 
(4,6 p.p.). Esta mayor pérdida de empleo en las mujeres se puede explicar, 
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por una parte, por la concentración del empleo femenino en actividades 
económicas más afectadas por la crisis (los llamados sectores feminiza-
dos), y, por otra, por las responsabilidades de cuidado de personas a cargo 
en el hogar, las cuales aumentaron notablemente en tiempos de pandemia 
(Universidad de los Andes, 2020). 

Ahora, si bien el desempleo de las mujeres después de la pandemia 
es más alto que el de los hombres, el impacto está claramente diferenciado 
según el nivel de ingreso. Así, por ejemplo, la gráfica 16 muestra cómo en 
las mujeres del decil más pobre del país el desempleo aumentó en 21,09 
p.p (1 p.p más que los hombres), mientras que en las mujeres pertenecien-
tes al decil más rico el desempleo únicamente aumentó en 1,88 p.p. El im-
pacto de la pandemia en este tema se concentró, entonces, en las mujeres 
pobres o vulnerables, profundizando las brechas ya existentes en empleo, 
autonomía y bienestar, no solo entre hombres y mujeres, sino entre muje-
res de menores y mayores ingresos. 

Por su parte, los jóvenes pobres, y en particular las mujeres jóvenes 
pobres, fueron los más perjudicados en términos de desempleo a causa de 
la pandemia. Las variaciones en la tasa de desempleo pueden ser una res-
puesta tanto a un cambio en la participación en el mercado laboral –a más 
o menos gente buscando empleo– como a una mayor o menor ocupación 
laboral. Si bien la gráfica 17 no muestra cuál de los dos fenómenos men-
cionados provocó los cambios en la desocupación, se puede observar que 
las más afectadas en la búsqueda de empleo fueron las personas pobres. 
En particular, fueron las mujeres jóvenes, entre 18 y 28 años, de nuevo, 
quienes más sufrieron el impacto del desempleo. 

Junto a estos datos sobre empleo, otras cifras pueden mostrar el im-
pacto diferenciado de la crisis en la autonomía económica de las mujeres. 
Por ejemplo, los micronegocios que eran propiedad de mujeres se reduje-
ron en una mayor magnitud (12 %) que aquellos liderados por hombres 
(6,2 %) (DANE, 2020i, diap. 24). A su vez, el 22,5 % de mujeres respon-
dieron en diciembre de 2020 que en el último mes dejaron de recibir in-
gresos propios, en contraste con el 10,1 % de hombres que dieron la mis-
ma respuesta (DANE 2020j, p. 23).

En cuanto a la brecha en la remuneración salarial, el impacto obser-
vado es ambiguo. Si bien en 2020 siguieron existiendo brechas salariales 
altas en todos los deciles del ingreso (a excepción del II y VII), la brecha 
salarial de género cayó. Esto se podría explicar por el tipo de empleos que 
probablemente se perdieron en la pandemia. Si consideramos que en una 
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crisis es más probable que los empleos más estables (como los formales) 
se mantengan, y que estos empleos sean a su vez los mejor remunerados,22 
la caída en la brecha salarial podría mostrar este efecto. Al mantenerse los 
empleos formales (por ejemplo, debido a programas de protección del 
empleo formal, como es el caso del PAEF23), el promedio de ingresos sa-
lariales aumentaría al reflejar la prevalencia de empleos formales con me-
jores condiciones laborales. Por ejemplo, en las personas de los hogares 
más pobres la brecha cayó en 17 p.p. Esta caída en la brecha salarial res-
pondería, entonces, a la caída en la participación laboral y ocupación de 
empleos informales y a la resiliencia de empleos más estables y con mayor 
remuneración. La tabla 2 muestra la brecha salarial promedio en los ingre-
sos laborales en 2020.

Tabla 2
Brecha promedio en ingresos laborales totales según el decil 
de ingreso per cápita en el hogar en que habita, 2020

Decil del 
ingreso

Ingresos totales  
laborales promedio

Brecha 
promedio en 
cada decil del 

ingreso (%)

Cambio en la 
brecha salarial 

(pp)Hombres Mujeres

Más pobre 121.707,8 87.708,49 27,94  -17,03

II 289.834,5 167.242,3 42,30  0,13

III 446.535,1 252.092,6 43,54  -3,14

IV 581.701,1 364.016,5 37,42  -0,98

V 698.418,4 479.062,9 31,41  -2,06

VI 793.737,8 587.081,8 26,04  -0,76

VII 900.711,4 729.745,2 18,98  0,08

VIII 1’055.053 912.175,6 13,54  -5,29

IX 1’333.234 1’219.996 8,49  -3,51

Más rico 3’229.948 2’801.109 13,28  -6,49

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2019b, 2020e).

	 22.	 Los empleos formales se rigen bajo el salario mínimo, mientras que los 
empleos informales en la mayoría de los casos reciben una remuneración 
por debajo de este. 

	 23.	 El Programa de Apoyo al Empleo Formal (PAEF) se implementó en mayo de 
2020 para proteger el empleo formal y el tejido empresarial en los secto-
res económicos más afectados por la crisis.
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***

En esta sección hemos presentado cómo desde antes de la crisis de 
covid-19, las mujeres presentaban una brecha amplia en materia laboral y 
de autonomía de ingresos frente a sus pares hombres. Una brecha que en 
la mayoría de los casos se acentuaba a medida que los ingresos per cápi-
ta del hogar en el que vivían eran menores. Mediante diversos datos he-
mos mostrado cómo las mujeres pobres del país participaban menos del 
mercado laboral que los hombres. Además, aquellas que sí participaban 
sufrían más que los hombres para encontrar un empleo y, cuando lo con-
seguían, ganaban en promedio menos que sus pares hombres. La crisis 
de la pandemia aumentó varios de estos problemas para ellas, pues ahora 
participan menos y tienen una mayor tasa de desempleo.

Entonces, la recuperación de la crisis necesita ser planeada de tal for-
ma que alivie estos problemas del mercado laboral de manera desagregada 
entre hombres y mujeres según el nivel del ingreso per cápita del hogar. 
Un esquema de renta básica no solo tiene el potencial de cerrar las bre-
chas históricas y el impacto de la crisis que se estudia en este documento, 
sino también el potencial de garantizar un piso de protección social que 
asegure la vida digna en el país, especialmente para las mujeres, que, como 
se puede ver, enfrentan múltiples barreras en distintos ámbitos para poder 
llevar a cabo sus proyectos vitales de forma autónoma y digna.
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CAPÍTULO 2

RENTA BÁSICA FEMINISTA:  
UNA PROPUESTA PARA EL 99 %
En su libro Manifiesto de un feminismo para el 99 %, Cinzia Arruzza, Tithi 
Bhattacharya y Nancy Fraser proponen una forma de entender la lucha 
feminista que responda a las tantas y tan múltiples crisis de nuestro tiem-
po. “El feminismo que tenemos en mente”, dicen, es uno que tiene en la 
mira encarar “el desplome de los niveles de vida y el amenazante desastre 
ecológico; las guerras devastadoras y las expropiaciones intensificadas; las 
migraciones en masa recibidas con alambres de púas; el racismo y la xeno-
fobia envalentonados, y la abolición de los derechos ganados con mucho 
esfuerzo, tanto sociales como políticos” (Arruzza et al., 2019). Este ma-
nifiesto fue escrito en 2019, cuando aún la crisis derivada por el covid-19 
estaba fuera de la imaginación de cualquier ciudadano. A esa larga lista, 
entonces, tendríamos que sumarle una pandemia que acentuó todo lo que 
antes ya amenazaba la vida y la dignidad. 

Un feminismo para el 99 % implica rechazar todas aquellas condi-
ciones que afecten el bienestar de la mayoría para beneficiar la libertad y 
la riqueza de una minoría (el 1 %). Poniéndolo en palabras de las autoras 
de esta propuesta, se trata de un “feminismo que defiende las necesidades 
y los derechos de las muchas” (Arruzza et al., 2019, p. 21). Es decir, de las 
mujeres empobrecidas, de las trabajadoras y campesinas, de las migrantes 
y racializadas, de las mujeres trans, de aquellas en situación de discapa-
cidad, de las que habitan la calle, de quienes, como lo dicen las autoras, 
están “alentadas a verse a sí mismas como de ‘clase media’, aun cuando el 
capital no pare de explotarlas” (p. 23). 

Un feminismo del 99 %, sin embargo, no solo prioriza la protección 
de las mujeres que, de muchas maneras, pueden estar explotadas y oprimi-
das. La transformación que busca también precisa de la unión con todos 
los movimientos sociales que claman por ese 99 %. Solo al aliarse con esos 
movimientos, dicen, es posible luchar realmente contra las fuerzas de la 
precariedad y la inestabilidad que gobiernan la vida de tantos.
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En esta sección nos basamos en la idea de que el feminismo, como lo 
sugieren Arruzza, Bhattacharya y Fraser, es uno que debe aportar al 99 %. 
Una de las nociones de política social que parece contribuir a esta agenda 
es la renta básica, una propuesta que lleva enunciándose por años desde 
los sectores progresistas, pero que en los últimos tiempos parece cada vez 
más urgente, apremiante y necesaria para aliviar las múltiples crisis que 
confluyen en la vida contemporánea. En las próximas páginas intentare-
mos trazar algunas ideas con respecto a la necesidad de una renta básica 
que tenga un enfoque feminista y que ayude a forjar un mundo más dig-
no para el 99 %. Para eso, primero, sugerimos algunas ideas para pensar la 
relación entre el feminismo y la política social. Luego de esto profundi-
zamos en las generalidades conceptuales de la política comúnmente co-
nocida como renta básica. Por último, discutimos las ideas, los aportes 
y las críticas feministas que pueden ayudar a que la renta básica sea una 
medida que ponga en el centro el cuidado, la dignidad y la justicia para la 
ciudadanía. 

POLÍTICA SOCIAL FEMINISTA: VIDA MATERIAL, 
RECONOCIMIENTO DEL TRABAJO REPRODUCTIVO 
Y CENTRALIDAD DEL CUIDADO
Uno de los núcleos de la lucha feminista ha sido la crítica y discusión alre-
dedor de la política social. Partiendo de la idea de que el Estado tiene una 
responsabilidad central en la creación y perpetuación de las desigualda-
des (Bolla, 2018, p. 118), muchos movimientos feministas han reclamado 
que sea desde el Estado, entonces, que estas sean atendidas. Las demandas 
de política social son múltiples y variadas, y reflejan una pluralidad en la 
forma de entender las bases de la desigualdad y la dominación. Desde la 
lucha por la libertad en la reproducción y la sexualidad, el reclamo por una 
vida libre de violencia o la crítica hacia la división tajante e injusta entre 
el mundo “productivo” y el mundo doméstico, el feminismo trae consigo 
una de las agendas más comprehensivas y polifacéticas para el cambio de 
la sociedad y del Estado. 

Siguiendo a Nancy Fraser, al pensar en una política social feminis-
ta debemos hacernos las siguientes preguntas: “¿Qué tipo de Estado de 
bienestar puede sostener en mejor medida un nuevo orden de género 
como el que buscamos? ¿Qué versión de igualdad de género, de tantas 
existentes, es la que mejor captura nuestras mayores aspiraciones? ¿Y qué 
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visión de bienestar social es más efectiva para hacerla posible?” (Fraser, 
1994, p. 593). De forma tentativa, respondemos a estas preguntas defen-
diendo una política social que se fije en las condiciones materiales de exis-
tencia, que piense la división sexual del trabajo como una de las bases más 
rígidas de la opresión de las mujeres y que tenga como eje central la ética 
del cuidado.

Una política social feminista y una política social para el 99 % tiene 
como principal exigencia la dignificación de la vida material. Es una que 
se ocupa de los asuntos que cruzan el cuerpo y la vida de ese 99 %, que 
se ocupa del hambre, de la cotidianidad, de la falta de futuros. En el caso 
específico de las mujeres, el feminismo aboga por una política social que 
se concentre en “todas las condiciones que construyen y se reproducen 
[…] la apropiación individual y colectiva de la clase de las mujeres, una de 
cuyas modalidades es la apropiación de su trabajo en la forma de trabajo 
gratuito, en el marco del modo de producción doméstico” (Bolla, 2018, p. 
118). El empobrecimiento de las mujeres, así como el de otros colectivos 
históricamente oprimidos, tiene unas causas y consecuencias particulares 
que deben ser abordadas por la política social y que, en la base, tienen la 
precarización de quienes ya están más empobrecidos y la apropiación de 
las labores no remuneradas. 

De esta manera, la discusión alrededor del reconocimiento del trabajo 
reproductivo o trabajo de cuidado se ha convertido en una de las principa-
les luchas que se dan desde las tribunas del feminismo. Este trabajo ha 
sido conceptualizado por varias teóricas feministas, como Silvia Federici, 
como aquel “que no se reproduce a través de las mercancías, sino que en 
primer lugar se reproduce en las casas” (2018, p. 22). Es decir, como aquel 
trabajo que permite que la vida cotidiana exista y se reproduzca. Desde 
el centro de las críticas feministas a los sistemas económicos ha estado 
el clamor por manifestar que este trabajo debe ser reconocido, valorado 
y redistribuido. Situar a la casa, a la familia y a lo privado como sitio de 
producción y como sitio crucial para el sistema económico ha sido uno de 
los mayores esfuerzos del feminismo. 

En ese sentido, la visión de que el cambio social debe comenzar por 
la “recuperación del trabajo de reproducción, de las actividades de re-
producción, de su revalorización” (Federici, 2018, p. 23) es uno de los 
ejes centrales de la forma en que las mujeres y el feminismo piensan el 
actuar del Estado y la sociedad. De ese modo, la política social feminista 
es necesariamente prospectiva, pues tiene en el centro a la imaginación de 
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mundos posibles: imagina un mundo en el que la división del trabajo en-
tre asalariado y no asalariado no sea una de las bases de las desigualdades 
de género e imagina un mundo en el que la precariedad socioeconómica 
no sea el panorama de la mayoría de la población. 

Si apreciamos la importancia del cuidado, de ese trabajo que aún se 
reclama como invisible, entonces ninguna política social que se enuncie 
feminista puede prescindir de una ética basada en el cuidado, una ética que 
reconozca la interdependencia entre unos y otros. Una ética del cuidado, 
en palabras de Carol Gilligan, puede expresarse en lo que ella llama y re-
clama como una “segunda voz”, una voz que “aboga por las diferencias, por 
el reconocimiento de historias particulares, por el cuidado y el deseo de 
bienestar del otro, por la benevolencia como matriz de las relaciones so-
ciales y del juicio ético” (Gilligan, 1985, p. 35). En otras palabras, se trata 
de una visión ética que lucha por un espacio donde ese otro existe y es re-
conocido en su singularidad. Desde el feminismo se busca un Estado cuya 
política social anteponga la ética del cuidado en todas sus intervenciones 
y que reconozca cada vida como valiosa y digna. 

Si la política social del feminismo es aquella que impulsa la idea de 
proteger la vida material, de centrar el cuidado y de reconocer el traba-
jo reproductivo, lo cierto es que miles de alternativas concretas iluminan 
el camino hacia un aparato de bienestar justo y digno: sistemas públicos 
de cuidado, educación gratuita, salud universal, políticas redistributivas 
y modificaciones fiscales. En este texto nos concentramos en un camino 
que parece cada vez más inaplazable para hacer del feminismo del 99 % 
una realidad: la renta básica. 

¿QUÉ ES UNA RENTA BÁSICA?
Tal como también lo desarrollan Newman y Guzmán en el prólogo de este 
libro, hoy, en Colombia, más del 40 % de la población es pobre y un 30 % 
está en condición de vulnerabilidad. Las terribles cifras de pobreza, así 
como la desigualdad excesiva, perjudican la cohesión comunitaria, pue-
den acentuar el conflicto social y llevar a tasas de crecimiento económico 
bajo (Berg y Ostry, 2011).

Ante este panorama, ha adquirido importancia el debate sobre la 
pertinencia de medidas de protección social que aseguren la satisfacción 
de las necesidades básicas de todas las personas, especialmente en un mar-
co de amplias brechas socioeconómicas. Durante mucho tiempo, los paí-
ses han implementado diferentes estrategias de política social para luchar 
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contra la desigualdad y alcanzar la inclusión social. Mientras en econo-
mías desarrolladas las políticas fiscales se han basado en impuestos direc-
tos y transferencias (medidas que han logrado reducir la desigualdad en 
un tercio), en países en desarrollo la redistribución ha sido más limitada 
basándose en impuestos indirectos regresivos y menos gasto fiscal (FMI, 
2017). En este contexto, la posibilidad de adoptar una política de renta 
básica ha acaparado la mayoría de los debates sobre política social como 
respuesta ante la crisis y ha sido una de las demandas más persistentes de 
los movimientos sociales. 

El concepto de renta básica consiste en la entrega de una transferencia 
monetaria a los ciudadanos y residentes permanentes. A diferencia de los 
actuales programas de transferencias monetarias condicionadas implemen-
tados en muchos países del Sur Global, especialmente en América Latina, la 
renta básica no requiere de una contraparte del receptor. 

Como lo explicó durante años el sociólogo Erik Olin Wright, uno 
de los más fuertes defensores de las políticas de renta básica, este tipo de 
iniciativas buscaban “llegar a un sistema de redistribución que garantizara 
a toda la población un mínimo de autonomía económica y un cierto nivel 
digno de vida” (2006). En otras palabras, para Wright la renta básica im-
plicaba, ante todo, una oportunidad para decidir “si queremos retirarnos 
de la fuerza de trabajo remunerada para involucrarnos en actividades que, 
al menos por ahora, no son remuneradas” (2006). 

Una renta básica incondicional ha sido propuesta para afrontar la 
pobreza y la desigualdad por sus varias ventajas. Por ejemplo, una renta 
básica podría generar un mayor equilibrio en la relación entre empleado 
y empleador, así como libertad para que los trabajadores, muchas veces 
inmersos en condiciones indignas de trabajo, puedan buscar mejores op-
ciones lejos de la explotación laboral (Olin Wright, 2006). Además, si 
se piensa en una renta básica lo suficientemente generosa, las personas 
podrían dedicarse, si así lo desean, a actividades que en un contexto ca-
pitalista pueden verse como improductivas: trabajo de cuidado, involu-
cramiento en las artes como modo de vida, política comunitaria o barrial 
y otros proyectos y servicios que puedan beneficiar a los colectivos y las 
comunidades (Wright, 2006). 

La renta básica puede ser universal (RBU) o garantizada (RBG). La 
diferencia principal entre el esquema de RBU y el RBG, es que mientras 
en el primero la transferencia monetaria no está focalizada a una pobla-
ción específica bajo ciertos criterios de elegibilidad, el segundo esquema 
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sí contempla una focalización del gasto, específicamente a población en 
situación de pobreza monetaria, pobreza multidimensional o en situación 
de vulnerabilidad económica.1 Otra característica particular de la RBG es 
que el monto de la transferencia varía según el nivel de ingresos de la per-
sona u hogar beneficiario, de modo que asegure un monto mínimo igual 
para todas quienes la reciben. Si bien esta discusión no es nueva (Bidada-
nure, 2019), la actual coyuntura y la evidencia emergente sobre sus impac-
tos han hecho que gobiernos alrededor del mundo contemplen políticas 
de renta básica dentro de sus portafolios de programas sociales. 

En comparación con la RBG, la RBU puede ser más efectiva para 
combatir la pobreza y la desigualdad ante restricciones de información, al-
tos costos administrativos y otros obstáculos como el estigma social (Ba-
nerjee y Duflo, 2021). Enfrentadas, como estamos, a una transición tec-
nológica y a la automatización del trabajo, la RBU puede ser fundamental 
para aliviar los impactos económicos de la incertidumbre y la pérdida de 
empleos de este proceso, e incluso para ayudar a los hogares en el desarro-
llo de reformas estructurales.

Por otra parte, la universalidad de la RBU implica que no haya con-
diciones para recibir la transferencia monetaria. Esto alivia la creencia de 
una exclusión injusta de los programas que pueden desalentar la solicitud, 
o incluso de un pesimismo sobre las consecuencias del incumplimiento 
de las condiciones del programa en el caso de las transferencias mone-
tarias condicionadas (Banerjee y Duflo, 2021). Adicionalmente, algunos 
experimentos han mostrado que muchas personas se resisten a solicitar el 
acceso a este tipo de programas debido al estigma social que representa 
ser pobre (Whitmore, 2009). También se ha encontrado que, en progra-
mas con condiciones como la asistencia escolar, las familias se excluyen 
por el miedo a sufrir la vergüenza de un mal comportamiento (Benhas-
sine et al., 2015). Esto tiene graves implicaciones, sobre todo cuando los 
hogares donde los niños y las niñas que tienen un mayor riesgo de aban-
donar la escuela se autoexcluyen de estas ayudas por temor a no cumplir 

	 1.	 Es importante mencionar que las definiciones de renta básica garantizada 
pueden variar ligeramente. Para algunos autores este tipo de renta es 
conceptualmente la universal, pues las personas con ingresos mayores al 
monto de la renta recibirían un descuento tributario por el total del monto 
de la renta básica, por lo que solo se diferenciaría en que no se haría una 
transferencia directa a este grupo de personas sino un gasto tributario 
(Reyes, 2020, p. 6).
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los requisitos del programa. Es necesario, entonces, que las transferencias 
incondicionadas sean presentadas como una manera de ayudar a las fami-
lias a educar a sus hijos o aumentar los controles médicos, entre otros, en 
lugar de que deban cumplir con este tipo de condiciones para acceder a la 
transferencia. 

Ahora bien, aunque las políticas fiscales cuentan con varias herra-
mientas para aliviar la desigualdad socioeconómica, como la política tribu-
taria, en economías en desarrollo y mercados emergentes estas se quedan 
cortas. En Colombia, por ejemplo, el estatuto tributario no logra reducir la 
desigualdad después de impuestos. Al igual que otros países, el bajo recau-
do y el uso de impuestos y gastos regresivos, no permiten a la política fiscal 
del país reducir significativamente la desigualdad económica.

Una renta básica ayudaría a disminuir la desigualdad de las econo-
mías. Según las estimaciones del Fondo Monetario Internacional (FMI), 
en países como México o Sudáfrica un ingreso anual por persona del 25 % 
del ingreso mediano de mercado2 puede significar una reducción de más 
de 10 puntos porcentuales sobre la incidencia de la pobreza y 5 puntos 
GINI. Si bien los costos fiscales pueden representar entre 2 y 3 puntos 
porcentuales del PIB, siguen siendo costos relativamente menores de los 
que necesitan países desarrollados para implementar una renta básica del 
mismo tamaño. 

Además de la reducción de la desigualdad de ingresos, la renta bá-
sica también tiene impactos en el poder de negociación de las personas. 
Por ejemplo, estas transferencias pueden funcionar como un ingreso “col-
chón” para aquellos individuos que pierden el empleo o tienen malas con-
diciones laborales. Esto aumentaría su salario de reserva3 e incluso podría 
aumentar el poder de los trabajadores para exigir condiciones laborales 
dignas. 

Si bien la renta básica es un programa de protección social a toda la 
población o a aquella de menores ingresos, hay que tener en cuenta las 
desigualdades existentes entre las personas –tanto las socioeconómicas, 
como las de género–. Perseguir objetivos de inclusión social y de quie-
bre de las desigualdades intergeneracionales está ligado con trascender 
la división sexual del trabajo (OIT et al., 2012). Incorporar un enfoque 

	 2.	 Esto se refiere al ingreso neto disponible después del pago de impuestos.
	 3.	 El salario de reserva es el nivel mínimo de salario por el cual el individuo 

está dispuesto a trabajar. 
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feminista en los programas de renta básica requiere articular las garantías 
básicas de un ingreso mínimo con el acceso a servicios esenciales que per-
mitan alejarse de las concepciones sociales sobre el rol de la mujer en la 
organización familiar. También requiere que las transferencias monetarias 
se giren a nombre de las mujeres. El hecho de que sea la mujer quien reci-
ba la ayuda es un mecanismo que puede restituir el equilibrio de poder en 
los hogares y así permitirles a las mujeres tomar decisiones sobre lo que 
consideren importante para su desarrollo y bienestar. 

Algunos sectores han realizado críticas a los esquemas de renta bási-
ca. Estas críticas suelen concentrarse en tres ejes: i) el uso inadecuado de 
una parte de los recursos, ii) el alto costo fiscal y iii) que puede desincen-
tivar la participación en el mercado laboral. 

La primera preocupación está ligada sobre todo a una renta básica de 
carácter universal y nace, precisamente, de la universalidad del programa, 
pues el hecho de que toda la población de un país esté cubierta implica 
que hay personas que reciben estas ayudas sin necesitarlas. Sin embargo, 
para evitar esto, se debe propender por que el contrato social entre indi-
viduos y el mismo Estado fomente la empatía y la aversión a la desigual-
dad, y garantice el uso adecuado de los recursos. En algunos programas 
sociales, por ejemplo, se ha visto que la población que hace parte del error 
de inclusión4 de transferencias monetarias está dispuesta a devolver o no 
recibir las ayudas (The Economist Times, 2016). De la misma forma, si se 
tuviese un sistema tributario progresivo, los hogares de mayores ingresos 
que recibirían estas transferencias las devolverían mediante el pago de im-
puestos personales.

En segundo lugar, están los altos costos fiscales. Esta preocupación 
es sin duda de las más relevantes, sobre todo, en los países donde el presu-
puesto nacional es apretado. Los argumentos en contra de los esquemas 
de renta básica se centran principalmente alrededor de su viabilidad fiscal 
y sostenibilidad en el tiempo. Esto cobra una especial importancia en los 
países del Sur Global, donde la cantidad de recursos fiscales que dispo-
nen los Estados para desplegar programas sociales y establecer sistemas 
de protección social son significativamente menores a los de países del 
Norte Global. Por ejemplo, la cantidad de recursos tributarios, como pro-
porción del PIB, para la región de América Latina y el Caribe es del 23,1 % 

	 4.	 Un error de inclusión en un programa social es el de incluir personas u 
hogares que no cumplen con las condiciones para ser beneficiarias. 
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del PIB, la africana del 17,2 %, mientras que los países miembros de la 
OCDE cuentan en promedio con ingresos tributarios del 34,3 % del PIB 
(Rodríguez, 2020, p. 6). 

La implementación fiscal de estos programas puede incluso llevar 
al desmonte de otros programas sociales. Como mencionamos, la incon-
dicionalidad de la renta básica debe ser presentada como una ayuda para 
que los hogares sigan cumpliendo con los objetivos de desarrollo personal 
y social. Entonces, un esquema de renta básica debe ser diseñado no solo a 
partir de las condiciones fiscales de un país, sino también de una comple-
mentariedad con los otros programas sociales actuales. 

Por lo anterior, es crucial que cualquier proyecto de renta básica esté 
acompañado por una ambiciosa reforma fiscal, que logre corregir los ele-
mentos estructurales de los sistemas tributarios que impiden un alto re-
caudo. Como planteamos en el siguiente capítulo, implementar un esque-
ma de renta básica como el que proponemos puede costar varios puntos 
del PIB, por lo que se necesitaría elevar el recaudo a niveles comparables al 
promedio latinoamericano. Esto, aunque puede parecer una tarea titánica 
por las restricciones de economía política que existen a la hora de aprobar 
reformas tributarias estructurales, también es un imperativo para poder 
imaginarnos sociedades en donde el Estado cumple con sus obligaciones 
mínimas en materia de derechos humanos.

Por último, están los impactos esperados en la oferta de la mano de 
obra. Sin embargo, y como se mostrará más adelante, no existe evidencia 
de que las transferencias de dinero hagan que las personas trabajen menos 
(Banerjee et al., 2017). Al contrario de lo que señala esta crítica, en países 
en desarrollo el dinero recibido les permite trabajar a los individuos que 
son muy pobres. Esto se da porque recibir un ingreso extra libera a los ho-
gares de tomar decisiones por supervivencia (es decir, para ganar el pan de 
cada día), lo que les permite hacer inversiones como la educación de los 
miembros del hogar, la participación de las mujeres dentro del mercado 
laboral (Banerjee et al., 2020), la creación de empresas o la migración en 
búsqueda de un trabajo mejor (Banerjee y Duflo, 2021). 

¿Qué dice la evidencia?
Si bien ningún país ha adoptado una renta básica de manera generalizada 
y como política social permanente, existe evidencia de algunos casos de 
proyectos piloto temporales o programas a nivel subnacional que permi-
ten destilar algunas conclusiones sobre los impactos de esta política. A 
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nivel nacional, países como Finlandia, Mongolia o Irán han adoptado este 
tipo de políticas por un periodo corto de tiempo (Gentilini et al., 2019; 
Kangas et al., 2019). Los resultados preliminares sobre los impactos de 
esta medida en Finlandia muestran mejoras en la salud mental y en la ca-
lidad de vida percibida por los receptores de la renta básica, al igual que 
efectos positivos (aunque leves) en el empleo (Kangas et al., 2019). En 
el caso de los programas locales, como los proyectos llevados a cabo en 
Kenia o Alaska, los impactos también parecen ser favorables. Las evalua-
ciones muestran que los receptores de estas transferencias en Kenia au-
mentaron sus activos, su consumo, su seguridad alimentaria y su bienestar 
mental, mientras que en Alaska aumentaron los trabajos de medio tiempo 
y se presentó un mayor acceso a educación entre la población juvenil re-
ceptora más vulnerable (Haushofer y Shapiro, 2016; Jones y Marinescu, 
2018). Al igual que en Finlandia, tampoco se presentaron disminuciones 
en el empleo, lo que lleva a pensar que las críticas enfocadas en este posi-
ble efecto negativo no han encontrado respaldo en la evidencia (Banerjee 
et al., 2017). Adicionalmente, los resultados de estos proyectos piloto pa-
recen mostrar que estas transferencias no condicionadas también logran 
los objetivos de política propuestos con las transferencias condiciona-
das, como la educación, el empleo o la acumulación de activos. Si bien 
la evidencia que presentamos aquí puede carecer de validez externa, es 
importante que en los distintos casos evaluados los resultados positivos 
–y la ausencia de los impactos negativos en el empleo por los que se le 
critica– hayan sido consistentes, lo que nos ayuda a entender los impactos 
potenciales de un esquema de renta básica en Colombia.

En Colombia, desde el inicio de la pandemia, el gobierno implemen-
tó el PIS dentro del paquete de medidas para contrarrestar los impactos en 
los hogares informales de menores recursos. El programa, en su primera 
etapa, consistió en entregar giros de 160.000 COP (aproximadamente 40 
USD) mensuales a 3 millones de hogares pobres o vulnerables hasta el 
mes de septiembre del año 2021. Con la aprobación de la reforma fiscal 
de 2021, el programa se modificó, de forma que a partir de julio del 2022 
el monto no será igual, sino que cubrirá la brecha entre los ingresos del ho-
gar y la línea de pobreza (algo más parecido a una RBG). Este programa, al 
ser esta una transferencia monetaria no condicionada que se otorga perió-
dicamente a los hogares colombianos, puede ser considerado un esquema 
de renta básica en época de crisis. 
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Una evaluación reciente del PIS muestra que, si bien el programa se 
queda corto en términos de monto y cobertura, su implementación au-
mentó la probabilidad en los hogares beneficiarios de mantener algún tipo 
de ingreso e incrementó su gasto en educación. También puede verse que 
el programa aumentó el consumo de alimentos en los hogares que perdie-
ron una gran parte de sus ingresos producto de la crisis, y que este tiene 
el potencial de tener impactos positivos en la inclusión financiera a largo 
plazo, pues se evidencia un aumento de apertura de cuentas bancarias en 
la población receptora. Finalmente, y en concordancia con la evidencia 
analizada, tampoco se encontró ningún desincentivo generado por el pro-
grama a la participación en el mercado laboral (Gallego et al., 2021). 

Si bien el programa tuvo efectos positivos, existen críticas alrededor 
de la magnitud de la transferencia. El monto de los giros se encuentra por 
debajo de la línea de pobreza extrema y se asigna por hogar, por lo que no 
es suficiente para asegurar el mínimo vital de la población más necesitada 
(Dejusticia y Centro de Pensamiento de Política Fiscal, 2020). También 
hubo reportes de familias que quedaron excluidas del programa, aunque 
se encontraban en condición de pobreza monetaria o vulnerabilidad. De 
hecho, en 2020 desde Dejusticia presentamos una acción de tutela para 
que varias mujeres cuidadoras, en situación de pobreza o vulnerabilidad, 
pudieran acceder a este programa porque no habían sido incluidas a pesar 
de necesitar las ayudas. 

El caso de Colombia es un buen ejemplo de los dilemas y retos que 
experimentan los países del Sur Global para adoptar una renta básica. En 
primer lugar, su limitada capacidad fiscal no permite implementar esque-
mas de transferencias universales y con montos que aseguren un piso mí-
nimo que garantice la dignidad humana. En segundo lugar, al tener siste-
mas tributarios poco progresivos, una RBU resultaría injusta al otorgar 
recursos a hogares que no lo necesitan y que no la devolverían vía impues-
tos. Teniendo en cuenta estas restricciones, un esquema de RBG focali-
zado en la población pobre y vulnerable podría tener más sentido como 
un primer paso en la dirección de una RBU en los países del Sur Global 
(Duflo y Banerjee, 2020).

La política social tiene un rol importante a la hora de proteger a las 
personas históricamente marginadas. La crisis de la pandemia mostró la 
necesidad de los programas de protección social y la falencia de las estruc-
turas precrisis. Si bien la renta básica puede implicar un costo fiscal consi-
derable, es necesario que nuestro sistema incluya la dignidad y el respeto 
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de las personas a la hora de ofrecer ayudas institucionales. En países como 
Colombia, gran parte de la población corre el riesgo de quedar a la deriva. 
La renta básica es una forma de darle un piso a esa población, de poner el 
cuidado en el centro, de preocuparse por la vida material: por el hambre, 
el despojo, la angustia de poder llegar al día siguiente y la falta de oportu-
nidades de educación y trabajo digno. 

HACIA UNA RENTA BÁSICA FEMINISTA: REFLEXIONES 
FEMINISTAS SOBRE RENTA BÁSICA5

La renta básica no ha sido ajena a las reflexiones feministas. Por su poten-
cia para brindar mejores condiciones de vida a los grupos más vulnerables, 
desde los estudios de género y feministas se han apoyado versiones de esta 
política que sean no condicionadas, que sean suficientes y que pongan en 
el centro de la discusión no solo los agravios particulares de las mujeres, 
sino la necesidad de tener políticas sociales basadas en el cuidado de todas 
y todos (Porta y Babiker, 2020). 

Frente a esto, varias activistas han aprovechado las herramientas teó-
ricas y políticas del feminismo para proponer una renta básica sensible a 
las condiciones singulares que viven las mujeres, en especial las mujeres 
racializadas, empobrecidas, aquellas que no cuentan con un piso material 
para sobrevivir, tienen altas cargas de trabajo de cuidado no remunerado, 
son madres solteras o están obligadas a ejercer trabajos sumamente preca-
rios (Federici, 2013). Tomarnos en serio un feminismo para el 99 % nos 
obliga a pensar en políticas que estén destinadas a paliar las desigualdades 
e injusticias que afectan la experiencia vital, tan singular y única, de los 
grupos más afectados de la sociedad. Sin embargo, también nos obliga a 
pensar en otras medidas que abarquen, de manera colectiva, a ese 99 %. La 
renta básica es una de esas medidas. 

Contra lo que podría ser un entendimiento inmediato y parcial, cree-
mos que una renta básica feminista no debería estar enfocada solo en las 
mujeres, sino que debe incluir a todos los ciudadanos que, de alguna u 
otra forma, pueden beneficiarse de un ingreso mínimo periódico. La fuer-
za práctica de las herramientas feministas reside allí (The Care Collective, 
2020): estas nos enseñan que el cuidado es algo necesario para sostener 
y reproducir la vida, para crear lazos con otros y otras, y para tener un 

	 5.	 Esta sección está parcialmente basada y retoma elementos de Dávila 
(2020).
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mundo justo y digno que le pertenezca al 99 % de la población –que in-
cluya a mujeres, hombres, niñas, niños– y no solo al 1 % (Arruzza, 2019). 
Por esa razón, si nos tomamos en serio los aportes éticos del feminismo, 
veremos que una renta básica deberá servir para eso, para proteger al 99 %. 

De nuevo, una interpretación inmediata llevaría a algunas personas 
a preguntarse si la renta básica (garantizada o universal) no es exclusiva-
mente para las mujeres, ¿qué es lo que la hace feminista? Además de ser 
una política enraizada en el imperativo ético del cuidado y en la necesidad 
de proteger a ese 99 % mayoritariamente desprotegido, la renta básica es 
una pieza de la política social que, de implementarse de manera adecuada, 
puede tener impactos singulares en la vida de las mujeres. 

En muchas de las discusiones feministas sobre renta básica (Fede-
rici, 2018), esta suele anunciarse como una política que puede beneficiar 
a las mujeres cuidadoras que no tienen compensación alguna, precisa-
mente por la invisibilización y el menosprecio del trabajo reproductivo y 
de cuidado. Ver la renta básica como una suerte de compensación para las 
mujeres cuya vida se gasta no en las fábricas ni en las oficinas (o no exclu-
sivamente), sino también en el hogar, implica reconocer, como se ha he-
cho desde el feminismo, que “el capital debe pagar de igual manera por el 
trabajo productivo que por el trabajo reproductivo” (Zelleke, 2021), pues 
su existencia depende de ambos. De hecho, más allá de una compensación, 
se ha hablado incluso de reparación. Como lo menciona Silvia Federici, la 
lucha por el reconocimiento monetario del trabajo de cuidado no remu-
nerado “abre, tanto para los asalariados como para los no remunerados, el 
debate acerca de la duración real de la jornada laboral […] en términos de 
clase esto supone la exigencia de un salario por cada momento de nuestra vida 
al servicio del capital” (Federici, 2018, pp. 46-47) (énfasis agregado). 

Un argumento a favor de ver la renta básica como una compensación 
o reparación (al menos parcial) al trabajo doméstico no remunerado es 
que “un ingreso mínimo disminuye la división tajante entre trabajo remu-
nerado y no remunerado, brindando a todos los beneficiarios la posibili-
dad de combinar uno y otro de forma equitativa, no de escoger uno u otro, 
ni de distribuirlo con base en el género” (Zelleke, 2021). Reconocer mo-
netariamente el trabajo de cuidado no remunerado, además, “hace visibles 
esas labores que están en la base de todo el sistema que genera ingresos y 
riqueza” (Zelleke, 2021). 

Por supuesto, la visión de que el trabajo de cuidado no remunerado 
debe tener una compensación en la forma de renta básica no ha estado 
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exenta de debate. Sectores feministas han declarado que la remuneración 
de este tipo de trabajo podría verse como una forma de reforzar la idea 
de que las mujeres son las cuidadoras por excelencia y fallaría en mate-
rializar la crítica feminista a la división sexual del trabajo. Este debate ha 
estado presente en la esfera pública desde la década de los setenta, con el 
nacimiento del movimiento Wages for Housework (Salarios para el trabajo 
doméstico), el cual exigía reconocimiento monetario para el trabajo que 
las mujeres ejercían en el hogar. Su petición central era que el “centro de 
gravedad de la economía no debe estar constituido exclusivamente por el 
trabajo asalariado y la producción de mercancías, sino por la producción 
y reproducción de la fuerza de trabajo, y especialmente por la parte de 
este trabajo que las mujeres llevan a cabo en casa” (Federici, 2018, p. 95). 
A la vez, sin embargo, afirmaban que la exigencia de una compensación 
no era equivalente a exigir un precio por sus cuerpos ni a cristalizar un 
rol de cuidadoras exclusivas. Por el contrario, sugerían que su lucha hacía 
parte de algo más grande y potente: “nuestro objetivo es no tener precio, 
valorarnos fuera del mercado, que el precio sea inasumible, para que el 
trabajo reproductivo, el trabajo en la fábrica y el trabajo en la oficina sean 
antieconómicos” (p. 49). 

Las líneas de este debate se replican hoy en día y las respuestas pa-
recen ser similares. Por un lado, se exige remuneración, compensación, 
reparación. Por otro, se enuncia que esta no es la lucha última, sino que 
el objetivo mayor está en desmontar los imaginarios alrededor del trabajo 
reproductivo, en reconocer la necesidad del cuidado en la vida cotidiana y, 
como consecuencia, en redistribuirlo. De esa forma, la renta básica puede 
ser un instrumento para labrar este camino y, al hacerlo, contribuir a cerrar 
una brecha de poder. 

En otros frentes, los movimientos feministas han señalado que la 
renta básica puede ser una alternativa para aliviar la vulnerabilidad socioe-
conómica, las violencias y la explotación laboral que aquejan a muchas 
personas alrededor del mundo. En otras palabras, para dignificar la vida 
material. Ha sido en el contexto de la crisis por covid-19 que esta posibi-
lidad ha adquirido un tono de necesidad: ante los estragos de esta crisis, 
varias voces se han unido para apoyar una renta básica que pueda aportar 
a la dignidad socioeconómica (Weeks y Thibos, 2019). Se ha hecho én-
fasis en la necesidad de una renta básica que pueda ayudar a las mujeres 
más pobres a ganar un piso mínimo de dignidad. Mujeres cabeza de hogar, 
mujeres que no tienen otro camino más que ejercer labores precarizadas o 
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aquellas que son excluidas del mercado de trabajo formal podrían liberar-
se de las cadenas de vulnerabilidad y estigmatización si les fuera posible 
contar con un sustento periódico y suficiente que les permita cubrir sus 
necesidades (Schulz, 2017).

En la misma línea, se ha señalado que la renta básica puede reducir 
la dependencia de las mujeres respecto de los hombres, en especial sus 
parejas, familiares o empleadores. En un manifiesto firmado por activistas 
feministas y publicado a mediados de 2020 se indica que los recursos eco-
nómicos pueden ayudar a las mujeres a “salir de una situación de violencia 
machista en la relación de pareja (...) o a no tener que soportar condicio-
nes laborales insultantes o abusos sexuales en el ámbito laboral por ser 
despedida” (Renta Básica Feminista, s. f.). Al garantizar recursos básicos y 
dignos de supervivencia, muchas mujeres tendrían las vías materiales que 
hoy no tienen para dejar relaciones abusivas, violentas y de explotación. 

El feminismo, sin embargo, no solo ha sido un lente para resaltar las 
bondades y la necesidad de la renta básica. También ha servido como una 
herramienta crítica para complementar y fortalecer su contenido y, sobre 
todo, para señalar cómo las políticas de renta básica podrían transformar 
la vida de las mujeres (y la ciudadanía en general) y crear sociedades que 
pongan en el centro el cuidado de todos y el sostenimiento de la vida 
(Castro, 2015). La mirada feminista nos ayuda a ver las potencialidades 
de una renta básica orientada a proteger la vida material de los individuos, 
pero también nos enfrenta a las limitaciones de una política social que no 
puede actuar en solitario, sino que necesita articularse con otras para tener 
un potencial transformador. Esas otras políticas, como lo mostraremos a 
continuación, tienen que ver con el robustecimiento de los programas es-
tatales de cuidado y con la mejora de los sistemas de salud, educación y 
vivienda, entre tantas más. Así mismo, desde el feminismo se ha enfatiza-
do en la necesidad de que, más allá de una política para satisfacer las nece-
sidades básicas de los individuos, la renta básica debe funcionar como un 
“programa redistributivo”, pues solo así “tendrá un efecto emancipatorio” 
(Zelleke, 2021).

¿Qué características mínimas, entonces, debería tener una renta 
básica que se enuncie como feminista? Retomando distintas reflexiones 
que se han gestado desde movimientos feministas, planteamos algunos 
elementos que son necesarios para pensar en una renta básica que se pro-
ponga estar del lado del 99 %, que tenga en el centro el cuidado de todos y 
todas, y que priorice la dignificación de la vida material. 
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La renta básica feminista es sensible 
a la división sexual del trabajo
Como lo mencionamos, una renta básica coherente con los postulados 
feministas está orientada a abordar, al menos de forma parcial, la des-
igualdad que nace de la división sexual del trabajo y del desdén hacia el 
trabajo de cuidado no remunerado. Una de las mayores preocupaciones 
que se enuncian desde el feminismo (Cox, 2019) frente a muchos de los 
discursos actuales sobre renta básica es que, hasta ahora, ninguna de las 
propuestas viene acompañada de una crítica a la distribución desigual de 
las labores de cuidado. 

Aunque las activistas feministas señalan que la renta básica no va a 
arreglar, por sí misma, el modelo de distribución de los cuidados, al menos 
confían en que venga acompañada de reflexiones y modelos estatales de 
cuidado que permitan avanzar hacia las demandas de las mujeres. En un 
conversatorio reciente, la profesora Sandra Ezquerra señaló que si la renta 
básica no cuestiona las bases de la división sexual del trabajo “puede re-
forzar lo existente en lugar de transformarlo” (Sin género de dudas, 2020). 
En el mismo sentido, la profesora feminista Carmen Castro ha señalado 
que la renta básica tiene una visión puramente monetaria de la pobreza e 
ignora otras esferas que son en extremo desiguales y que también contri-
buyen al empobrecimiento de las mujeres, tales como la rutinización de 
las labores de cuidado en sus hombros. De allí que sea crucial formular 
propuestas de renta básica que tengan en cuenta el conocimiento y las re-
flexiones feministas. 

La exigencia de que las políticas de renta básica sean sensibles a la 
división sexual del trabajo implica, en la práctica, varios escenarios y ele-
mentos. Esta política social, como lo explicamos, podría escuchar el eco 
de los movimientos feministas y plantearse, al menos en parte, como una 
compensación o reconocimiento a quienes han dedicado su vida al tra-
bajo de cuidado no remunerado. Una política así no pretendería que las 
mujeres quedaran cristalizadas como las cuidadoras por excelencia. Por el 
contrario, buscaría reconocer todo tipo de trabajo de cuidado no remune-
rado como el que produce los cimientos de la sociedad. En términos ma-
teriales, entonces, podrían pensarse propuestas como otorgar un monto 
adicional a aquellas personas que se dediquen exclusivamente a labores 
de cuidado no remunerado, en especial en los sectores más empobrecidos 
de la sociedad, o a las madres solteras cabeza de hogar –quienes, al menos 

https://link.springer.com/chapter/10.1007/978-3-030-14378-7_4
https://www.youtube.com/watch?v=1bT41VwPVD8
http://vientosur.info/IMG/pdf/VS140_C_Castro_Algunas_reflexiones_feministas_sobre_la_Renta_Basica-2.pdf
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en América Latina, son uno de los grupos que más engrosan las cifras de 
pobreza–. Las soluciones concretas de política, entonces, pueden ser ex-
tensas y variadas, y responder tanto a la necesidad de proteger a quienes la 
precariedad afecta en mayor medida y de reconocer a quienes cargan con 
los más grandes pesos de trabajo reproductivo. 

Por demás, una renta básica feminista debería estar acompañada de 
la creación de sistemas estatales y distritales de cuidado que presten los 
servicios necesarios para reconocer y redistribuir las cargas que hoy están 
en los hombros mayoritariamente de mujeres. Esto, a su vez, está conec-
tado con la exigencia de que las políticas de renta básica no deben crearse 
como un reemplazo de los sistemas de bienestar en los Estados. En otras 
palabras, esta renta no puede ser una excusa para que los países omitan sus 
obligaciones de brindar servicios básicos como educación, salud o trans-
porte de calidad. Por el contrario, la renta básica debe hacer parte de un 
proyecto más amplio de fortalecimiento en la provisión de estos servicios 
públicos. 

La renta básica feminista es digna y suficiente
“No nos valen rentas básicas que estén por debajo del umbral de pobreza, 
porque, en ese caso, siempre tendremos que complementarlo con algo, 
para lo que nos ofrecerán miserias” (Renta Básica Feminista, 2021), seña-
ló un grupo de mujeres feministas de España ante la necesidad de contar 
con sustentos que permitan tener una vida digna. Estas palabras resue-
nan ante la aparición de políticas de emergencia que falsamente se hacen 
llamar “renta básica”, cuando no alcanzan para cubrir los costos de una 
canasta básica de bienes y servicios alimentarios. Como ya lo planteamos, 
la renta básica puede tener un gran impacto en la vida de las mujeres vícti-
mas de violencia o en situación de desempleo, explotación laboral o mar-
ginalidad económica. Sin embargo, estos beneficios solo pueden lograrse 
si la renta básica es suficiente para vivir una cotidianidad digna, si es sufi-
ciente para poder escoger entre distintos esquemas de vida y si no se redu-
ce simplemente a un subsidio ínfimo (Renta Básica Feminista, 2021). En 
el mismo sentido, una renta básica también es digna cuando “está ligada a 
la preservación y ampliación de los servicios públicos destinados a satis-
facer los derechos económicos y sociales de la población” (El País, 2019). 
Esto es crucial, pues, como esta pandemia lo ha demostrado, cuando estos 
servicios no se prestan de manera pública, las cargas terminan cayendo en 
los hombros mayoritariamente de las mujeres. 
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La renta básica feminista no 
sigue enfoques familistas
Alrededor del mundo, varios países han intentado paliar las desigualda-
des horizontales y verticales mediante acciones que benefician específica-
mente a las mujeres. Sin embargo, muchas de estas medidas están edifica-
das sobre la idea de que las mujeres únicamente son ciudadanas valiosas o 
merecedoras de la política social en cuanto ejerzan un rol dentro de la fa-
milia –preponderantemente el rol de madres o cuidadoras–. Por ejemplo, 
en el caso de Myanmar (Livelihoods and Food Security Fund, s. f.), las 
ayudas estatales están destinadas a mujeres embarazadas o con niños me-
nores de dos años. En Jamaica (Cepal, s. f.), a su vez, las transferencias es-
tán dirigidas madres adolescentes, a quienes se entregan pañales y comida 
y, además, se enfocan en asegurar el acceso a la alimentación de aquellas 
mujeres que están embarazadas. Es común encontrar políticas de trans-
ferencias que focalicen a este tipo de grupos como receptores de ayudas 
estatales. Nuestro objetivo no es criticar directamente este tipo de trans-
ferencias, pues reconocemos que tienen el objetivo de proteger a las mu-
jeres más vulnerables y que puedan tener mayores cargas de cuidado. No 
obstante, sin ánimo de desconocer las posibles virtudes de estas políticas, 
es preciso que cuando hablemos de una renta básica, no solo hablemos de 
las mujeres como madres, pues este discurso invisibiliza a otras mujeres 
empobrecidas (sean madres o no), como habitantes de calle, trabajadoras 
sexuales, mujeres campesinas, mujeres trans, migrantes, con discapacidad, 
quienes merecen ser parte de un pacto económico estructural con inde-
pendencia de sus decisiones reproductivas. 

Una renta básica feminista, para nosotras, es aquella que, idealmen-
te, no perpetúa modelos familistas, esto es, modelos en los que la mujer 
tiene un valor en cuanto es madre o tiene a otros y otras a cargo. La renta 
básica, entonces, puede complementarse con transferencias de este tipo, 
en cuanto reconocen que las mujeres madres, embarazadas y empobre-
cidas cargan con una mayor vulnerabilidad. Sin embargo, la focalización 
basada en un enfoque familista no puede ser el centro de una renta básica 
que luche por paliar la situación de pobreza de todas las mujeres. 
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LA RENTA BÁSICA FEMINISTA TIENE 
UNA VOCACIÓN DE PERMANENCIA
Si realmente se está del lado del sostenimiento de la vida material y de la 
idea de que las crisis revelan estructuras e interacciones ya presentes, la 
renta básica debe contemplarse como un ingreso que no solo existe en una 
condición de emergencia, sino que se establece como un derecho funda-
mental de la ciudadanía y como parte de un sistema amplio de bienestar. 
Una renta básica sería inocua si no se propone remediar las desigualdades 
de largo aliento que eran previas a las situaciones de crisis. En ese senti-
do, una renta básica permanente (o al menos pensada a largo plazo) es 
necesaria para que los grupos pobres o vulnerables –en particular cuando 
son las mujeres– puedan mejorar sus condiciones socioeconómicas. De 
lo contrario, si una ayuda económica solo existe en tiempo de emergencia 
(como una pandemia), sería muy difícil que tuviera efectos en términos 
de movilidad social, acceso a bienes básicos, mejoramiento de la calidad 
de vida y potenciamiento de la autonomía económica. 

A partir de la lectura de los aportes feministas a la discusión de renta 
básica, puede decirse que una renta básica feminista, entonces, es aquella 
que cuenta al menos con estos cuatro aspectos que acabamos de men-
cionar: la existencia de un monto suficiente, la vocación de largo plazo, la 
necesidad de implementar políticas paralelas de protección social y que 
sea una renta no familista son propuestas feministas porque tienen el cui-
dado de la ciudadanía en el centro y porque otorgan un valor crucial a las 
formas –visibles e invisibles– de sostener la vida diaria. Son propuestas 
feministas, además, porque si bien están enfocadas en la dignidad material 
de todos los ciudadanos, se consideran necesarias para superar situacio-
nes de pobreza que están feminizadas. 

***

Estos cuatro componentes iniciales, que pueden ser alimentados 
de otros tantos, evidencian un modelo fundado en la reflexión teórica, la 
evidencia empírica y los ideales normativos. Es lo que consideramos que 
debería cumplir una renta básica feminista, que busca la protección y el 
cuidado de la vida material del 99 %. En este capítulo quisimos plantear el 
horizonte de lo ideal para dejarlo como manifiesto público y como porve-
nir posible. Sin embargo, sabemos que la realidad viene con sus obstáculos 
y limitaciones. Desde la capacidad fiscal o la (in)suficiencia de las capaci-
dades de los Estados, hasta los retos en la voluntad pública y política de los 
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gobernantes, las barreras a la hora de implementar una renta básica que se 
piense feminista son inmensas. Esperamos que las soluciones prácticas y 
materiales, en todo caso, se alimenten de estas reflexiones e intenten es-
capar del sentido común de austeridad y falta de capacidad de los Estados 
que hoy rige en muchas latitudes. Una solución que medie entre lo ideal 
y lo posible (pero que mantenga lo ideal como el escenario para aspirar) 
es urgente para construir el camino hacia un mundo poscrisis, más justo 
y más digno.
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CAPÍTULO 3

UNA RENTA BÁSICA PARA COLOMBIA
En los años recientes, las calles han sido el repositorio de movilizaciones 
masivas que reclaman el cambio del sistema económico y que piden un 
mejor Estado en Colombia, uno más grande, más capaz, más protector y 
menos violento. Estas irrupciones colectivas ilustran la insatisfacción, tan 
plural y patente, de la ciudadanía frente a la acción e inacción del Estado, 
uno que no es suficiente para responder a los clamores y las necesidades de 
las personas más pobres y vulnerables. Estamos en un momento en el que 
las crisis, de forma inevitable, catalizan y motivan la exigencia de mejores 
políticas sociales, de un cambio de sentido en la forma en que el Esta-
do se hace presente en la vida de los ciudadanos. Estas movilizaciones no 
piden cambios paliativos, exigen cambios estructurales: mejores sistemas 
de salud, educación pública para todos, renta básica permanente, cuidado 
del medio ambiente, por nombrar solo algunas exigencias. Sin embargo, el 
Estado sigue sin atender correctamente estas demandas, en parte por una 
falta de compromiso político con las necesidades del pueblo, y en parte 
porque tampoco tiene la capacidad para hacerlo. ¿Cómo pensar una renta 
básica en un momento como este, cuando es preciso proyectar cambios a 
gran escala, con la marca de lo estructural, pero a la vez tenemos un Estado 
con limitaciones enormes para poner en práctica esos cambios? 

En este capítulo nos situamos desde esa ambivalencia, precisamente 
para proponer una renta básica que esté guiada por principios feminis-
tas, pero que también responda a la situación y los problemas actuales del 
Estado colombiano. Esta no es una cuestión menor, pues nos habla di-
rectamente sobre las posibilidades prácticas del cambio social y sobre la 
implementación de políticas feministas que, por responder a los constre-
ñimientos de los Estados, pueden terminar perdiendo su potencial trans-
formador o disruptivo. 

Como lo menciona Nancy Fraser, uno de los retos del feminismo 
en un mundo de gobernanza neoliberal es precisamente no perder su 
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potencia radical y sus ánimos de cambio estructural. Desde la cooptación 
de postulados feministas por lógicas de capital hasta la disolución de cual-
quier contenido transformador o distributivo y de la defensa de un femi-
nismo orientado al 1 %, la política social feminista está en riesgo cuando se 
propone en el marco de Estados insertos en sistemas neoliberales, como 
Colombia. Este reto, sin embargo, convive con el hecho de que las políti-
cas feministas, al menos en el mundo actual, se implementan siempre en 
un horizonte contradictorio, pues precisamente se ponen en práctica para 
cambiar el sistema imperante. 

Las dos propuestas que realizamos en este capítulo vienen después 
de un proceso de reflexión sobre lo que es factible en el momento inme-
diato. Después de calcular y recalcular, las propuestas que ofrecemos tra-
tan de reconciliar, como lo dijimos en el capítulo anterior, lo ideal y lo 
posible. Estas propuestas, aunque tímidas para los estándares de una renta 
básica feminista ideal, buscan dar herramientas para que los ciudadanos y 
las ciudadanas salgan de la pobreza, obtengan un piso mínimo de digni-
dad y participen en el mercado laboral. 

El reconocimiento de las limitaciones de estas propuestas implica 
seguir pensando en formas de financiar, fortalecer y construir lo público, 
con el objetivo de que, en un futuro, podamos estar más cerca de una renta 
básica feminista que proteja al 99 %. Por esa razón, es importante ver que la 
política fiscal cuenta con instrumentos y mecanismos para la lucha contra 
la desigualdad y la atenuación de la pobreza. Por el lado de los impuestos, 
los tributos verdes o saludables1 desincentivan actividades que tienen re-
percusiones que hacen que los hogares tengan que aumentar sus gastos, en 
particular los hogares de bajos ingresos (Allcott et al., 2019; Pigato, 2019). 
Así mismo, el gobierno puede financiar su gasto con un sistema tributario 
progresivo. En particular, el uso de impuestos directos y proporcionales a 

	 1.	 Los tributos verdes o saludables son impuestos “pigouvianos” que bus-
can corregir las externalidades negativas de un mercado cuando en este 
el costo social de consumo o producción de bienes no se iguala al be-
neficio privado. Es decir, cuando existen impactos negativos a personas 
por fuera de estos mercados que no tienen ningún tipo de compensación 
por parte del mercado. Desde un enfoque de derechos, estos tributos 
funcionan como un instrumento de regulación del Estado para proteger 
y garantizar el derecho a la salud, la alimentación (en caso de impuestos 
saludables) o a un medio ambiente sano (en caso de los impuestos ver-
des) (Rodríguez, 2021).
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las rentas laborales y de capital de las poblaciones con mayores recursos 
con el fin de redistribuir la riqueza y mitigar la desigualdad. 

El gasto público, también, puede ser usado para programas de asis-
tencia y atención social dirigidos hacia la población en pobreza o vulne-
rabilidad. Si se considera que una sociedad fundada sobre cimientos de-
mocráticos tiene dentro de sus principios la aversión a la desigualdad, esto 
implica que la gente con más recursos estará dispuesta a pagar impuestos 
para financiar transferencias sociales y sus costos administrativos, siempre 
y cuando estos sean usados para mitigar la desigualdad (Atkinson, 1969). 

Redistribuir la riqueza trae ganancias a largo plazo para toda la pobla-
ción. Como ya lo precisamos, las sociedades desiguales tienen menor co-
hesión social, mayor polarización política y menores tasas de crecimiento 
económico (Berg y Ostry, 2011). Entonces, implementar un esquema de 
impuestos directos para mitigar la desigualdad a través de programas de 
asistencia social beneficia tanto a la población que recibe los programas, 
como a la que tributa. 

A continuación, describimos algunas características de las dos pro-
puestas que formulamos y los resultados esperados de su implementa-
ción. Luego de esto, analizaremos los costos fiscales y las posibles fuentes 
de financiación, al igual que otros programas complementarios necesarios 
para proteger a las mujeres. 

PROPUESTAS DE RENTA BÁSICA
En esta sección presentamos dos propuestas de renta básica para el país. 
Aunque las dos comparten todas las características descritas a continua-
ción, se diferencian por el monto de la transferencia. Esto se debe a que, 
como ya lo hemos mencionado, las restricciones presupuestales del Esta-
do colombiano pueden limitar la capacidad de crear una renta básica de 
un monto más alto y mayor cobertura. 

a.	Exclusividad
Colombia cuenta con un portafolio amplio de programas de transfe-
rencias condicionadas dirigidas a la población en situación de pobreza.2 

	 2.	 Dentro de estos programas se han destacado principalmente los de Fa-
milias en Acción y Jóvenes en Acción, aunque existen otro tipo de trans-
ferencias a poblaciones determinadas (como excombatientes, población 
víctima, entre otros) que son más opacos pero que también incluyen algún 
tipo de condicionalidad.
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Muchos de estos programas, como Familias en Acción, han tenido impac-
tos positivos en indicadores de nutrición, salud de niños y jóvenes, años 
de educación, probabilidad de graduarse de bachillerato, desarrollo cog-
nitivo y capital social de los hogares (Llano, 2014). Es importante resaltar 
que, si bien los programas pueden tener mejoras en su diseño, han tenido 
resultados positivos y significativos en aspectos determinantes que contri-
buyen a paliar y superar la pobreza. 

Como insistimos en el capítulo anterior, las visiones críticas y fe-
ministas nos motivan a ver que una renta básica no puede eliminar la in-
fraestructura y los servicios sociales ya existentes ni existir en solitario. 
Por el contrario, debe ser una política que haga parte de un ecosistema de 
bienestar amplio. A diferencia de otras aproximaciones a la renta básica, 
nuestras propuestas no consideran abandonar los esquemas actuales de 
transferencias sociales condicionadas, por el contrario, buscan que dicha 
renta entre dentro de la red de protección social del Estado. 

b.	Cobertura
La propuesta de renta básica de este documento no tiene una cobertura 
universal. Ya mencionamos antes que, si bien la universalidad tiene gran-
des ventajas, como la disminución de los costos asociados a la focalización 
o la prevención de quiebres en el tejido social debido a la distinción entre 
beneficiarios y no beneficiarios, un programa de transferencias que cubra 
toda la población del país sigue siendo una presión muy alta para el gasto 
social del país. Por un lado, podría necesitar un desmonte de otros progra-
mas de bienestar como transferencias condicionadas o incluso direccio-
nar los recursos utilizados para la garantía de derechos como la educación 
o la salud. Adicionalmente, y como se mencionó en el capítulo anterior, 
salvo que el país tenga un sistema tributario realmente progresivo (el cual 
no es el caso de Colombia), un esquema de renta básica universal sería 
una asignación injusta e ineficiente de recursos.

Sin embargo, las dos opciones de renta básica que proponemos cu-
bren el 66,71 % de los hogares del país, al estar focalizadas en los hogares 
que se encuentran en situación de pobreza, tanto extrema como modera-
da, y en población no pobre que se encuentra por debajo del decil V de 
ingreso. A este último grupo, los hogares que no se encuentran en situa-
ción de pobreza monetaria, pero hacen parte del 50 % con menos ingresos 
per cápita del país, los denominamos como personas en condición de alta 
vulnerabilidad. Si bien estos hogares cuentan con los ingresos suficientes 
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para satisfacer las necesidades básicas alimentarias y no alimentarias de 
cada uno de los miembros de su hogar (se encuentran por encima de la 
línea de pobreza), tienen un alto riesgo de caer en pobreza sobre todo 
ante choques negativos en la economía. La tabla 3 presenta la población 
cubierta, y el ingreso per cápita promedio con el que cuenta actualmente 
cada grupo. 

Tabla 3
Población cubierta con la propuesta de renta básica

Grupo poblacional Total personas Total hogares
Ingreso per cápita 
mensual promedio

Pobreza extrema 7.557.972 1.986.501 71.835

Pobreza moderada 13.537.002 3.461.086 239.377

Alta vulnerabilidad 4.708.775 1.314.223 291.949

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

c.	Criterio de elegibilidad y permanencia
A diferencia de otros programas de asistencia social, esta renta básica no 
está focalizada hacia otros criterios distintos al ingreso. Es decir, no es 
un programa dirigido solo a un grupo determinado por características o 
condiciones particulares como la edad, el género, el autorreconocimiento 
étnico o la zona en la que habita. De igual forma, al no ser condicionada, 
lleva a que cualquier ciudadano o residente con estatus migratorio formal 
pueda ser beneficiario sin hacer ningún trámite o condicionamiento a ac-
ciones particulares. Esto permite que los individuos no se autoexcluyan 
por miedo a no cumplir o por estigmatización de la pobreza y por recibir 
ayudas del Estado.

Frente al aspecto temporal de la política proponemos una renta bá-
sica con perspectiva de largo aliento, que no se agote en la contención 
de una crisis, sino que reconozca que las condiciones que busca cambiar 
vienen de antes y, de no atajarse, pueden continuar y afianzarse en el fu-
turo. La permanencia de la renta básica no solo tiene sentido como ali-
vio económico contra la pobreza, sino que también implica que el Estado 
contemple políticas sociales amplias como parte de su infraestructura y 
presupuesto. 
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d.	Unidad beneficiaria
El giro en esta propuesta de renta básica es un ingreso dirigido a nivel in-
dividual. Es decir, cada individuo de un hogar focalizado tiene el derecho 
de recibir el monto. Teniendo en cuenta la restricción presupuestaria y 
la composición de los hogares colombianos en este nivel de ingreso, las 
unidades de gasto3 con más de cinco menores de edad no reciben ingresos 
a partir del sexto menor de edad. Es decir, en esta propuesta hay una trans-
ferencia individual por cada adulto y hasta por cinco menores de edad en 
el hogar. La tabla 4 muestra la tasa de hogares completamente cubiertos, 
es decir que reciben un giro por cada uno de los miembros de su hogar. 

El hecho de que la transferencia sea calculada a nivel individual, y no 
por hogares, responde al menos a dos razones. Primero, a que cuando las 
transferencias se dirigen a los hogares pueden perder su potencial trans-
formador, pues en la mayoría de casos el monto se diluiría en los distintos 
miembros del hogar y lo haría tan ínfimo que sería insuficiente para cubrir 
las necesidades básicas de cada uno. Segundo, a que consideramos que la 
renta básica debe ser un reconocimiento a la humanidad y singularidad de 
cada individuo. Como lo mencionamos en el capítulo anterior, el hecho 
de condicionar la renta básica a una entrega por hogares puede perpetuar, 
sobre todo en el caso de las mujeres, una perspectiva familista. 

Tabla 4
Tasa de hogares completamente cubiertos por la RB

Grupo poblacional Total hogares
Hogares completamente 

cubiertos (%)

Pobreza extrema 1.986.501 98,77 

Pobreza moderada 3.461.086 99,49 

Alta vulnerabilidad 1.314.223 99,86 

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c). 

	 3.	 Unidad de gasto: se considera como tal a la persona que atiende sus pro-
pios gastos, o al grupo de personas que comparten la vivienda y tienen 
arreglos para satisfacer en común sus necesidades esenciales (gastos 
de alimentación, servicios de la vivienda, equipamiento y otros gastos del 
hogar). Ver más en  DANE (s. f.c).
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e.	Formas de distribución
Aunque existen ayudas de transferencias de productos alimentarios o in-
cluso vales de compra para ciertos bienes y servicios específicos, en este 
esquema buscamos una implementación de transferencias monetarias. 
Una de las razones de esta decisión es que los esquemas de asistencia so-
cial con bienes tienen elevados costos administrativos y, además, impiden 
a las personas beneficiadas escoger los bienes y servicios que les son más 
útiles. Entonces, además de que los usuarios beneficiados no pueden to-
mar la decisión individual sobre qué consumir, es mejor usar los recursos 
en cubrir a otros beneficiarios que en asumir los elevados costos de trans-
porte y logística.

Una segunda forma de distribución serían los vales o vouchers para 
la adquisición de bienes y servicios. Sin embargo, esta podría verse afec-
tada por la percepción que tienen las personas sobre estos programas: en 
algunos casos, se ha comprobado que los individuos que reciben ayudas 
en forma de vales o vouchers deciden no tomarlas por vergüenza a ser ca-
talogados como pobres o por la intuición de que no son lo suficientemente 
pobres para acceder a ellas. En ese sentido, este tipo de programas de ayu-
da social puede incentivar la autoexclusión (Banerjee y Duflo, 2021). 

Entonces, nuestra propuesta es una transferencia monetaria a través 
del sistema financiero colombiano. Aunque el monto de la transferencia 
tiene en cuenta a cada individuo del hogar, sería una transferencia única 
por hogar.4 Si bien esto pone una presión alta sobre el sistema bancario co-
lombiano, en los últimos años hemos visto que las transferencias sociales 
de hecho incentivan a los hogares a participar en el sector financiero. Este 
fue el caso del programa de transferencias que se pensó como respuesta a 
los choques de la pandemia, el cual ayudó a que, para 2021, el 87,1 % de 
los adultos del país estuvieran bancarizados (Portafolio, 2021). 

En algunas zonas apartadas del país la tasa de bancarización en adul-
tos aún es baja. Como el no acceso al sistema financiero puede estar rela-
cionado con los niveles de pobreza y, por ende, con la necesidad de aten-
ción de este programa, es importante que la política pública se concentre 

	 4.	 Aunque los detalles de la implementación de este tipo de transferencias 
se deben discutir más, se pueden utilizar los mismos mecanismos que 
se están utilizando en este momento en el portfolio actual de programas 
sociales (PIS, JeA, FeA) en donde se hace una transferencia monetaria al 
hogar en donde existe una cuenta registrada por cada uno de estos. En este 
caso, esta cuenta debe estar a nombre de una de las mujeres del hogar.
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en la inclusión financiera en las zonas aún no cubiertas. Mientras esto se 
logra, deberían ser las entidades territoriales de estas zonas, con el apoyo 
de las entidades técnicas a nivel nacional, las encargadas de la repartición 
de la renta básica. Las entidades nacionales estarían a cargo del monitoreo, 
la vigilancia y la fiscalización del funcionamiento adecuado del programa 
en estas zonas.

Otro elemento importante de nuestra propuesta es que la transferen-
cia debe ser girada a una mujer adulta seleccionada dentro de la unidad 
de gasto. Si bien no existe evidencia empírica que permita afirmar que los 
hombres derrochen o malgasten el dinero de estas transferencias, sobre 
todo en hogares de ingresos bajos, girar la renta básica a las mujeres con-
tribuye a reconfigurar la asimetría de poder de género presente en los ho-
gares. En caso de que las mujeres del hogar no tengan acceso a servicios fi-
nancieros, el gobierno debe propender por la inclusión financiera de estas.

f.	Monto: dos propuestas
Como mencionamos, en este documento hacemos dos propuestas de 
renta básica que se diferencian únicamente en su monto. En la primera 
propuesta, el monto por girar corresponde al 10 % del salario mínimo 
mensual legal vigente (SMMLV) de 2021.5 Es decir, 90.853 COP (23,66 
USD) girados mensualmente a cada una de las personas beneficiarias. Si 
bien este monto no es suficiente para que alguna persona en el país pueda 
adquirir una canasta básica de alimentos, es casi dos veces el ingreso pro-
medio que recibe cada persona del decil más bajo del ingreso (tabla 3). 
El incremento anual del monto por transferir en esta propuesta serían los 
puntos porcentuales en los que se incrementa el SMMLV al año.6 

	 5.	 Para 2021, el SMMLV es de 908.526 COP en precios corrientes de este 
año.

	 6.	 El FMI ha hecho estimaciones de una RBU que corresponda al 25 % de in-
greso mediano de mercado de los países escogidos. Adoptar la propuesta 
del FMI en otros países para usarla en Colombia en el grupo poblacional 
focalizado en nuestra propuesta implicaría un monto de 91.750 COP. Para 
esta propuesta hicimos los cálculos asociados a esa adopción la cual no 
tenía cambios significativos en los niveles de ingreso, superación de la 
pobreza y mitigación de la desigualdad. Sin embargo, el costo total de las 
transferencias es del 2 % del PIB. El monto sugerido en nuestra propuesta 
corresponde al 24,75 % del ingreso mediano del país. Aunque está por 
debajo de las recomendaciones de RB propuestas por el FMI, indexar el 
monto a SMMLV puede reducir costos administrativos.
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En la segunda propuesta, el monto girado corresponde a la línea prome-
dio de pobreza extrema.7 Es decir, un giro mensual de 145.004 COP (38,39 
USD). A diferencia de la propuesta anterior, este monto está por encima del 
costo de una canasta básica de alimentos para el 55,06 % de la población. 
Aunque este monto sigue siendo bajo, sobre todo para las personas con in-
gresos más altos, puede ser una suma significativa de dinero para personas 
sin empleo, hogares muy pobres y con alta dependencia económica. El incre-
mento anual del monto por transferir en esta propuesta estaría determinado 
por los cambios anuales en la línea de pobreza promedio del país. 

En comparación con el esquema de transferencias que el Gobierno 
nacional manejó durante la pandemia (el PIS), ambas propuestas tienen un 
monto superior. El PIS tiene un monto otorgado por hogar, sin importar la 
cantidad de miembros en los que deba repartirse. Aunque el monto girado 
es suficiente para cubrir la canasta básica de alimentos en hogares uniperso-
nales, no lo es cuando se debe repartir entre dos o más personas. En la tabla 
5 se resumen las principales características sobre el monto de cada una de 
las propuestas. 

Tabla 5
Resumen de los montos de las propuestas de renta básica

Grupo poblacional Propuesta A Propuesta B

Descripción El monto corresponde al 
10 % del SMMLV de 2021

El monto corresponde a la línea 
de pobreza extrema promedio

Incremento anual Indexado a los incrementos 
anuales del SMMLV

Indexado a los cálculos de la 
línea de pobreza extrema

Canasta básica de 
alimentos

Con solo este ingreso, 
ninguna persona puede 

cubrir una canasta básica 
de alimentos

Con solo este ingreso, el 55,06 % 
de la población cubierta puede 

cubrir una canasta básica de 
alimentos

Ingreso per cápita 
mensual (COP) 90.853 145.004

Ingreso per cápita 
anual (COP) 1’090.224 1’740.048

FUENTE: elaboración propia.

	 7.	 En 2020, la misión de empalme de las series de empleo, pobreza y des-
igualdad (MESEP) del DANE hizo una actualización de las líneas de pobreza 
y aumentó la especificidad creando una para cada uno de los 23 dominios 
principales. En este ejercicio trabajamos con el promedio de las líneas de 
pobreza extrema. 
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Es importante señalar que las líneas de pobreza y pobreza extrema 
en el país son distintas dependiendo de la ubicación. Esto se debe a que 
en algunas zonas del país los costos de las canastas básicas de bienes y 
servicios alimentarios y no alimentarios son distintas. Sin embargo, las 
propuestas de renta básica aquí presentadas no son susceptibles a la ubi-
cación del hogar. Por lo tanto, esto no crearía incentivos a la migración de 
los hogares solo por percibir una transferencia más alta.

Fuimos enfáticas en el capítulo anterior al decir que la renta básica 
feminista tiene una aspiración de suficiencia y dignidad y que debe, al me-
nos, situarse por encima del umbral de pobreza. Debido a la restricción 
presupuestal con la que cuenta el país en este momento, las propuestas 
que ofrecemos, en sí mismas, no satisfacen del todo esta necesidad. Sin 
embargo, como lo mostraremos más adelante, los efectos esperados con 
cada una de las propuestas muestran que los cambios en los ingresos per 
cápita promedio en cada decil de ingreso son significativos. En otras pala-
bras, las dos propuestas pueden ser fructíferas para sacar de la pobreza y 
de la pobreza extrema a una gran parte de la población. De todos modos, 
es importante aclarar que los montos propuestos pueden cambiar (y es 
deseable que así sea) a medida que el recaudo del Estado sea mayor. Inclu-
so, que estos puedan ajustarse al nivel de ingreso de la población benefi-
ciaria de modo que quienes necesiten más, reciban más.

g.	Regularidad
La periodicidad de envío de esta renta básica que proponemos es men-
sual. Si la población tuviera ingresos permanentes más altos, se podría 
pensar en una periodicidad más amplia tanto para aliviar costos adminis-
trativos, como para que la renta básica se vea como una fuente de ingresos 
que permita ahorrar.8 Sin embargo, las personas en los hogares focalizados 
no cuentan en su mayoría con los ingresos suficientes para comprar una 
canasta básica de bienes alimentarios y no alimentarios en el dominio que 
habitan. La renta básica, por lo tanto, haría parte del presupuesto mensual 

	 8.	 A medida que aumenta la periodicidad de los giros, puede esperarse que 
los hogares no tomen estos ingresos como una entrada permanente y sean 
usados para satisfacer las necesidades de consumo usuales. Por el con-
trario, siguiendo la teoría económica, se puede esperar que los hogares to-
men estos ingresos como transitorios y sean usados para mitigar choques 
económicos negativos o un ahorro para inversiones extraordinarias. 
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de los hogares para que complementen los ingresos dirigidos a cubrir los 
gastos de subsistencia que aseguren un mínimo de dignidad.

RESULTADOS ESPERADOS DE LA IMPLEMENTACIÓN
Históricamente, Colombia ha sido un país desigual. Hoy, además, más del 
40 % de la población es pobre. Como lo explicamos en el primer capítulo, 
los impactos de la crisis generada por la pandemia de covid-19 han acen-
tuado la desigualdad del país y empobrecido a una porción importante 
de la población. Además, otros fenómenos sociales como la migración 
procedente de Venezuela y los impactos del cambio climático han puesto 
presión en la agenda social del país, por lo que es claro que la atención y 
mejora de los sistemas de protección social es un asunto urgente. 

Un esquema de renta básica es un paso crucial para mejorar el sis-
tema de protección social colombiano. Aunque la implementación de la 
renta básica trae desafíos importantes para el presupuesto de la nación, los 
beneficios asociados a la inclusión social, la redistribución de la riqueza, 
la mitigación de la desigualdad y lucha contra la pobreza no son despre-
ciables. Si se tienen en cuenta, además, los beneficios potenciales que este 
esquema puede generar en el cierre de las brechas de género, un análisis 
de costo-beneficio podría resultar en un aumento neto del bienestar de la 
sociedad y de las mujeres habitantes del país. En esta sección presentamos 
los resultados simulados de implementar cada una de las propuestas de 
renta básica descritas anteriormente.

¿Qué pasaría si durante un año pusiéramos en práctica alguno de los 
esquemas de renta básica que proponemos? Por diseño, estos esquemas 
se implementarían en todos los hogares que se encuentren en el 50 % más 
bajo de la distribución de ingresos per cápita. Entonces, son las personas 
de estos hogares quienes verán un cambio en sus ingresos por la renta 
básica. Si bien los resultados esperados presentados en esta sección son 
parciales y de corto plazo, nuestra propuesta de renta básica tiene un en-
foque de permanencia. La tabla 6 muestra el cambio en los ingresos per 
cápita mensuales promedio en los hogares focalizados en cada uno de 
los deciles.

Aunque los montos de las propuestas de renta básica no son sufi-
cientes para costear una canasta básica de bienes y servicios alimentarios 
y no alimentarios, los cambios en los ingresos per cápita promedio en cada 
decil del ingreso son sustanciales. En la propuesta A, los hogares del de-
cil más pobre alcanzan un ingreso 128,60 % más grande del que tienen 



98 Renta básica feminista

actualmente. Por su parte, en la propuesta B, estos mismos hogares alcan-
zan un ingreso per cápita promedio 203,24 % más grande que el actual. De 
hecho, en ambas propuestas no solo el ingreso per cápita promedio crece 
en cada decil, sino que en la propuesta B, las personas del decil V percibi-
rían en promedio un ingreso superior que las personas en los hogares me-
nos vulnerables en la situación actual. La gráfica 18 muestra los cambios 
porcentuales que tiene el ingreso per cápita promedio en cada decil. 

Tabla 6
Resultados de las propuestas de renta básica por decil de 
ingreso per cápita mensual

Grupo 
poblacional

Decil del 
ingreso

Ingreso per cápita promedio

Situación actual Propuesta A Propuesta B

Pobreza 
extrema

Más pobre 54.031,22 122.835,5 163.844,9

II 133.318,5 196.777,2 234.600,4

Pobreza 
moderada

III 195.492,8 261.582,9 300.974,6

IV 258.094,6 325.403,7 365.521,9
Alta 

vulnerabilidad V 327.359 397.563 439.406,6

Menos 
vulnerables

VI 413.143,4 413.143,4 413.143,4

VII 530.357,3 530.357,3 530.357,3

VIII 702.123,2 702.123,2 702.123,2

Clase media IX 1’020.354 1’020.354 1’020.354

Más rico 2’659.158 2’659.158 2’659.158Clase alta

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

Dados los impactos directos en los ingresos que reciben las personas 
en los hogares más pobres, es de esperar que la desigualdad y la tasa de po-
breza caigan. Actualmente, en el país hay más de 21 millones de personas 
en situación de pobreza (42,5 %). Con la implementación de la propuesta 
A, más de 4,4 millones de personas saldrán de la pobreza y en la propues-
ta B lo harán más de 7,5 millones. Esto llevaría a que el país alcance una 
tasa de pobreza monetaria de 33,8 % en la propuesta A y de 27,38 % en la 
propuesta B. Gran parte del cambio en las cifras de pobreza es porque una 
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población significativa superaría el umbral de pobreza extrema en ambas 
propuestas. En particular, en la propuesta A, donde la tasa de pobreza mo-
derada no cambia sustancialmente, sí hay una reducción de al menos la 
mitad en la tasa de pobreza extrema.

Gráfica 18
Cambios porcentuales del ingreso promedio en las 
propuestas de RB

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

De igual manera, habría un cambio en la reducción de los indicado-
res de desigualdad solo por los ingresos asignados de la RB. Actualmente, 
por cada peso que tiene el 40 % más pobre, el decil más rico tiene 4,2. 
Sin embargo, el coeficiente palma, que mide cuántas veces el ingreso del 
40 % más pobre recibe el 10 % más rico, puede llegar a 2,97 y 2,55 en las 
propuestas A y B, respectivamente. Así mismo, al implementar estas pro-
puestas puede haber una reducción de 5,2 (propuesta A) y 7,9 (propuesta 
B) puntos GINI. La tabla 7 muestra los resultados de implementar las pro-
puestas de renta en los indicadores de desigualdad y pobreza.

Para concluir, es importante ver cómo la distribución de ingresos del 
país cambia en términos generales. La gráfica 19 muestra estos cambios en 
la distribución. Allí se puede observar cómo las propuestas A y B tienen 
impactos positivos al hacer más amplia la masa de población en el pico de 
la distribución y desplazar el pico hacia la derecha. Esto quiere decir, hacer 
un poco menos pobre a una mayor proporción de gente.
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Tabla 7
Resultados de las propuestas de renta básica  
en los indicadores de desigualdad y pobreza

Escenario GINI Palma
Pobreza 
extrema

Pobreza 
moderada

Situación actual 0,544 4,2 15,32 27,45

A: 91.750 COP 0,492 2,97 6,58 27,19

B: 145.004 COP 0,465 2,55 3,2 24,18

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

Gráfica 19
Cambios en la distribución* del ingreso promedio  
en las propuestas de RB

* La distribución está acotada hasta 5 millones de pesos corrientes de 2020 para poder ver 
en mejor detalle los cambios en la distribución.

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c).

Los resultados esperados aquí presentados pueden cambiar al im-
plementar un esquema tributario progresivo para financiar este progra-
ma, sobre todo en términos de superación de la desigualdad. La siguiente 
sección resume propuestas fiscales para cubrir los costos que implica la 
implementación de este programa. Si bien puede llegar a ser muy costoso 
para un país como Colombia, las ganancias en términos de bienestar de la 
población son importantes. 

Cabe resaltar que los resultados esperados son parciales: no se tienen 
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en la participación laboral, inversiones en acumulación de capital humano 
en el largo plazo u otras estrategias que ayuden a la superación de la po-
breza en los hogares. Además, se incluye toda la población en los hogares 
focalizados, tanto colombianos como extranjeros, sin importar su estatus 
migratorio. Nuestras propuestas apuntan a que el esquema de renta básica 
esté disponible para todos los ciudadanos y residentes permanentes del 
país. Observando las experiencias de las transferencias condicionadas y 
de programas de renta básica temporales, se puede esperar que las res-
puestas de las personas beneficiarias sean positivas tanto para su bienestar 
como para el crecimiento económico.

Es importante recordar que, como mencionamos en capítulos ante-
riores, además de la reducción de la desigualdad de ingresos, la renta bási-
ca también produce impactos en el poder de negociación de las personas, 
al servir como un ingreso “colchón” para quienes pierdan su empleo o ten-
gan condiciones laborales desfavorables. Esto, entonces, podría aumentar 
el poder de negociación de los trabajadores a la hora de exigir condicio-
nes laborales dignas. Igualmente, al ser la mujer quien reciba la ayuda se 
intenta modificar la balanza de poder dentro del hogar de tal manera que 
le pueda permitir tomar decisiones sobre lo que considere importante, 
como participar en el mercado laboral, si ese es su deseo. 

Es importante tener en cuenta que la crisis económica que deja la 
pandemia ha afectado significativamente a la población en situación de 
pobreza y de alta vulnerabilidad. Si en los próximos años no llega a presen-
tarse otra crisis de la misma magnitud que la pandemia de covid-19, la ren-
ta básica puede ayudar a acelerar el proceso de erradicación de la pobreza 
en el país. En dado caso de que suceda otra crisis económica, los hogares 
estarán mejor protegidos para hacerle frente a los choques negativos y la 
gestión individual y colectiva de desastres sociales.

PROGRAMAS COMPLEMENTARIOS 
CON ENFOQUE DE GÉNERO
Para que se pueda incorporar un enfoque de género en programas como la 
renta básica que proponemos, se requiere articular las garantías básicas de 
un ingreso mínimo con el acceso a servicios esenciales que permitan supe-
rar los roles que históricamente se han impuesto a las mujeres y, además, 
prioricen el cuidado de todas las ciudadanas y ciudadanos. Ya lo hemos 
repetido a lo largo de este libro: una renta básica es insuficiente si no viene 
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acompañada de políticas complementarias que contribuyan a reducir las 
brechas económicas y sociales de las mujeres. En esta sección acercamos 
la mirada hacia algunas. 

Subsidios a la contratación laboral formal de mujeres
Como lo mostramos en el capítulo 1, las mujeres enfrentan obstáculos 
más grandes que los hombres en el mercado laboral, una situación que es 
más grave y acentuada en la población con ingresos más bajos. Las muje-
res participan menos en el mercado laboral, sus tasas de desempleo son 
mucho más altas y los salarios promedio recibidos son mucho más bajos. 
Además, muchas de ellas son madres cabeza de hogar y tienen grandes 
cargas de cuidado con otros y otras a su cargo. 

Para mantener y aumentar la participación de las mujeres en el mer-
cado laboral es necesario que existan incentivos a su contratación. Aun-
que se espera que el ingreso de la renta básica estimule la participación 
en el mercado laboral de los miembros adultos de un hogar beneficiario, 
incluidas las mujeres, es necesario crear políticas para que se incentive la 
contratación de trabajadoras de tal manera que haya un emparejamiento 
entre las mujeres de ingresos bajos que entran al mercado laboral y las 
ofertas de empleo. Estas políticas deben propender, además, por un em-
pleo formal y en condiciones dignas.

Cupos e incentivos para continuar estudios básicos y 
secundarios, y capacitación en habilidades blandas, 
técnicas y profesionales a mujeres adultas
La renta básica permite aliviar un poco los costos de subsistencia del ho-
gar. Ante esto, los miembros del hogar pueden tomar decisiones como 
terminar estudios secundarios o acceder a capacitaciones que mejoren 
sus habilidades blandas, técnicas o profesionales. Para hacer esto posible, 
es necesaria la creación de nuevos cupos dirigidos a mujeres de ingresos 
bajos y con poca experiencia laboral. Estas tecnificaciones podrían ayudar 
a que las mujeres pobres tengan más y mejores ofertas de empleo, sobre 
todo ante la automatización de labores que requieren bajo capital huma-
no. Además, estas nuevas habilidades les permitirán a las mujeres acceder 
a trabajos formales y mejor remunerados.
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Cooperación colectiva y emprendimiento 
comunitario entre mujeres
Aún con un ingreso de renta básica, habrá mujeres que decidan no parti-
cipar en el mercado laboral. Ya sea debido al peso asumido por las labores 
domésticas, por los roles de género impuestos, porque simplemente no 
lo desean o por otras muchas razones, no todas las mujeres toman la de-
cisión de formar parte del mercado laboral. Por ese motivo, es importante 
pensar en políticas complementarias que fomenten la posibilidad de em-
prendimientos o formas de cooperación colectiva entre mujeres. Si bien 
el ingreso es un limitante para tomar el riesgo de invertir tiempo o recur-
sos en estas actividades, el trabajo colectivo entre mujeres puede ayudar a 
mitigar dichos riesgos gracias a los esfuerzos comunitarios. Además, este 
tipo de trabajo colectivo puede ser una vía hacia la formación de lazos co-
munitarios y la acumulación de capital social para las mujeres. 

El sector del cuidado
Como hemos argumentado en los capítulos anteriores de este texto, existe 
una brecha enorme en la asignación de trabajo de cuidado no remunerado 
(TDCNR) al interior de los hogares, que respondiendo a estereotipos de 
género y a la división sexual del trabajo, es asignado mayoritariamente a 
mujeres. Mientras que las mujeres realizan en promedio 8 horas de TDC-
NR al día en Colombia, los hombres realizan 3 horas y 7 minutos. Hemos 
mencionado, también, cómo esta carga les representa a las mujeres ma-
yores barreras para acceder al mercado laboral, a educación o para tener 
espacios de autocuidado y descanso. Asumir este tipo de trabajo, sobre 
todo cuando se tienen personas a cargo, se es jefa de hogar o no existe re-
distribución alguna del mismo, contribuye significativamente a la pobreza 
de tiempo de las mujeres. 

A partir de la Ley 1413 de 2010 se creó la Cuenta Satélite de Econo-
mía del Cuidado, la cual realiza estimaciones sobre uso del tiempo y con-
sidera el valor del sector del cuidado en el país. Sin embargo, esta Cuenta 
Satélite no ha cumplido su objetivo, pues el cuidado no remunerado aún 
no es reconocido como un sector productivo dentro de las Cuentas Na-
cionales (a diferencia de la Cuentas Satélites de medio ambiente, turismo, 
cultura, agroindustria o salud y protección social, que sí se han reconoci-
do como productivas en el país) (López, 2020). Mientras que este sector 
no se reconozca como una actividad productiva –la cual debería asumirse 



104 Renta básica feminista

entre el Estado y el mercado–, el TDCNR seguirá siendo uno de los facto-
res estructurales que reproducen las brechas de género en el país.

Una estrategia con la que se podría abordar este tema es la remune-
ración (compensación) monetaria de la diferencia de horas de TDCNR 
que asumen las mujeres en comparación con los hombres (5 horas). Esto 
se podría hacer pagando la hora de trabajo de cuidado no remunerado que 
se estima tiene un valor promedio de 5391 pesos (DANE, 2020j). Estos 
ingresos extras podrían ser de gran utilidad para las mujeres: les permiti-
rían, por ejemplo, tercerizar las actividades de cuidado para así insertarse 
en el mercado laboral, estudiar, acumular más capital humano, o poder 
dedicarse, si es su elección, al trabajo de cuidado sin la obligación de tener 
otro trabajo para poder subsistir.

Teniendo en cuenta esta posibilidad, decidimos realizar un ejercicio 
simple de cuánto sería el costo fiscal (sin incluir costos operativos) de un 
programa de transferencias de este tipo para las mujeres en situación de 
pobreza monetaria que no se encuentren estudiando. Incluimos en este 
ejercicio a mujeres tanto inactivas como activas en el mercado laboral, 
pues la carga de TDCNR tiene impactos en las mujeres independiente-
mente de si se encuentran trabajando o no. Para realizar esta estimación 
utilizamos los datos de la ENUT 2020 sobre número de horas diarias pro-
medio de TDCNR y el valor promedio de una hora de este tipo de trabajo, 
y los datos de la GEIH 2020 para calcular el número de mujeres en situa-
ción de pobreza moderada y extrema beneficiarias de estas transferencias.

Como se presenta en la tabla 8, esto podría beneficiar a un poco más 
de 20 % de las mujeres del país. El costo anual de remunerar 5 horas de 
TDCNR al día9 sería de 57,4 billones de pesos incluyendo a todas las mu-
jeres en situación de pobreza que no se encuentren estudiando, y de 20,1 
billones incluyendo únicamente a las que se encuentran en situación de 
pobreza extrema.

Aunque esta estimación no hace parte de nuestra propuesta de renta 
básica, especialmente porque somos conscientes de la poca capacidad fis-
cal del Estado para poder implementar un programa de transferencias de 
este tipo, realizamos este ejercicio de manera ilustrativa para dimensionar 
el reto que tiene el Estado a fin de poder mitigar de alguna forma las bre-
chas que se presentan en cuanto al reconocimiento del TDCNR. Esto, sin 

	 9.	 Para esta estimación se tomaron en cuenta los 30 días hábiles al mes que 
se toman para efectos laborales en el país.
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embargo, no quiere decir que por ausencia de recursos actuales no se haga 
nada al respecto. Por el contrario, una política de este tipo debe tenerse 
como una meta de mediano-largo plazo, de modo que sirva como una 
transición a la creación del sector del cuidado. Además, si en este sector 
se hace un trabajo conjunto entre el Estado y el sector privado, los costos 
antes presentados podrían disminuir significativamente. 

Tabla 8
Costos fiscales por año de una transferencia que compense 
la brecha de horas de TDCNR entre hombres y mujeres 

Número de 
beneficiarias

Costo 
mensual**

Costo 
anual**

Mujeres* en situación 
de pobreza extrema 5.912.893 1.671 20.058

Mujeres* en situación 
de pobreza 2.066.997 4.781 57.378

*Que no se encuentran estudiando
**En miles de millones de pesos.

FUENTE: elaboración propia con base en DANE (2020c, 2020j).

Por último, es importante no perder de vista los impactos económi-
cos que puede generar el sector de cuidado, en donde se encuentran la 
creación de valor económico, la provisión de más oferta de mano de obra, 
el aumento de la productividad y el encadenamiento con otros sectores 
productivos (López, 2020). Esto sin duda generaría mayor bienestar en el 
futuro para el total de la población colombiana y, especialmente, contri-
buiría a la necesaria reactivación económica en un eventual escenario de 
pospandemia. 

Otra de las alternativas que tiene el Estado, y que además ha sido una 
de las demandas más certeras de las economistas feministas en el país, es 
la creación de sistemas nacionales y distritales de cuidado. Estos sistemas 
consisten en crear una oferta pública y centralizada de servicios de cuida-
do (como guarderías, lugares de cuidado y esparcimiento para adultos ma-
yores, lavanderías, entre otros muchos) con el fin de reconocer, redistri-
buir y reducir la sobrecarga de trabajos de cuidado que tienen las mujeres. 
Idealmente, estos servicios de cuidado irían de la mano con actividades de 
capacitación técnica o profesional para las mujeres, así como de un acom-
pañamiento para quienes desean entrar al mercado laboral. Los sistemas 
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públicos de cuidado, además, deben tener un componente en el que se 
priorice el autocuidado, el esparcimiento y la creación de lazos comunita-
rios con otras mujeres. 

En el mismo sentido, tal como lo desarrollamos en el capítulo 1, es 
indispensable que el Estado invierta de forma prioritaria en el cuidado y la 
educación de la primera infancia. Esto, además de influir directamente en 
los niños y las niñas, y en el progreso de la economía, la salud y en el desa-
rrollo de los individuos y de la sociedad (La ecuación de Heckman, s. f.), 
tiene un impacto importante en la equidad de género en la medida en que 
alivia esta carga de cuidado –que usualmente recae sobre las mujeres–, 
dejándoles más tiempo de ejercer otros derechos como estudiar, cuidar 
de ellas mismas, tener tiempo de descanso y recreación o ejercer labores 
políticas y de liderazgo.

Este tipo de iniciativas son urgentes y posibles. Como lo muestra 
el caso del sistema distrital de cuidado de Bogotá, inaugurado en 2020 
mediante la iniciativa de las Manzanas del Cuidado, el gobierno central y 
los gobiernos locales tienen las herramientas para crear, desde lo público, 
iniciativas que pongan el cuidado de las comunidades en el centro de la 
política social. 

COSTOS Y FINANCIAMIENTO DE LAS PROPUESTAS
Una vez presentadas las características de nuestra propuesta de renta bási-
ca, así como las políticas necesarias y deseables que acompañen este pro-
grama de transferencias, en esta sección presentamos el costo fiscal de las 
dos propuestas y las posibles formas de financiación.

La tabla 9 contiene el costo mensual y anual, como proporción del 
PIB y como proporción del Presupuesto General de la Nación (PGN), es 
decir, como proporción del gasto público total a nivel nacional. La pro-
puesta A (que contempla una transferencia del 10 % del SMMLV) tendría 
un costo anual de 19,9 billones de pesos, lo que representa el 1,98 % del 
PIB y el 11,2 % del gasto total del Gobierno nacional en 2020. La pro-
puesta B (que propone una transferencia de la línea de pobreza extrema 
promedio nacional) aumenta el costo fiscal anual a 31,7 billones de pesos, 
lo que equivale al 3,2 % del PIB o al 17,9 % del presupuesto nacional. 
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Tabla 9
Costos fiscales por año de la implementación  
de cada una de las propuestas

Escenario
Costo 

mensual*
Costo anual*

Costo en pp 
del PIB (%)

Costo en pp 
del PGN (%)

A: 91.750 COP 1.675 19.900 1,98  11,20 

B: 145.004 COP 2.647 31.761 3,17  17,87 

* En miles de millones de pesos.

FUENTE: elaboración propia.

Los costos aquí presentados exigen, evidentemente, un gran esfuer-
zo fiscal por parte del Gobierno nacional. Colombia tiene un recaudo fis-
cal muy débil, que ni siquiera se ajusta a los niveles de recaudo promedio 
de América Latina y el Caribe. Esto explica, en parte, porque el monto de 
las transferencias y la cobertura del PIS no tiene el alcance deseado. El 
PIS, a pesar de ser una de las medidas de protección social más grandes de 
los últimos años en Colombia, es uno de los programas de transferencias 
adoptados en la pandemia con menor monto en los países de América 
Latina que implementaron este tipo de política (Cepal, 2020, p. 11). 

Por esa razón, es necesaria una reforma fiscal que logre recaudar los 
recursos suficientes para poder financiar estas propuestas. Una reforma 
fiscal que aumente la presión tributaria10 en el largo plazo y que cumpla 
con los principios constitucionales de progresividad, equidad y eficien-
cia debería apuntar a gravar los distintos tipos de renta11 con las mismas 
tarifas, eliminar beneficios tributarios regresivos y sin respaldo técnico, 
aumentar las tarifas de tributación del impuesto de renta de las personas 

	 10.	 La presión tributaria es el indicador que muestra los ingresos tributarios 
de un Estado como proporción del PIB. Comúnmente, este indicador se 
utiliza para mostrar el tamaño del Estado y como medida de comparación 
entre Estados sobre la fortaleza fiscal.

	 11.	 Las rentas se pueden clasificar dependiendo del tipo de ingreso. Dentro 
de los distintos tipos de renta, se pueden destacar las laborales, prove-
nientes de la remuneración por el trabajo; las rentas de capital, provenien-
tes de los rendimientos de la tenencia de capital (rendimientos por inver-
siones, dividendos, alquileres, etc.); las rentas pensionales (ingresos por 
concepto de pensión); o las rentas no laborales, que son ingresos que no 
clasifican en ninguna de las anteriores, como pueden ser los recibidos por 
donaciones a campañas políticas, entre otros. Actualmente en Colombia, 
dependiendo del tipo de renta, se cobra una tarifa de tributación distinta. 
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pertenecientes al 1, 0,1 y 0,001 % más rico el país, así como fortalecer los 
impuestos a la tierra y al patrimonio. Una reforma que logre recaudar lo 
suficiente para financiar estas propuestas apuntaría a igualar la presión tri-
butaria de Colombia al promedio de los países de América Latina y el Ca-
ribe, en donde actualmente existe una brecha de aproximadamente 4 p.p. 
(Rodríguez, 2020, p. 8) Afortunadamente, distintas organizaciones de la 
sociedad civil, académicas y centros de pensamiento han realizado pro-
puestas que contienen los puntos anteriormente mencionados y permiten 
tener una idea de cuánto se podría recaudar con este tipo de reformas.

Por ejemplo, en la propuesta de reforma tributaria presentada por 
miembros de la Red de Trabajo Fiscal (particularmente por el Observato-
rio Fiscal de la Pontificia Universidad Javeriana, el Departamento de De-
recho Fiscal de la Universidad Externado de Colombia, el Observatorio 
de Hacienda Pública y Derecho Tributario de la Universidad del Rosa-
rio, la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes y la Friedrich 
Ebert Stiftung Colombia), se incluyen, entre otros aspectos, la igualación 
de tarifas entre tipos de renta, un aumento de las tarifas en el impuesto 
de renta de personas naturales pertenecientes al 1 % más rico del país y la 
eliminación de beneficios tributarios a empresas y de regímenes especia-
les como zonas francas. Esta propuesta podría recaudar alrededor de 20 
billones anuales de manera temporal (Reyes, 2021). Adicionalmente, la 
propuesta incluye acciones para mitigar la evasión y elusión de impuestos, 
especialmente de las personas y empresas que generan mayores ingresos, 
por lo que tendría el potencial de recaudar más a través de menor evasión 
o elusión tributaria.

A su vez, propuestas de reforma tributaria como la realizada por los 
economistas Luis Jorge Garay y Jorge Enrique Espitia incluyen la refor-
mulación del impuesto al patrimonio, ampliando la base gravable (bajan-
do el umbral de pago a patrimonios superiores a 1.000 millones de pesos 
y aumentado la tarifa de forma progresiva hasta 4,8 %) y mecanismos para 
mitigar la regresividad del IVA imputando el IVA del 19 % para el consu-
mo de las personas con ingresos superiores a 20 millones de pesos men-
suales en su impuesto de renta. Estas dos propuestas tienen el potencial de 
recaudar 10 billones al año (Garay y Espitia, 2021). 

Así pues, tan solo con las dos propuestas de reforma tributaria men-
cionadas se podrían recaudar recursos suficientes para poder financiar al-
guno de los dos esquemas de renta básica que proponemos, sin excluir 
otras posibles alternativas de recaudo que podrían ser consideradas.
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Teniendo en cuenta que el ajuste fiscal necesario que planteamos 
para financiar estas propuestas puede ser drástico en momentos en donde 
se necesita una recuperación económica vigorosa, estas reformas se pue-
den plantear para que se implementen de manera gradual. Es decir, que 
este mayor recaudo se apruebe en una reforma tributaria pero que se vaya 
implementando de manera progresiva conforme pasan los años. De esta 
manera, se puede dar tiempo para que se recupere la economía con una 
senda fiscal que proyecte mayores recursos en el mediano y largo plazo. 
Esto le permitiría al Estado colombiano acceder a empréstitos en los mer-
cados nacionales e internacionales a un costo razonable para poder finan-
ciar el programa en el corto plazo. Además, es importante señalar que los 
costos anuales podrían disminuir en el mediano plazo si se materializan 
los impactos directos e indirectos relacionados con inserción en el merca-
do laboral y generación de ingresos.
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REFLEXIONES FINALES 
Las mujeres, antes y después de la pandemia, han sufrido vulnerabilida-
des específicas en su autonomía económica y sus condiciones materiales 
de vida. La división sexual del trabajo, expresada con mayor poder en las 
sobrecargas de cuidado, genera no solo pobreza monetaria, al impedir que 
puedan acceder en igualdad de condiciones al mercado laboral formal, 
sino que también genera pobreza de tiempo, al encargarles dobles y triples 
jornadas que las privan del ocio, el autocuidado y el descanso. Con esto 
no queremos decir que el cuidado sea algo prescindible, secundario. Todo 
lo contrario. En este libro nos situamos en la posición de que el trabajo 
de cuidado es el que mueve el mundo, el que mueve a los otros sectores, 
muchas veces mal llamados “productivos”, como si el cuidado no lo fuera. 
El cuidado, al ser parte fundamental de la dignidad de un individuo, no 
puede desvalorizarse, como lo hacen los sistemas económicos en los que 
vivimos, ni mucho menos atribuirse como un acto gratuito y no reconoci-
do en cabeza de las mujeres. 

La pobreza, además, afecta de manera distinta a las mujeres, al punto 
de poder hablar con certeza de que hay causas y efectos de la pobreza que 
están feminizados. Las mujeres son más propensas a caer en la pobreza y, 
a su vez, es más difícil que salgan de ella. Debido a las cargas de cuidado, 
al hecho de que la mayoría de hogares monoparentales estén constituidos 
por mujeres y a la evidencia sobre la prevalencia del desempleo femenino, 
la pobreza se vive distinto al ser mujer. 

Al examinar en detalle cómo les va a las mujeres en el mercado labo-
ral, vemos que las desigualdades persisten. En el mercado laboral colom-
biano existe una brecha que no solo tiene que ver con el género, sino tam-
bién con el estatus socioeconómico. Esta asimetría, pequeña en los deciles 
de ingreso más alto, se ensancha cada vez más en los sectores más pobres. 
Un lente interseccional es crucial para entender estas desigualdades, pues 
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nos deja ver que las vulnerabilidades de género no existen en abstracto, 
sino en estructuras que las acentúan o atenúan dependiendo de las opor-
tunidades materiales que haya para cada grupo social. 

Estos datos son elocuentes para pensar en un feminismo más amplio, 
fuera de las élites, que se tome en serio la desigualdad socioeconómica y la 
pobreza de las mujeres. Estos datos, también, nos hablan de inequidades 
extendidas en el tiempo que, si bien empeoraron con la pandemia, han 
estado ahí desde siempre. Pensar en soluciones para las crisis implica re-
flexionar en la crisis no solo como un momento corto, pasajero, sino como 
un tiempo de largo aliento, rutinario, que ha estado ahí desde antes de los 
detonantes que nos hacen verla ahora con mayor nitidez. 

En este contexto, la renta básica pasó de ser una discusión de pocos, 
enunciada en tono casi utópico (Wright, 2006), a ser una de las políticas 
con más resonancia en la crisis que durante los últimos años ha destapado 
las desigualdades más profundas y duraderas. Una propuesta que había 
permanecido por años en la penumbra de las políticas de bienestar, parece 
ser una de las salidas más factibles, necesarias y relevantes para atajar los 
desastres sociales que venían acumulándose desde hace años.

Ante la evidente feminización de una crisis como esta, consideramos 
que no queda otro camino que una solución que tenga en cuenta las nece-
sidades de las mujeres y las poblaciones vulnerables. Es necesario que a las 
políticas de renta básica se les mire desde un lente feminista para así de-
fender una política social para el 99 %, que tenga como principal exigencia 
la dignificación de la vida material. Una que se ocupe de los asuntos que 
cruzan el cuerpo y la vida de ese 99 %, porque el feminismo es una poten-
cia que nos ayuda a ver que en el mundo actual lo primordial es abogar por 
el cuidado y la justicia para todas las ciudadanas y ciudadanos. 

Con base en los aportes que varias teóricas y activistas feministas han 
hecho durante años, consideramos que una renta básica acoge los postu-
lados del feminismo cuando cumple, al menos, con cuatro condiciones. 
Primero, es una renta suficiente y digna, lejos de una cantidad ínfima que 
está por debajo del umbral de pobreza extrema. Segundo, se trata de una 
renta básica que está acompañada de otras políticas de bienestar y protec-
ción social, tales como la implementación de un sistema nacional de cui-
dados. Tercero, es una renta que tiene una vocación de largo plazo y per-
manencia, es decir, que no se agota en la provisión de bienes únicamente 
en tiempos de emergencia. Y cuarto, es una renta no familista, esto es, que 
no reproduce modelos en los que la mujer es considerada ciudadana (y, 
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por lo tanto, beneficiaria de las políticas sociales) en cuanto es madre. Eso 
no quiere decir que no se reconozca que las mujeres madres, embarazadas 
y empobrecidas cargan con una mayor vulnerabilidad, sino que todas las 
mujeres deben entenderse como sujetos merecedores de recibir atención, 
valor y dignidad, independientemente de sus decisiones reproductivas o 
su modo de vida. 

Estos elementos, que son complementarios y deben entenderse en 
conjunto, están en la base de una noción feminista de la renta básica. Solo 
cuando una política de este tipo puede garantizar un mínimo vital incon-
dicionado, digno y permanente es cuando verdaderamente se pone el cui-
dado y el sostenimiento de la vida en el centro, una idea que está en la base de 
las formulaciones feministas sobre la política social (Castro, 2015). Más 
aún, el feminismo nos enseña que la renta básica, en la versión que propo-
nemos en este texto, es una medida necesaria pero no suficiente. La renta 
básica, entendida como la garantía de un mínimo digno de sostenimiento 
material, necesita estar acompañada de otras medidas de bienestar para 
tener un efecto estructural en las vidas de los individuos y, en especial, 
de las mujeres. Por ejemplo, la implementación de una renta básica no 
puede producirse a costa del desmantelamiento de los servicios públicos 
o de los sistemas de bienestar social. En contraste, debe hacer parte de un 
grupo amplio de medidas enfocadas en garantizar los derechos sociales y 
económicos de los individuos, tales como la implementación de sistemas 
públicos de redistribución de las cargas de cuidado y la garantía de salud, 
educación, vivienda y transporte dignos. 

Ahora bien, para hacer realidad una política de renta básica feminis-
ta, como la que describimos en este libro, se necesita un Estado con una 
robusta disponibilidad de recursos fiscales dados los altos costos que esta 
representaría. Este no es el caso de Colombia, en donde históricamen-
te han persistido los problemas estructurales de su sistema tributario, los 
cuales no han permitido que el Estado cuente con los recursos suficien-
tes para tener capacidad de respuesta a las necesidades insatisfechas de su 
población. Actualmente, Colombia se encuentra altamente rezagada en 
términos de recaudo tributario frente al promedio de los países de Amé-
rica Latina y el Caribe, al igual que frente al promedio de los países de la 
OCDE. Así, el primer paso para llegar a la realidad de una renta básica 
feminista es implementar reformas tributarias estructurales y progresivas, 
que eliminen las fuentes más importantes de pérdida de recaudo (como 
son los numerosos beneficios tributarios vigentes), y que se centre en una 
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mayor tributación a las rentas de capital y patrimonio de las personas de 
mayores ingresos. Algunas propuestas de este tipo de reformas fueron pre-
sentadas en el último capítulo.

Estos retos también nos llevan a pensar, necesariamente, en las con-
tradicciones y los dilemas que se ponen de presente al intentar imple-
mentar políticas sociales, como las feministas, que buscan transformar el 
estado de cosas y que se basan en reflexiones críticas acerca del sistema 
socioeconómico imperante. ¿Cómo implementar una política feminista 
en un Estado que históricamente ha dejado en un segundo plano las ur-
gencias de las mujeres y demás grupos vulnerables? ¿Cómo abogar por 
una política social para el 99 %, contra el hambre, que además busca reco-
nocer los trabajos de cuidado como aquellos que mueven el mundo en un 
contexto donde el Estado sirve al 1 % y descuida a ese 99 %? Estas no son 
cuestiones accesorias, sino temas centrales en la discusión sobre la labor 
del Estado y el futuro de la movilización feminista. Por esa razón, es im-
portante aprovechar este momento en el que, después de la llegada de una 
pandemia mundial, hay finalmente un consenso sobre el mundo en crisis. 
Se abre así una puerta para mostrar que hay otras salidas y que una política 
social feminista debe ser una de ellas.

Sin embargo, en el tiempo inmediato, las acciones son limitadas y 
lo primero que debe pensarse es cómo, con el sistema actual, imperfec-
to y austero, puede garantizarse un mínimo de dignidad a quienes más 
lo necesitan. Por eso, es urgente que el país busque la redistribución de 
los recursos. Esto no solo será útil tanto para el bienestar de la población 
más pobre del país, sino que también provocará beneficios en términos 
de crecimiento, innovación, cohesión social, entre otros. Una forma de 
fomentar esa redistribución es a través de transferencias monetarias no 
condicionadas que permitan a los hogares tener los ingresos disponibles 
suficientes para superar la pobreza. 

En este documento presentamos dos propuestas de renta básica cuya 
única diferencia es el monto que se debe girar por persona en cada hogar 
beneficiado. Mientras la primera propuesta otorga un 10 % del SMMLV, 
la segunda tiene un monto más alto al girar el promedio de las líneas de 
pobreza del país. Teniendo en cuenta que no se desmontan los otros pro-
gramas, la focalización hacia los hogares beneficiados y las restricciones en 
menores dentro del hogar, los resultados parciales de implementar cada 
una de las propuestas muestran impactos positivos tanto en la mitigación 
de la pobreza como en la inclusión social. Además, las propuestas van 
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acompañadas de políticas complementarias con enfoque de género, que 
tengan un especial foco en el cuidado y la educación de alta calidad de la 
población de la primera infancia, que pueden incentivar a las mujeres a 
participar del mercado laboral, disminuir los costos asociados a dicha par-
ticipación y labrar el camino hacia la justicia doméstica y hacia el balance 
de poder dentro del hogar. Este documento busca ser un punto de partida 
hacia políticas de un sistema de protección social que contribuya a cerrar 
las brechas de género, sobre todo en los pisos más bajos de la pirámide 
social.

Implementar propuestas como la renta básica feminista, o al menos 
políticas que tiendan a estas, es necesario para contribuir a la inclusión 
social y la mitigación de la pobreza y las desigualdades sociales. Si bien 
la crisis generada por la pandemia de covid-19 mostró la fragilidad del 
sistema de protección social del país, algunas de las repuestas del Estado 
dieron el primer paso para empezar a pensar en políticas más ambiciosas. 
Tanto por la vulnerabilidad de la población y la situación de pobreza en la 
que se encontraba una gran parte del país antes de la pandemia, como por 
la capacidad del Estado para atender estas necesidades de manera adecua-
da y oportuna, así como por la necesidad de anticiparse a próximas crisis 
sociales e individuales. 

Sin embargo, no hay que olvidar que las brechas de género son resul-
tado de desigualdades sociales profundamente enraizadas. Por eso es cru-
cial que los hacedores de política pública tengan una mirada mucho más 
integral y transversal sobre las medidas que serán tomadas para la recupe-
ración económica y las fases posteriores a esta. Toda política social debe 
propender por mitigar las brechas de género que nacen de los órdenes y 
regímenes dominantes y que se acentúan por la asignación de un mercado 
basado en un orden social injusto y sin igualdad de oportunidades para 
todas y todos.
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ANEXOS

Anexo 1. Pruebas de diferencias de medias 
en las tasas del mercado laboral de 2019

Tabla 1
Brecha de género en la tasa global de participación  
por decil del ingreso

Decil del 
ingreso

TGP  
Hombre

TGP  
Mujer

Diferencia  
de medias

Error  
estándar

Más pobre 0,609 0,376 0,233*** 0,008

II 0,668 0,411 0,256*** 0,007

III 0,707 0,441 0,265*** 0,007

IV 0,733 0,473 0,260*** 0,007

V 0,744 0,509 0,235*** 0,006

VI 0,756 0,564 0,192*** 0,006

VII 0,772 0,594 0,178*** 0,006

VIII 0,784 0,617 0,167*** 0,006

IX 0,794 0,629 0,165*** 0,005

Más rico 0,773 0,636 0,137*** 0,005

Niveles de significancia: * al 90 por ciento; ** al 95 por ciento; *** al 99 por ciento.  
La diferencia de medias es la tasa de hombres menos la de mujeres.

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2020, 2019).
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Tabla 2
Brecha de género en la tasa de desempleo  
por decil del ingreso

Decil del 
ingreso

TD  
Hombre

TD  
Mujer

Diferencia  
de medias

Error  
estándar

Más pobre 0,156 0,278 -0,121*** 0,009

II 0,105 0,227 -0,122*** 0,008

III 0,096 0,203 -0,107*** 0,008

IV 0,094 0,204 -0,109*** 0,007

V 0,085 0,166 -0,080*** 0,006

VI 0,082 0,138 -0,056*** 0,005

VII 0,081 0,115 -0,035*** 0,005

VIII 0,066 0,084 -0,018*** 0,004

IX 0,055 0,071 -0,016*** 0,004

Más rico 0,042 0,045 -0,003*** 0,003

Niveles de significancia: * al 90 por ciento; ** al 95 por ciento; *** al 99 por ciento.  
La diferencia de medias es la tasa de hombres menos la de mujeres.

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2019, 2020a, 2020b, 2021).

Tabla 3
Brecha de género en la escolaridad de la población 
económicamente activa por decil del ingreso

Decil del 
ingreso

TD  
Hombre

TD  
Mujer

Diferencia  
de medias

Error  
estándar

Más pobre 6.047 7.257 -1,210*** 0,092

II 6.421 7.803 -1,382*** 0,081

III 7.161 8.334 -1,173*** 0,083

IV 7.697 8.944 -1,247*** 0,071

V 8.059 9.349 -1,290*** 0,069

VI 8.659 9.868 -1,209*** 0,066

VII 9.236 10.378 -1,141*** 0,063

VIII 9.896 11.051 -1,155*** 0,060

IX 10.938 12.083 -1,145*** 0,060

Más rico 14.170 14.791 -0,621*** 0,061

Niveles de significancia: * al 90 por ciento; ** al 95 por ciento; *** al 99 por ciento. La 
diferencia de medias es la tasa de hombres menos la de mujeres.

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2019, 2020a).
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Tabla 4
Brecha de género en la formalidad del empleo  
por decil del ingreso

Decil del 
ingreso

TD  
Hombre

TD  
Mujer

Diferencia  
de medias

Error  
estándar

Más pobre 0,015 0,015 0,000 0,003

II 0,047 0,027 0,021*** 0,004

III 0,144 0,078 0,066*** 0,007

IV 0,229 0,133 0,096*** 0,008

V 0,295 0,210 0,084*** 0,008

VI 0,351 0,313 0,038*** 0,009

VII 0,430 0,404 0,026*** 0,008

VIII 0,486 0,500 -0,013*** 0,008

IX 0,584 0,605 -0,020*** 0,007

Más rico 0,714 0,729 -0,015*** 0,007

Niveles de significancia: * al 90 por ciento; ** al 95 por ciento; *** al 99 por ciento. La 
diferencia de medias es la tasa de hombres menos la de mujeres.

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2019, 2020a).
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Anexo 2. Población económicamente activa 
según actividad principal la semana antes de 
la encuesta, por decil y por sexo, en 2019

Tabla 5
Población económicamente activa según actividad principal 
la semana antes de la encuesta, por decil y por sexo, en 2019

Decil del ingreso
Buscando 
trabajo

Estudiando
Oficios  
del hogar

Incapacitado 
permanente-
mente

Otra 
actividad

Panel A. Hombres

Más pobre 634 383.032 50.288 39.448 155.488

II 137 392.282 42.793 38.918 138.961

III 29 315.178 33.418 27.270 100.220

IV 18 303.467 34.131 27.442 113.540

V 96 293.468 38.085 24.469 120.713

VI 113 290.069 37.403 21.400 123.162

VII 41 248.967 37.871 20.914 145.697

VIII 242 229.396 40.621 17.583 172.417

IX 100 199.425 49.927 15.139 197.423

Más rico 87 194.195 42.712 12.279 253.282

Total hombres 1.495 2’849.478 407.249 244.863 1’520.903

Panel B. Mujeres

Más pobre 290 346.409 678.303 27.090 84.661

II 604 344.235 713.676 27.696 73.969

III 316 291.073 588.951 21.073 67.002

IV 12 287.305 624.857 24.809 72.326

V 371 282.004 584.254 23.510 83.689

VI 45 272.526 527.488 23.385 75.835

VII 14 233.669 490.770 23.761 90.735

VIII 0 210.237 471.662 23.928 101.489

IX 0 178.504 457.805 23.147 141.431

Más rico 18 178.197 415.417 19.314 221.333

Total Mujeres 1.670 2’624.158 5’553.183 237.714 1’012.470

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2019, 2020a).
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Tabla 6
Población económicamente activa según actividad principal 
la semana antes de la encuesta, por decil y por sexo, en 2020

Decil del ingreso
Buscando 
trabajo

Estudiando
Oficios  
del hogar

Incapacitado 
permanente-
mente

Otra 
actividad

Panel A. Hombres

Más pobre 689 353.236 103.161 31.834 222.840

II 656 353.546 77.810 41.548 142.959

III 384 348.854 67.921 42.622 144.780

IV 459 314.340 63.378 35.364 135.118

V 656 308.466 72.618 33.923 141.660

VI 1031 281.027 68.344 29.372 148.749

VII 631 264.589 68.675 31.809 153.455

VIII 361 234.649 71.977 29.383 172.332

IX 301 207.811 75.319 27.700 215.433

Más rico 297 183.765 79.793 20.688 287.128

Total hombres 5465 2.850.282 748.996 324.244 1764.453

Panel B. Mujeres

Más pobre 1.042 315.149 763.086 27.854 85.956

II 160 322.746 751.406 30.420 67.988

III 135 317.175 740.954 32.232 73.983

IV 290 290.893 742.369 31.778 70.041

V 603 278.318 692.092 29.531 77.959

VI 101 256.225 669.183 28.549 78.545

VII 189 251.146 628.038 28.965 90.999

VIII 30 221.137 561.627 28.158 104.168

IX 177 182.075 564.552 32.636 130.992

Más rico 173 176.998 533.807 31.484 217.358

Total Mujeres 2,900 2.611.860 6.647.114 301.608 997.988

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2019, 2020a, 2020b, 2021).
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Anexo 3. 

Tabla 7
Tasas de desempleo por grupos etarios y género, 2019.

Decil del ingreso Entre 18 y 28 años Entre 28 y 44 años Entre 45 y 59 años

Panel A. Hombres

Más pobre 24,42 12,7 13,7

II 19,52 7,36 7,72

III 15,95 6,6 7,09

IV 15,35 7,09 6,72

V 14,92 5,83 5,76

VI 13,3 6,17 6,03

VII 14,27 5,43 5,14

VIII 9,42 5,69 5,32

IX 8,72 4,54 3,68

Más rico 8,32 3,69 2,75

Panel B. Mujeres

Más pobre 40,49 24,82 19,51

II 37,64 19,32 11,31

III 31,93 16,53 13,19

IV 32,9 16,37 11,28

V 28,17 12,81 9,68

VI 22,66 9,86 10,78

VII 19,01 8,15 7,82

VIII 14,52 6,06 5,56

IX 10,9 6,07 4,81

Más rico 9,08 3,67 3,21

FUENTE: cálculos propios con base en ANDA-DANE (2019, 2020a).
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